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    FOJA: 226 .-    .-

NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 17  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-27516-2014
CARATULADO : LOPEZ / FISCO DE CHILE

Santiago,  veintiocho de Julio de dos mil diecis isé
Vistos:

A fojas  1,  modificada  a  fojas  47,  comparece  don  Fernando  Medina 
Valcarcel, abogado, domiciliado en Hu rfanos 1147 oficina 240, Santiago, ené  
representaci n de do a Yacqueline Alicia L pez Cardillo, uruguaya, auxiliaró ñ ó  
de atenci n en la Intendencia de Montevideo, Uruguay, domiciliada en calleó  
Washington 289,  apartamento 301,  ciudad de  Montevideo,  Uruguay;  do añ  
Stella Beatriz L pez Cardillo, uruguaya, Psic loga, domiciliada en calle Assisó ó  
48, de la ciudad de Shangrill , departamento de Canelones, Uruguay; do aá ñ  
Margarita Eulog a Cardillo Hern ndez, uruguaya, pensionada, domiciliada ení á  
calle  Andes  1577,  departamento  502,  Uruguay;  do a  Yamand  Montiel,ñ ú  
jubilada,  domiciliada en calle  Inca 2135 Montevideo,  Uruguay;  y  don Ari 
Montiel  jubilado,  domiciliado en calle  Inca  2135 Montevideo,  Uruguay,  y 
deducen  en  juicio  ordinario  demanda  en  contra  del  Fisco  de  Chile, 
representado legalmente por do a Irma Soto Rodr guez, abogada procuradorañ í  
fiscal, ambos domiciliados en Agustinas N 1687, comuna de Santiago, Regi n° ó  
Metropolitana,  de indemnizaci n de da os y perjuicios  por responsabilidadó ñ  
extracontractual ocasionados con motivo de la err nea identificaci n de suó ó  
pariente, a fin que sea condenado al pago de $200.000.000.- a favor de do añ  
Yacqueline  Alicia  L pez  Cardillo  y  do a  Stella  Beatriz  L pez  Cardillo,ó ñ ó  
$75.000.000.-  a  favor  de  do a  Yamand  Montiel  y  don  Ari  Montiel  yñ ú  
$50.000.000.- a favor de do a Margarita Eulog a Cardillo Hern ndez  o lañ í á  
suma que esta judicatura estime pertinente conforme a derecho y costas.

Exponen  que  don  Arazat  L pez  L pez,  de  nacionalidad  uruguaya,í ó ó  
nacido el 30 de mayo de 1940, ingres  a Chile en el mes de agosto de 1972,ó  
saliendo de su pa s debido a la contingencia pol tica que se viv a en Uruguay,í í í  
teniendo en cuenta  que era  militante  de  un partido pol tico de izquierda,í  
considerando adem s que se estaba gestionando un golpe militar en dichoá  
pa s.í
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Se ala que don Arazat  se desempe  como comerciante de artesan asñ í ñó í  
durante el tiempo que permaneci  en nuestro pa s, as  las cosas, a la poca deló í í é  
golpe militar de 1973, don Arazat  ten a dos hijas: do a Yacqueline Aliciaí í ñ  
L pez  Cardillo  y  do a  Stella  Beatriz  L pez  Cardillo,  de  7  y  4  a osó ñ ó ñ  
respectivamente, Arazat  viv a en una pensi n ubicada en Av. Espa a Ní í ó ñ ° 162, 
en la comuna de Santiago.

Indica que en la ma ana del 14 de septiembre de 1973, don Arazat  fueñ í  
secuestrado  por  una  patrulla  de  militares  desde  la  pensi n  que  habitaba,ó  
agregando que seg n el Informe sobre Calificaci n de Victimas de Derechoú ó  
Humanos  y  Violaci n  Pol tica  Corporaci n  Nacional  de  Reparaci n  yó í ó ó  
Reconciliaci n,  declara  que  don  Arazat  Ram n  L pez  fue  v ctima  deó í ó ó í  
violaci n de sus Derechos Humanos.ó

Prosigue su relato indicando que luego de que don Arazat  L pez L pezí ó ó  
fuera  secuestrado  por  militares,  nunca  m s  se  tuvo  conocimiento  de  suá  
paradero, de acuerdo a la declaraci n como testigo de do a Victoria P rez, deó ñ é  
fecha 19 de octubre de 1990, prestada en el marco de la causa ROL N ° 2182-
98, seguida ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago: "A partir del 16 de 
noviembre de 1973, se hicieron los reclamos pertinentes por su desaparici nó  
en ACNUR (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados) y  
la Cruz Roja. Como al momento de su detenci n l  ten a un documentoó é í  
argentino a nombre de Ricardo Korzac, puesto que tem a siempre que por suí  
condici n de uruguayo se le dificultara la vida cotidiana en Santiago, esto es,ó  
comprar los materiales para hacer las hamacas paraguayas, venderlas, etc., los  
reclamos ante los organismos internacionales se hicieron en primera instancia  
a ese nombre.  Una vez que pas  el  tiempo y no aparec a, se comenz  aó í ó  
reclamar al uruguayo Arazat  Ram n L pez L pez".í ó ó ó

Agrega que posteriormente, con fecha 12 de diciembre de 1994, el 22° 

Juzgado  del  Crimen  de  Santiago,  en  la  investigaci n  que  instruy  poró ó  
inhumaci n ilegal en el Patio 29 del Cementerio General, estableci  que eló ó  
Protocolo  de  Autopsia  N° 3497.73,  atribuido  a  un  "desconocido  de  sexo 
masculino" correspond a a don Arazat  L pez L pez, basado en el informe deí í ó ó  
estudio  N° 3035.91  del  Servicio  M dico  Legal,  en  donde  se  estudi  laé ó  
osamenta  humana  protocolo  3035.91,  con  antecedentes  de  haber  sido 
exhumada de la  tumba N° 2405 del  Patio 29 del  Cementerio  General  de 
Santiago, en el cual se encontraba un cuerpo.
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Se ala  que los  peritajes  m dicos  legales  que se  practicaron en dichañ é  
oportunidad indicaron que don Arazat  muri  el 24 de octubre de 1973, talí ó  
como lo acredita el certificado de defunci n que se acompa a a la presenteó ñ  
demanda, cuya causa de muerte fue un traumatismo cr neo facial, tor cicoá á  
sumado a heridas en la extremidad superior izquierda por balas, lesiones todas 
de tipo homicida, por lo tanto y en virtud de lo mencionado, la defunci n deó  
don Arazat  se inscribi  bajo el Ní ó ° 3850 Registro S-2, correspondiente al a oñ  
1994, de la Circunscripci n de Independencia, del Servicio de Registro Civil eó  
Identificaci n.ó

Afirma que tras estos hallazgos, las hijas de Arazat  L pez L pez y suí ó ó  
hermano, realizaron las gestiones correspondientes a fin de obtener el traslado 
de  los  restos  de  su  familiar,  para  su  inhumaci n  en  territorio  uruguayo,ó  
finalmente, el 17 de diciembre de 1994 fueron repatriados los restos de Arazatí 
L pez L pez, los que fueran inhumados el 22 de diciembre de ese a o en eló ó ñ  
Cementerio del Buceo, seg n surge del certificado extendido por la Direcci nú ó  
de Necr plis de la Intendencia Municipal de Montevideo.ó

Rese a que durante los a os 90, las t cnicas periciales utilizadas para lañ ñ é  
identificaci n de v ctimas de violaciones a los derechos humanos utilizados poró í  
el  Servicio  Medic  Legal,  consist an principalmente  en la superposici n deó í ó  
cr neo, foto y odontol gicas, as  de la simple lectura de este informe, que rolaá ó í  
a fojas 130 y siguientes de la causa Rol N  ° 2.182-98, de la Ilustr sima Corte deí  
Apelaciones  de  Santiago,  caratulado  Uruguayos,  se  pueden  encontrar 
importantes diferencias entre los restos que fueron objeto del estudios, a saber 
los protocolos 3035.91, 3497.73 y F.A. Sr. L pez L. de acuerdo al Informe deó  
Estudio N  3035.91, del Servicio M dico Legal, de 10 de noviembre de 1994.º é

Concluye que en virtud de los resultados de las pericias realizadas por el 
Servicio  M dico  Legal,  se  determin  que  Arazat  L pez  L pez,  fueé ó í ó ó  
secuestrado, asesinado y sus restos clandestinamente inhumados en el Patio 29 
del Cementerio General de Santiago, como NN, no obstante lo rese ado elñ  
perito Dr. Iv n C ceres en agosto de 1994 ya hab a realizado reparos a lasá á í  
t cnicas utilizadas por el Servicio M dico Legal, al cuestionar la metodolog aé é í  
de las pericias realizadas en la identificaci n, ya que estima que "los elementosó  
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utilizados  para  establecer  las  identidades  son  m nimos  y  sujetos  aí  
interpretaci n" de acuerdo a la sentencia de fecha 13 de enero de 2012, deló  
Ministro en Visita Extraordinaria don Alejandro Solis Mu oz, Rol N  4449-ñ º
22, caratulados "Patio 29", as  y de lo se alado precedentemente, cabe colegirí ñ  
que desde el mismo instante de la identificaci n de las osamentas del Patio 29ó  
del  Cementerio  General,  no  se  contaba  con  la  certeza  suficiente  para  las 
identificaciones  respectivas,  criticas  fundadas  que  fueron  deliberadamente 
obviadas por el Servicio M dico Legal.é

Se ala  que en consideraci n a las  dudas sobrevinientes,  tal  como señ ó  
desprenden del informe mencionado recientemente, en noviembre de 1994 se 
autoriz  el traslado de los restos seos al Departamento de Tanatolog a de laó ó í  
Universidad de Glasgow, qui n emiti  su informe con fecha 17 de junio deé ó  
1995, cuestionando la confiabilidad de las identificaciones realizadas en Chile, 
agregando  que  en  virtud  de  lo  anterior,  y  con  la  convicci n  de  que  losó  
resultados logrados por el Servicio M dico Legal eran correctos, los supuestosé  
restos  de Arazat  L pez L pez fueron repatriados a Uruguay,  su lugar deí ó ó  
origen,  en  donde  fueron  entregados  a  sus  familiares  y  amigos,  quienes 
pudieron por fin, despu s de aproximadamente 30 a os brindarle sepultara,é ñ  
honrar sus restos y concurrir en reiteradas ocasiones para recordarlo y llevarle 
flores por m s de diez a os, creyendo que la persona sepultada era su será ñ  
querido.

Hace presente, que don Arazat  L pez L pez fue el primer uruguayoí ó ó  
desaparecido de quien se supo su supuesto destino final, con la aparici n deó  
los restos seos, la familia de Azarat  pudo  ó í realizar su duelo, procesando el 
dolor  por  la  p rdida  de  un  ser  querido,  a  pesar  de  las  aberrantesé  
circunstancias en que ocurri  su deceso, destacando que los delitos de lesaó  
humanidad, entre los cuales se encuentra la desaparici n forzada, son del tipoó  
de conductas que por su especial gravedad y consecuencias, afectan, agreden y 
lesionan no s lo a las v ctimas, sino a la conciencia misma de la humanidad,ó í  
en  tanto  violan  elementales  principios  que  rigen  la  vida  de  la  naciones 
civilizadas, este tipo de delitos o cr menes, merece y requiere un tratamientoí  
especial y una acci n concertada de las naciones, citando a modo de ejemplo:ó  
a) cooperaci n internacional en su prevenci n y en la captura de los culpables,ó ó  
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b) la imprescriptibilidad, c) que los autores y c mplices no quedan amparadosó  
por las normas de asilo y refugio pol tico, d)  que siempre ser n objeto deí á  
extradici n,  y  si  la  misma  por  alguna  circunstancia  o  impedimentoó  
constitucional no es posible, es obligaci n del pa s su juzgamiento. ó í

Indica  que  con  respecto  a  las  desapariciones  forzadas,  la  Asamblea 
General de la Organizaci n de Estados Americanos, declar  en su Resoluci nó ó ó  
666 del 19.11.1983 que: "la pr ctica de las desaparici n forzada de personasá ó  
en Am rica, es una afrenta a la conciencia del hemisferio y constituye uné  
Crimen de Lesa Humanidad", lo cual mereci  un delicado tratamiento de laó  
Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa en su 36  per odo de sesionesº í  
(Resoluci n 828 de 26 de setiembre de 1984).ó

Con relaci n a la situaci n de los familiares de las personas detenidas-ó ó
desaparecidas, afirma que el Informe Anual de la Comisi n Interamericana deó  
Derechos Humanos 1982-1983, expresa: "....Es, por otra parte, una verdadera 
forma de tortura para sus familiares y amigos, por la incertidumbre en que se  
encuentran sobre su suerte y por la imposibilidad en que se hallan de darle  
asistencia, legal, moral y material".

Agrega que el  informe del  Servicio M dico Legal de 26 de julio  é de 
2004, esto es nueve a os despu s, sobre ñ é "Estudio del grado de certeza de las 
identificaciones realizadas en osamentas exhumadas desde Patio 29", obtuvo 
los siguientes resultados:

· Casos  en  que  es  posible  atribuir  con  razonable  certeza  la 
identidad otorgada (once).

· Casos de identidad otorgada compatible (setenta y nueve).
· Casos de identidad otorgada incompatible (seis).
Indica  que  durante  el  a o  2005  comienzan  a  circular  versiones  deñ  

prensa en nuestro pa s, las que son recogidas tambi n por medios televisivosí é  
uruguayos,  por  los  cuales  trasciende  que  est n  cuestionadas  las  periciasá  
oportunamente realizadas por el Servicio M dico Legal de Chile.é

Agrega que estas noticias de prensa produjeron, como es obvio, zozobra 
emocional  en  los  familiares  de  don  Arazati  L pez  L pez  y  ocasionaronó ó  
asimismo,  inconvenientes  y  obst culos  en  relaci n  a  á ó tr mites  judiciales  yá  
administrativos relacionados con la materia.

Se ala que a mediados de 2005, los familiares de Arazat  L pez L pezñ í ó ó  
tuvieron conocimiento de un exhorto dirigido por la Justicia de nuestro pa s aí  
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su  similar  uruguaya,  en  el  cual  se  le  solicita  a  esta  ltima  "ú disponer  la 
exhumaci n de los  restos  seos  de Arazat  Ram n L pez L pez a  fin  deó ó í ó ó ó  
obtener muestras de pieza dentaria y f mur con el objeto de realizar en Chileé  
y por  el  Servicio M dico Legal,  examen de ADN, se  sirva  proceder  a laé  
ubicaci n de familiares de L pez L pez por la l nea materna para practicaró ó ó í  
toma de muestras de sangre e hisopado bucal".

Agrega que la informaci n recogida indica, que dicho exhorto se tramitó ó 
en  el  Juzgado  Letrado  de  Primera  Instancia  en  lo  Penal  de  11°,  con 
intervenci n de la Fiscal a Letrada Nacional en lo Penal de 11ó í ° Turno, en 
dichos procedimientos, la Sra. Fiscal interviniente dictamin  en el sentido deó  
desestimar la solicitud por defectos formales, como consecuencia de ello, se 
devolvieron las actuaciones al Tribunal requirente, por otra parte, la Justicia 
chilena solicita la extracci n de muestras para ser analizadas por la mismaó  
entidad que realiz  el anterior peritaje y el cual ha sido puesto en duda. ó

Indica  que  como  consecuencia  de  todo  lo  anterior,  la  situaci n  deó  
zozobra emocional antes referida ha ido aumentando y, como adelant , a laó  
misma se han adicionado inconvenientes para proceder a la tramitaci n de laó  
sucesi n de Arazat  L pez L pez.ó í ó ó

Se ala que luego en el a o 2006, la Unidad Especial de Identificaci nñ ñ ó  
de Detenidos Desaparecidos (DD.DD) del Servicio M dico Legal, emiti  uné ó  
informe  sobre  "la  interpretaci n  de  resultados  de  ex menes  de  ADNó á  
Mitocondrial, en el marco de la rectificaci n en el caso Patio 29", con losó  
siguientes resultados:

· Con 100% de confiabilidad es posible determinar que 48 casos no 
corresponden  a  la  identidad  otorgada  durante  los  peritajes  identificatorios 
realizados con anterioridad al a o 2003.ñ

· No es posible afirmar o descartar las identidades de los individuos 
correspondientes a los protocolos con resultados excluyentes, en ausencia de un 
perfil antropol gico.ó

· No es posible afirmar o descartar gen ticamente las identidades deé  
los individuos correspondientes a los protocolos con resultados excluyentes.

Destaca que en medio de estas incertidumbres y de la inmensa angustia 
de los familiares ante tan dram ticos hechos, en marzo de 2007, se ordena laá  
exhumaci n de algunas v ctimas para realizar nuevas pericias, con m todosó í é  
gen ticos de comparaci n, en esta oportunidad los restos de don Arazat , soné ó í  
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nuevamente  repatriados  a  Chile,  para  someterse  a  nuevos  procedimientos, 
haciendo  presente  los  perjuicios  emocionales  y  psicol gicos  que  debieronó  
soportar los familiares de don Arazat  L pez L pez, quienes se vieron sujetos aí ó ó  
la  incertidumbre,  en esa poca,  de no saber  si  los  restos  que hab an sidoé í  
entregados por el Estado de Chile, y al cual hab an honrado y visitado porí  
a os, correspond a o no a su familiar querido.ñ í

Argumenta que tan dolorosa y tortuosa ha sido esta procesi n para todaó  
la familia, que don ngel Luis L pez Pereira, padre de Arazat , se suicid  enÁ ó í ó  
el  2007,  tal  como lo  indica  su  certificado de  defunci n,  ya  que no pudoó  
aguantar la triste noticia, que su hijo hab a "sido asesinado por segunda vez",í  
al  no  tener  la  certeza  que  el  cuerpo  que  hab a  visitado  por  tanto  a os,í ñ  
pertenec a a su hijo desaparecido por la dictadura militar chilena.í

Se ala que no obstante lo anterior, dos hijas y un hermano de Arazatñ í 
L pez L pez colaboraron en todo momento con las pericias dispuestas por laó ó  
justicia uruguaya y las gestiones solicitadas por los antrop logos y genetistasó  
del Servicio M dico Legal chileno, dichos familiares participaron con respeto yé  
solidaridad con la familia y el pueblo chileno, con la intenci n de que comoó  
sociedad podamos descubrir y clarificar nuestro pasado.

Relata que as  las cosas, en mayo de 2008, concluy  el proceso de tomaí ó  
de muestras correspondientes a 123 osamentas, a las cuales se orden  practicaró  
pericias gen ticas de "Cromosoma Y", "ADN mitocondrial" y "ADN nuclearé  
ATR", design ndose al Laboratorio University of North Texas Heakth Scienceá  
Center, a objeto de validar los resultados obtenidos por la Unidad Especial de 
Identificaci n  de  DD.DD  del  Servicio  M dico  Legal,  cuyos  resultados  seó é  
entregaron en septiembre de 2008 y mayo de 2009.

Se ala  que  una  vez  finalizados  los  an lisis  gen ticos  se  entreg  alñ á é ó  
Ministro en Visita Extraordinaria Alejandro Sol s Mu oz el Informe Pericialí ñ  
de  Gen tica  Forense,  é "relativo  a  la  exclusi n  de  identidad  de  la  v ctimaó í  
Arazat  L pez L pez, correspondiente al protocolo 3035-91/A y 58-09 UE/Aí ó ó  
del Servicio M dico Legal, el que establece que las osamentas recuperadas deé  
la tumba 2405 del Patio 29 del Cementerio General, no coinciden con los  
datos gen ticos del familiar Yamandu Montiel L pez, de la v ctima N  46.é ó í °  
Por estas consideraciones se descarta la identificaci n realizada con fecha 12ó  
de  diciembre  de  1994,  la  cual  estableci ,  err neamente,  que  las  citadasó ó  
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osamentas correspond an a la v ctima de autos Arazat  L pez L pez",í í í ó ó  seg n loú  
se alado en la sentencia de fecha 13 de enero de 2012, del Ministro en Visitañ  
Extraordinaria, ROL N  4449-22, caratulados "Patio 29 .º ”

Afirma que posteriormente, el d a 7 de agosto de 2012 la familia de doní  
Arazat  L pez L pez recibi  de parte de la Secretar a de Seguimiento de laí ó ó ó í  
Comisi n para la Paz, de la Presidencia de la Rep blica Oriental de Uruguay,ó ú  
copia certificada del Decreto Judicial de la causa Rol N  4449-22, citada en el°  
p rrafo anterior,  en donde se determin  la exclusi n identificatoria del  Sr.á ó ó  
L pez, documentos que acompa a a la presente demanda.ó ñ

Concluye  que  podemos  afirmar  que  don  Arazat  L pez  L pez  fueí ó ó  
detenido por rganos del Estado chileno y desapareci  mientras lo manten anó ó í  
en esa calidad, raz n por la cual es considerado una v ctima de violaci n deó í ó  
Derechos  Humanos,  seg n  el  Informe  sobre  Calificaci n  de  V ctimas  deú ó í  
Violaciones  de  Derechos  Humanos  y  de  Violencia  Pol tica,  Corporaci ní ó  
Nacional  de  Reparaci n  y  Reconciliaci n,  que  con  posterioridad  a  laó ó  
calificaci n de este, el d a 12 de diciembre de 1994, el 22ó í ° Juzgado del Crimen 
de Santiago, en la investigaci n que instruy  por inhumaci n ilegal en el Patioó ó ó  
29  del  Cementerio  General  de  Santiago,  estableci  que  el  Protocolo  Nó ° 

3497/13,  atribuido a  un  "desconocido de sexo masculino", correspond a aí  
Arazat  L pez L pez y orden  inscribir su defunci n a su nombre y entregarí ó ó ó ó  
sus restos a sus familiares, sin embargo, con posterioridad a estos hechos, se 
determin  la exclusi n identificatoria del Sr Arazat  L pez L pez, seg n loó ó í ó ó ú  
indicado en el proceso Rol N° 4449-22 "Patio 29" de la Ilustr sima Corte deí  
Apelaciones de Santiago.

Agrega que la consecuencia del grave error cometido por el Servicio 
M dico  Legal,  producto  de  una  enorme  negligencia  por  parte  de  esteé  
organismo del Estado chileno, ha provocado en los familiares y seres queridos 
de Arazat  L pez una m ltiple victimizaci n, en primer lugar el da o sufridoí ó ú ó ñ  
por el secuestro y desaparici n de la v ctima el d a 14 de septiembre de 1973,ó í í  
en segundo lugar, el desconocimiento del actual paradero de Arazat  L pez, yaí ó  
que hoy en d a se desconoce que ocurri  con l, luego de los hechos descritosí ó é  
durante el mes de septiembre de 1973, y por ltimo, el sufrimiento que haú  
experimentado la familia de la v ctima de violaciones de Derechos Humanos,í  
debido a que ellos ten an la certeza que los restos entregados por el Estado deí  
Chile, luego del reconocimiento llevado a cabo por el Servicio M dico Legal,é  
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nico  organismo  encargado  y  supuestamente  capacitado  para  esta  tareaú  
correspond an a Arazat , al saber que el cuerpo que han visitado y honradoí í  
por m s de diez a os, no corresponde a su c nyuge, padre o hermano.á ñ ó

Se ala que todosñ  los da os emocionales que ha experimentado la familiañ  
no tienen otro origen, sino que el procedimiento irresponsable y negligente del 
Servicio M dico Legal, al identificar err neamente el cuerpo de don Arazat ,é ó í  
caus ndoles un grave da o moral y traumas psicol gicos, debido a que se haná ñ ó  
visto sujetos a una situaci n, amarga, dif cil y llena de dolor, agregando queó í  
los  familiares  de  detenidos  desaparecidos  han  cargado  con  el  dolor  y 
sufrimiento por m s de 40 a os, hecho que no podemos excluir, considerandoá ñ  
especialmente  que el  a o 2013 se han conmemorado 4 d cadas del  golpeñ é  
militar,  y  han  sido  estas  familias  quienes  han  soportado  y  cargado  una 
amargura  que  como  sociedad  hemos  omitido,  no  obstante  lo  anterior,  la 
familia  de Arazat  L pez L pez,  se ha visto envuelta  en un sufrimiento yí ó ó  
dolor, tal vez peor que el experimentado hace 40 a os, debido a la actuaci nñ ó  
del Servicio M dico Legal, producto de su negligencia, inoperancia y desidia alé  
llevar a cabo una labor tan importante, no s lo para la familia de la v ctima,ó í  
sino que tambi n para el bienestar de nuestra sociedad.é

Afirma  que  hoy  en  d a,  los  familiares  de  don  Arazat  se  sientení í  
humillados, agredidos, utilizados y atropellados emocional y psicol gicamente,ó  
al  comprobar  la  negligencia,  ineficacia  e  inoperancia  del  Servicio  M dicoé  
Legal, debido a que abri  una herida cicatrizada, la cual les hab a entregadoó í  
paz  y  tranquilidad,  y  les  caus  un  dolor  que  hab an  logrado  superar,ó í  
haci ndoles revivir  un duelo que se arrastra desde el  14 de septiembre deé  
1973.

En cuanto a los argumentos de derecho, indica que el inciso segundo del 
art culo  38  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  se  refiere  a  laí ó í ú  
responsabilidad extracontractual de la Administraci n del  Estado, se alandoó ñ  
que:  "Cualquier  persona  que  sea  lesionada  en  sus  derechos  por  la  
Administraci n del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podró á  
reclamar  ante  los  tribunales  que  determine  la  ley,  sin  perjuicio  de  la  
responsabilidad  que pudiere  afectar  al  funcionario  que hubiera  causado el  
da o.", ñ indicando que en estricto rigor, a lo que el constituyente se refiere dice 
relaci n con la ó responsabilidad de la administraci n por falta de servicio.ó
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Agrega que la  falta  de servicio es  una mala  organizaci n o un maló  
funcionamiento de la administraci n que ha causado da o a una persona, poró ñ  
lo  tanto,  la  Administraci n  debe  hacerse  responsable,  sin  importar  quó é 
funcionario o persona de la Administraci n fue la que caus  el perjuicio enó ó  
particular,  de acuerdo a  lo  se alado por el  Ministro Se or  Mu oz,  actualñ ñ ñ  
Presidente de la Excelent sima Corte Suprema de Chile, en su voto disidente,í  
en la causa Rol  9510-2009,  caratulados Palma Guerra Enzo con Fisco de 
Chile, en sentencia de 4 de junio de 2012 la falta de servicio donde se se ala:ñ  
"corresponde a  toda acci n u  omisi n  de la  administraci n  de la  cual  seó ó ó  
generan  da os  para  el  administrado  y  en  que  ha  existido  una  falla  deñ  
cualquier orden en el servicio".

Argumenta que claro est ,  que la noci n de mal funcionamiento delá ó  
servicio ser  variable, dependiendo del servicio que se trate o la gravedad de laá  
falta, sin embargo debemos considerar que la actuaci n del Servicio M dicoó é  
Legal fue negligente o actu  de mala forma, fuera del est ndar medio de suó á  
funcionamiento, lo que se tradujo en la err nea identificaci n del cuerpo deó ó  
don Azarat  L pez L pez.í ó ó

Destaca  que  es  importante  tener  en  consideraci n,  que  la  sociedadó  
entera necesita tener certeza de los hechos y acontecimientos hist ricos; de susó  
causas y consecuencias, en especial los familiares de los miles de detenidos 
desaparecidos, por esta raz n, es que el Servicio M dico Legal, tuvo, tiene yó é  
tendr  una mayor responsabilidad y obligaci n en la identificaci n de todas lasá ó ó  
v ctimas del golpe militar, teniendo el deber para con nuestra sociedad de unaí  
mayor seriedad, acuciosidad y resguardo en el cumplimiento de su labor.

Agrega que en este contexto, es importante considerar que: "la situaci nó  
sociopol tica en la  cual  se  realiz  el  procedimiento de la  identificaci n deí ó ó  
detenidos desaparecidos, dichas actuaciones adolecen de una falta de servicio  
latente puesto que en consideraci n de este Tribunal el proceder del Servicioó  
M dico Legal se ha apartado de lo que debe entenderse como un correcto yé  
acertado  ejercicio  de  sus  funciones  y  prestaciones  de  servicio,  seg n  seú  
desprende de las normas que regulan sus facultades y obligaciones, contenidas  
en  el  D.F.L.  N  196  de  1960,  Ley  Org nica  de  dicho  servicio,  y  en  suº á  
Reglamento Org nico, Decreto Supremo N  427, de 1974", á º seg n lo indicadoú  
en la sentencia de 25 de julio de 2007, del 232 Juzgado Civil de Santiago, 
causa Rol C-1820-2005.
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A ade  que  ñ nuestros  tribunales  han  acogido  la  responsabilidad 
extracontractual por falta de servicio de la administraci n, entendiendo poró  
ello un funcionamiento defectuoso que "dice relaci n con el hecho de que unó  
determinado servicio ha actuado mal o deficientemente, no ha obrado cuando  
su normativa le impon a el deber hacerlo o, en fin, ha actuado tard amente, yí í  
a consecuencia de ello la v ctima ha resultado lesionada en sus derechosí ", todo 
esto seg n lo se alado por la Corte de Apelaciones de Concepci n, en fallo deú ñ ó  
10 de agosto de 2000, situaci n se ve corroborada en nuestra jurisprudencia aló  
se alar que:  ñ "hasta antes de la dictaci n de la Ley 18575 la responsabilidadó  
del Estado se determinaba a trav s del art culo 2.320 del C digo Civil; siné í ó  
embargo, la situaci n vari  con la promulgaci n de la Ley de Bases de laó ó ó  
Administraci n  del  Estado  el  5  de  diciembre  de  1986,  que  incorpor  aló ó  
Derecho P blico chileno el  sistema de  responsabilidad extracontractual  delú  
Estado...",  seg n sentencia de 4 de junio de 2012 de la Ilustr sima Corte deú í  
Apelaciones de Santiago, Rol N  7154-2007.°

Se ala que eñ n virtud de lo expuesto anteriormente, se puede desprender 
que el supuesto necesario para constituir la falta de servicio es la anormalidad 
en el funcionamiento, la cual se puede presentar de tres formas, a saber, a) el 
servicio no actu  debiendo hacerlo; b) se actu , pero de manera deficiente,ó ó  
situaci n que para el caso particular signific  un espantoso y tremendo da oó ó ñ  
moral y psicol gico a sus familiares, quienes se han visto expuesto a una dif cil,ó í  
perturbadora y penosa situaci n por aproximadamente 40 a os; o c) Actuaró ñ  
tard amente, hecho que tambi n ocurre en la pr ctica.í é á

Indica  que  la  falta  de  servicio  de  la  administraci n,  encuentra  suó  
fundamento en el inciso segundo del art culo 38 de nuestra Constituci n, siní ó  
embargo, esta no es la nica norma en nuestra Carta Fundamental que regulaú  
esta materia, ya que el principio de legalidad consagrado en los art culo 6 y 7í  
de la Constituci n, obliga a los rganos del Estado a actuar conforme a ello,ó Ó  
no obstante lo anterior, el legislador tambi n regul  esta materia, y consagré ó ó 
la falta de servicio en los art culos 4 y 44 de la Ley Org nica Constitucionalí á  
de Bases Generales de la Administraci n del Estado, a saber, el art culo 4 deló í  
citado cuerpo legal se ala los siguiente, "ñ El Estado ser  responsable por losá  
da os que causen los rganos de la Administraci n del Estado en ejercicio deñ ó ó  
sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran afectar al  
funcionario  que  los  hubiere  ocasionado";  por  su  parte  el  art culo  í 44, ya 
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se alado,  establece  "ñ Los  rganos  de  la  Administraci n  del  Estado  ser nó ó á  
responsables del da o que causen por falta de servicioñ ".

En este sentido, agrega que la responsabilidad del Estado radica en la 
falla o falta de servicio la cual:  "constituye una mala organizaci n o un maló  
funcionamiento  por parte  del  aparato administrativo.  En otras  palabras  se  
habla de un comportamiento anormal de la Administraci n, que ha causadoó  
da o  a  un  particular  y,  por  lo  tanto,  debe  hacerse  responsable.  Se  tratañ  
entonces de una responsabilidad an nima, donde el causante del da o es eló ñ  
Estado, sin ser relevante la determinaci n de/funcionario que ha ocasionadoó  
el perjuicio",  seg n lo se alado por don Jorge Berm dez Soto, en su libroú ñ ú  
Derecho Administrativo General.

Concluye que  en virtud de lo  se alado recientemente,  adem s de loñ á  
indicado en los art culo 42í ° y 4° de la Ley 18.575, junto al art culo 5í ° del 
C digo  Org nico  de  Tribunales,  la  falta  de  servicio  configura  unaó á  
responsabilidad extracontractual por parte del Estado, que se caracteriza por el 
principio que todo da o causado a una persona por la acci n u omisi n de lañ ó ó  
administraci n  del  Estado,  sus  organismos  o  funcionarios,  debe  seró  
indemnizado  y  que  el  Estado,  cuando  act a,  lo  hace  a  trav s  de  susú é  
funcionarios  por  lo  que  es  el  rgano  p blico  el  que  debe  asumir  lasó ú  
consecuencias  de  dichos  actos,  los  que  l citos  o  il citos,  se  imputan  siní í  
intermediaci n a la  persona jur dica de Derecho P blico,  ó í ú de acuerdo a lo 
se alado por el 23  Juzgado Civil de Santiago, en su sentencia de 25 de julioñ °  
de 2007, en la causa caratulada Escobedo Carre o con Fisco de Chile, pñ or lo 
tanto,  configurados  los  hechos  constitutivos  de  la  falta  de  servicio  y 
demostrados  los  da os  causados  por  la  negligencia  del  Estado,  quedañ  
establecida la responsabilidad civil del Fisco de Chile, en ese sentido, ya se ha 
pronunciado el Ministro Se or Mu oz, en su voto disidente, en la causa Rolñ ñ  
9510-2009, caratulados Palma Guerra Enzo con Fisco de Chile, en sentencia 
de 4 de junio de 2012, al se alar que: ñ "acreditando el afectado que un servicio  
p blico no ha funcionado, debiendo hacerlo, o que ha funcionado de modoú  
tard o o deficiente, y probar que a ra z de lo anterior se le ha causado da o,í í ñ  
est  en situaci n de exigir indemnizaci n de parte del Estado, lo que dejaá ó ó  
consignado el legislador en sus argumentaciones y fundamentos de aprobar la  
norma  respectiva  (p gina  176  del  Informe  de  la  Cuarta  Comisi ná ó  
Legislativa)".
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Destaca  que  lo  que  se  pide  a  la  Administraci n  del  Estado  no  esó  
satisfacer el inter s de cada uno de sus ciudadanos, debido a que es imposibleé  
determinar  un  est ndar  de  este  tipo  para  toda  la  sociedad,  sino  que  uná  
est ndar razonable a su funci n p blica, en este sentido se ha pronunciado laá ó ú  
doctrina se alando lo siguiente: "ñ La normalidad del servicio tiene que ver con 
expectativas normativas de la comunidad: no se refiere  a aquello que uno  
quisiera como servicio eficiente (que es un est ndar que tiende al infinito yá  
que dar a lugar a responsabilidad estricta u objetiva en sentido propio), sinoí  
aquello que se  tiene que esperar.  As ,  por ejemplo,  no cabe duda que laí  
municipalidad incurre en una falta de servicio si se pone a la persona al riesgo  
de caer a un pozo que no est  se alizado, es discutible, por el contarlo, queá ñ  
las municipalidades tengan que mantener las aceras libres de cualquier defecto  
que pueda ocasionar una ca da a un transe nteí ú ".

Afirma  que  en  virtud  de  lo  se alado  en  el  cuerpo  de  la  presenteñ  
demanda queda de manifiesto la falta de servicio en que incurri  el Servicioó  
M dico  Legal,  debido  al  irresponsable  y  negligente  procedimiento  en  laé  
identificaci n de los restos de don Arazt  L pez L pez, llevado a cabo por laó í ó ó  
instituci n en comento, causando irreparables da os emocionales, da o moraló ñ ñ  
y traumas psicol gicos a sus familiares, debido a que se han visto sujetos a unaó  
situaci n, amarga, dif cil y llena de dolor.ó í

Hace  presente  lo  dif cil  y  traum tico  que  ha  sido  para  la  sociedadí á  
chilena la superaci n de todos los perjuicios ocasionado por el golpe militar,ó  
por lo tanto es posible imaginar el dolor, rabia e impotencia que han debido 
sufrir los familiares de Arazat , angustia y sufrimiento que han debido tolerarí  
al  menos  en  dos  oportunidades,  a  saber,  en  primer  lugar,  debido  a  la 
incertidumbre del paradero de un ser querido; y en segundo lugar, la terrible 
noticia que le dio el Estado Chileno a la familia, al momento de indicarles que 
hubo un error en la identificaci n del cuerpo de don Arazat , transcurrido 10ó í  
a os desde que la familia ten a la tranquilidad de al menos haber encontradoñ í  
a su ser querido, por lo tanto, si la instituci n encargada de dar certeza yó  
tranquilidad respecto a la identificaci n de los restos de las personas detenidasó  
desaparecidas  actu  con  negligencia,  no  queda  m s  que  concluir  que  eló á  
Servicio M dico Legal incurri  en un falta de servicio, toda vez que no actué ó ó 
como debi  hacerlo causando lesiones a personas que se encuentran bajo laó  
responsabilidad del Estado.
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Indica  que  ya  se  relat  en  los  hechos  todas  las  angustias,  traumasó  
psicol gicos y vej menes emocionales que han debido soportar los familiaresó á  
de  don Arazat  L pez  L pez,  situaci n  que  ha  sido  muy  dif cil  de  llevarí ó ó ó í  
adelante, agregando que no es f cil imaginar el dolor y angustia que produceá  
la muerte de un ser querido, por lo tanto a n es m s complicado entender losú á  
da os emocionales y el dolor que han debido tolerar los familiares de Arazat ,ñ í  
quien estuvo desaparecido para el Estado Chileno por m s de 30 a os, que ená ñ  
1994 seg n el Servicio M dico Legal dio con el paradero de este hombre,ú é  
identificando sus restos, aun cuando no contaban con la certeza para hacerlo, 
se alando que no es posible dimensionar el dolor que debe haber provocado lañ  
noticia que entreg  el Estado chileno a los familiares de Arazat , al informarleó í  
que el cuerpo al que hab an dado sepultura y honrado y visitado por m s deí á  
10 a os, no correspond a a su ser tan querido y buscado.ñ í

Concluye  que  aplicando  dichos  cuerpos  normativos  a  los  hechos 
relatados anteriormente, debemos concluir que la demandada es la responsable 
de resarcir todos los da os ocasionados a sus representados.ñ

En cuanto a las normas generales de aplicaci n subsidiaria, argumentaó  
que no existe impedimento constitucional para que puedan aplicarse las reglas 
del  C digo  Civil  en  materia  de  responsabilidad  por  falta  de  servicio  deló  
Estado,  en  forma  subsidiaria  a  las  establecidas  en  la  Ley  Org nicoá  
Constitucional de Bases Generales de la Administraci n del Estado, en esteó  
sentido, se pronunci  la Corte Suprema, en un fallo de 15 de abril de 2003,ó  
rol  N  1234-02,  al  se alar  que  la  especialidad de  las  normas  de  Derechoº ñ  
P blico  no  impide  que  ciertos  aspectos  de  esta  responsabilidad  quedenú  
sometidos  a  las  disposiciones  del  derecho  com n,  a n  es  m s,  el  propioú ú á  
art culo 4í ° del  C digo Civil  se ala que sus  normas pueden considerase deó ñ  
derecho supletorio.

En  cuanto  a  la  extensi n  de  la  reparaci n,ó ó  se ala  que  ñ en  materia 
extracontractual importa una reparaci n completa del da o causado, seg n eló ñ ú  
art culo 2329 del c digo Civil, esto es, lograr una reparaci n ntegra de losí ó ó í  
da os y perjuicios causados, lo cual comprende el lucro cesante, seg n art culoñ ú í  
1556, y el da o moral, as  al menos lo menciona el art culo 2329, que tieneñ í í  
una aplicaci n supletoria de acuerdo a lo mencionado en el p rrafo anterior,ó á  
agregando que dicho art culo se ala "í ñ por regla general todo da o que puedañ  
imputarse  a malicia  o negligencia de otra persona,  debe ser reparado por  
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staé ".

Afirma que en lo que se refiere a la naturaleza de los da os demandadosñ  
existe tanto un da o moral como un da o patrimonial, agregando que eñ ñ l da oñ  
moral es entendido como el sufrimiento, dolor o alteraci n a la integridadó  
ps quica que sufre una persona a consecuencia de una conducta negligente oí  
dolosa de otra, por lo tanto, la negligencia o al menos el mal funcionamiento 
que realiz  el Servicio M dico Legal en la identificaci n de los restos de donó é ó  
Arazat  L pez L pez acarre  consecuencias  y da os extrapatrimoniales,  losí ó ó ó ñ  
que se traducen en angustia, traumas psicol gicos y vej menes emocionalesó á  
que han debido soportar los familiares de don Arazat .í

Indica  que todos  estos  da os  ser n  acreditados  en  la  etapa  procesalñ á  
correspondiente, pero, sin perjuicio que este tipo de da os no es apreciableñ  
precisamente  en  forma  dineraria,  sino  que  busca  el  resarcimiento  por 
equivalencia o reemplazo aproximado del da o causado, estimando que estosñ  
ascienden a la suma de $600.000.000.- (seiscientos millones de pesos),  o la 
suma que esta judicatura estime pertinente conforme a derecho. 

Concluye que ha quedado de manifiesto la falta de servicio del Servicio 
M dico Legal en la identificaci n de los restos del ciudadano uruguayo doné ó  
Arazat  L pez L pez, que dicha falta de servicio ha causado graves perjuiciosí ó ó  
extrapatrimoniales, que han sido descritos en el presente texto, y que debido a 
la  negligencia de la  demandada esta ha debido soportar angustia,  traumas 
psicol gicos  y  vej menes  emocionales,  provocando  graves  problemasó á  
econ micos y emocionales a su familia.ó

A fojas 28 la demandada procedi  a contestar la demanda interpuestaó  
en su contra se alando que ñ vinculado a los hechos referidos a la identificaci nó  
de los restos de don Arazat  L pez se encuentran los autos criminales, procesoí ó  
Rol N  4449-AF, instruidos actualmente por el Sr. Ministro de la Iltma. Corte°  
de Apelaciones de Santiago, don Leopoldo Llanos S., en que se investiga la 
inhumaci n ilegal de los cuerpos enterrados en el Patio 29 del Cementerioó  
General de la ciudad de Santiago.

Indica que el Patio 29 del Cementerio General, funcion  desde el a oó ñ  
1953  hasta  septiembre  de  1982,  y  su  principal  caracter stica  era  la  deí  
corresponder a un patio de sepultaci n temporal, esto quiere decir que, unaó  
vez  comprados  los  derechos  de  sepultura,  stos  deb an  ser  renovadosé í  
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-originalmente, en un lapso de 3 a os- o, en caso contrario, los restos eranñ  
removidos y enviados al crematorio, agregando que en toda su extensi n, eló  
Patio  29  contiene  2.860  registros  de  cad veres  á inhumados,  numerados 
correlativamente  desde  la  tumba  N  1  a  la  N  ° ° 252.843,  diferencia  de 
numeraci n que se origina porque existe m s de un cuerpo inhumado en unaó á  
misma tumba.

Agrega que durante el per odo comprendido entre septiembre de 1973 yí  
mediados  del  a o  1974,  fue  sepultado  en  este  patio  un  gran  n mero  deñ ú  
individuos  cuyas  autopsias  fueron  practicadas  en  el  Servicio  M dico  é Legal 
(SML), enviados directamente desde tal Servicio hac a el Cementerio Generalí  
de Santiago, indicando que la mayor parte de estos cuerpos  correspond a aí  
individuos no identificados  (N.N.), y a su vez, la gran demanda de sitios de 
inhumaci n en el per odo posterior a septiembre de 1973, requiri  del uso deó í ó  
patios diferentes al ya mencionado Patio 29, los cuales, una vez finalizados los 
derechos de sepultaci n, fueron objeto de operaciones denominadas "resacas",ó  
es decir,  de la remoci n de los restos  ó depositados para su env o a la fosaí  
com n o el crematorio. ú

Afirma  que  esta  situaci n  constituye  una  pr ctica  habitual  en  losó á  
cementerios,  necesaria para prolongar su vida til  y el  Patio 29 no estuvoú  
ajeno a esta situaci n; es as  como gran parte de los individuos sepultados enó í  
l fueron objeto de "resacas" y sus sitios re-vendidos y re-utilizados.é

Se ala que normalmente esta situaci n se consigna en la administraci nñ ó ó  
de  los  cementerios  y,  en  este  caso  en  especial,  s lo  fue  consignadaó  
parcialmente en la documentaci n pertinente, por otro lado, en los registrosó  
existentes, en algunos casos se consign  una observaci n de "no sacar" conó ó  
relaci n a algunas  tumbas  del  Patio 29,  mientras  que las  restantes  ó fueron 
reutilizadas, no obstante lo anterior, igualmente se produjeron remociones, as ,í  
por ejemplo, antes de la exhumaci n general por orden de un tribunal, en eló  
mes de enero de 1991, se exhumaron los restos de la tumba 2.665 del Patio 29 
que, seg n el registro del Cementerio, correspond a a un N.N. cuyo protocoloú í  
de autopsia era el N  3.130, asignada a Ignacio Santander Albornoz, v ctima° í  
de Paine de 16 a os de edad, agregando que al efectuar la exhumaci n señ ó  
comprob  que la tumba ten a se ales de remoci n, pese a la anotaci n "noó í ñ ó ó  
sacar", se  encontraron restos seos correspondientes a dos personas de sexoó  
masculino, adultos, de aproximadamente 50 y 40 a os respectivamente.ñ
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Indica que en s ntesis, y seg n los hechos expuestos, hace í ú presente que 
este factor de precariedad, manifestado en la sumatoria de cada una de las 
circunstancias  ya  mencionadas,  contribuy  sustancialmente,  a  aumentar  laó  
dificultad en la individualizaci n de los cuerpos que fueron enterrados en eló  
Patio 29, por otra parte, la primera investigaci n judicial que logr  avanzar enó ó  
la  b squeda de detenidos  desaparecidos  y la  preservaci n del  Patio  29,  seú ó  
inici  en noviembre de 1979, por denuncia de la Vicar a de la Solidaridadó í  
referente a detenidos desaparecidos de Paine, y a ra z de esta investigaci n, seí ó  
logr  precisar cu les eran las tumbas que pod an corresponder a cuerpos deó á í  
v ctimas de violaciones a los derechos humanos.í

Arguye que se realiz  un cruce de los registros del Cementerio Generaló  
y el Servicio de Registro Civil, de septiembre a diciembre de 1973, respecto de 
las  personas  cuya  muerte  aparentemente  hab a  sido  causada  por  acci ní ó  
violenta, correspondientes en su mayor a a í N.N. y cuyas sepulturas no hab aní  
sido posteriormente removidas, establecidas estas tumbas, el juez prohibi  suó  
remoci n o traslado.ó

Se ala  que  posteriormente,  en  el  a o  1980,  la  investigaci n  fueñ ñ ó  
traspasada a  un tribunal  militar,  el  que  no extendi  su  investigaci n  a  laó ó  
inhumaci n  ilegal  en  el  Patio  29,  por  lo  anterior,  ó no  se  realiz  ning nó ú  
progreso durante los diez a os en que dicho tribunal militar tuvo a su cargo lañ  
investigaci n,  eó n  tal  sentido,  hace  presente  que  tambi n  é el transcurso  del 
tiempo  influy  ostensiblemente  en  incrementar  a n  m s  los  factores  queó ú á  
incid an negativamente en la labor de determinaci n e identificaci n de lasí ó ó  
v ctimas.í

Rese a que mñ ucho tiempo despu s, en agosto de 1990, la Vicar a de laé í  
Solidaridad  solicit  a  la  Subsecretar a  de  Salud  una  investigaci nó í ó  
administrativa  en  el  Cementerio  General,  al  mismo  tiempo,  en  el  Tercer 
Juzgado del  Crimen de Santiago, se instru a una querella por el  delito  í de 
secuestro de don Domingo Blanco Tarr s, agregando que  la misma Vicar aé í  
de la Solidaridad, present  ante el 22  Juzgado del Crimen de Santiago, bajoó °  
el rol N  4449-AF, otra querella por inhumaci n ilegal en agosto de 1991, en° ó  
ella,  se  solicitaba  la  exhumaci n  y  posterior  identificaci n  de  los  restosó ó  
inhumados como N.N. en el Patio 29 del Cementerio General, a partir del 11 
de septiembre y hasta fines de diciembre del a o 1973.ñ
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Agrega que por orden del 22  Juzgado del Crimen de Santiago, entre°  
los  d as  2  y  14  de  septiembre  de  1991  fueron  exhumadas  107  tumbasí  
se aladas en la querella, en las que se encontraron 125 osamentas, las queñ  
fueron remitidas al Servicio M dico Legal, para ser examinadas. é

Rese a  que  estas  exhumaciones  fueron  realizadas  por  el  Equipo  deñ  
Antropolog a Forense de la Universidad de Chile y el Servicio M dico Legal,í é  
en 1997 fueron exhumadas  otras  tumbas  que pod an contener  cuerpos  deí  
detenidos desaparecidos, adem s, se estableci  que á ó los registros del Cementerio 
General,  de varios  casos de inhumaci n,  no eran correctos,  nó o  siempre se 
encontr  en la sepultura el cuerpo que el protocolo del Cementerio consignabaó  
como enterrado all ; en otros casos, el Cementerio consignaba un cuerpo y seí  
encontraron  dos,  pues  bien,  en  el  a o  1993  se  concluyeron  las  primerasñ  
identificaciones,  en  base  a  peritajes  antropom rficos  y  odontol gicos,ó ó  
entreg ndose un total de 23 v ctimas. á í

Se ala que en 1994 se identificaron 50 v ctimas, comenzando tambi n añ í é  
emplearse la t cnica de superposici n cr neo facial, de forma complementariaé ó á  
a los otros m todos, en 1995 fueron identificadas 19; en 1998 se identificé ó 
una; en  1999 se identific  a dos y  ó en 2002 se estableci  la identidad de laó  
v ctima  n mero  96,  la  nica  que  fue  identificada  tanto  por  m todosí ú ú é  
tradicionales como por empleo de ADN mitocondrial, por cuanto la utilizaci nó  
de este ltimo m todo era absolutamente reciente a talú é  poca, eé n ese entonces, 
la investigaci n de los Hospitales del rea Norte, determin  que en algunosó Á ó  
casos se hab a enterrado dos cuerpos í por tumba, m s a n, seg n versiones deá ú ú  
los  empleados  del  Cementerio  General,  en  septiembre  de  1973  se  habr aí  
enterrado personas que no fueron objeto de examen o autopsia en el Instituto 
lo M dico Legal, sino que fueron "directo al Cementerio".é

Agrega que en septiembre del a o 1991, se exhumaron 125 restos delñ  
Patio 29 del  Cementerio  General,  los cuales fueron trasladados al  Servicio 
M dico Legal para su identificaci n, a ra z de ello, dicho Servicio comenz  losé ó í ó  
trabajos de identificaci n a partir del 20 de abril ó de 1992, con ocasi n de laó  
orden emanada del 22° Juzgado del Crimen de Santiago, dictada en la causa 
ya referida,  y en virtud de lo anterior,  la  Direcci n Nacional  del  Servicioó  
M dico Legal debi  crear un equipo pericial para la identificaci n de dichasé ó ó  
osamentas, y, adem s, estableci  una Unidad Org nica de Identificaci n.á ó á ó
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Indica  que  por  otra  parte,  en  los  diversos  procesos  criminales 
substanciados en relaci n con violaciones de derechos humanos, se encuentraó  
pr cticamente reconstituida la historia completa acerca de c mo se oper  en elá ó ó  
Patio 29, el que estaba al mando del coronel Larra n y de un equipo militar,í  
que actuaba al margen de la institucionalidad administrativa del Cementerio 
General, finalmente, el Magistrado Sr. Sergio Mu oz, a cargo de la causa Rolñ  
4449-AF antes  indicada,  al  constatar inconsistencias  en la identificaci n deó  
detenidos desaparecidos, mediante oficio 397, de 2 de febrero de 2005, ordenó 
la re exhumaci n de 69 casos del Patio 29.ó

Rese a que con posterioridad el an lisis se extendi  a la totalidad deñ á ó  
ellos, con excepci n de tres que se encontraban en el extranjero, a stos se lesó é  
aplicaron t cnicas de identificaci n de ADN mitocondrial, en el Laboratorioé ó  
de ADN del Servicio M dico Legal, tales ex menes revelaron que habr a 48é á í  
casos de incorrecta identificaci n, en s ntesis, tal como puede observarse, sonó í  
innumerables  los  factores  que,  reunidos,  generaron  una  situaci nó  
absolutamente distorsionadora y atentatoria contra una normal labor pericial 
de  individualizaci n de las  personas que fueron enterradas en el  Patio 29,ó  
entonces,  y  como primera  afirmaci n,  indica  que no puede  exigirse  a  losó  
peritos del Servicio M dico Legal un determinado par metro o una exigenciaé á  
de resultados, prescindiendo absolutamente de las circunstancias f cticas queá  
rodearon su labor, a la poca en que la realizaron.é

A ade que en el  a o 1973 ingresaron al  Servicio M dico Legal 126ñ ñ é  
fallecidos, quienes, despu s de practic rseles las autopsias, fueron inhumadosé á  
como  N.N. (sin  identificaci n)  en el  Patio  29 del  Cementerio  General,  enó  
septiembre del a o 1991, se exhumaron los restos de 125 cad veres del Patioñ á  
29 del Cementerio General, siendo trasladados al Servicio M dico Legal paraé  
su identificaci n, el a o 1997, fue exhumado, desde el mismo patio, el cuerpoó ñ  
n mero 126, asimismo, a comienzos del mes de abril de 1992, con ocasi n deú ó  
la  orden  emanada  del  22  Juzgado  del  Crimen  de  Santiago,  el  Servicio°  
M dico Legal comenz  los an lisis para intentar efectuar la identificaci n deé ó á ó  
los  fallecidos,  a  partir  de  las  investigaciones  de  !os  Tribunales  de  Justicia 
chilenos, se solicit  al Servicio M dico Legal recibir los restos exhumados poró é  
el Grupo de  Antropolog a Forense (GAF) -ligado a la Universidad de Chile-í  
del Patio 29 del Cementerio General de Santiago, lugar donde fueron halladas 
osamentas atribuibles a v ctimas de la violencia pol tica del í í Gobierno Militar.
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Destaca  que  el  tipo  de  trabajos  y  pericias  iniciadas  por  el  Servicio 
M dico Legal,  por  orden de  los  tribunales  de justicia,  eran absolutamenteé  
extraordinarios  y  novedosos  para  la  poca  y,  al  respecto,  no  exist ané í  
precedentes  hist ricos  ni  una  organizaci n  preestablecida,  en  los  cuales  seó ó  
pudieran apoyar las nuevas labores encomendadas.

Afirma que por lo anterior, dicho organismo debi  necesariamente re-ó
capacitar a sus funcionarios, establecer una nueva estructura, apoyarse en los 
expertos externos al Servicio que estuvieron disponibles al efecto y, en general, 
desplegar  una  actividad que,  en muchos  casos,  superaba  sus  posibilidades 
profesionales, t cnicas y financieras, en concreto, se desarroll  un conjunto deé ó  
iniciativas en procura de alcanzar una correcta identificaci n de los detenidosó  
desaparecidos, se alando las siguientes: 1)ñ Generaci n  de  un  sistema  deó  
traspaso  de  informaci n  con  la  Corporaci n  Nacional  de  Reparaci n  yó ó ó  
Reconciliaci n, con el fin de complementar las fichas antropom rficas usadasó ó  
como base de comparaci n. 2) ó Establecimiento de un mecanismo de flujo 
de datos con el Servicio de Registro Civil, principalmente en lo que concern aí  
a las fotograf as de las v ctimas existentes en el archivo de ese Servicio, paraí í  
emplearlas  en  los  procedimientos  de  superposici n  facial  y  reconstrucci nó ó  
cr neo-facial.  3)  Generaci n  de  á ó una  base  de  datos  computacionales  con 
antecedentes  contenidos  en  los  protocolos  periciados  y  en  las  fichas 
antropom rficas, para facilitar el cotejo de la informaci n. 4) Implementaci nó ó ó  
del  montaje  computacional  de  las  t cnicas  de  superposici n  facial,  queé ó  
permitiera hacer el mismo procedimiento manual, pero a trav s de un scanneré  
y un software de procesamiento de im genes. 5) Iniciaci n de un proyecto deá ó  
reconstrucci n facial robotizada. 6) Adem s, y para apoyar tales iniciativas, seó á  
efectu  un  Seminario  T cnico  para  los  profesionales  del  Servicio,  enó é  
noviembre de 1993, donde se invit  al jefe de la Divisi n de Laboratorio deó ó  
ADN del o FBI de U.S.A. y en dicha ocasi n, se gestion  una capacitaci nó ó ó  
formativa para el jefe de laboratorio de ADN del Servicio M dico Legal en laé  
Academia del FBI, en Estados Unidos, durante el primer trimestre de 1994, 
con  el  objetivo  de  empezar  a  utilizar  las  t cnicas  de  ADN mitocondrial,é  
m todo que en dicha poca era de reciente conocimiento y aplicado aun ené é  
forma espor dica tan solo en dos pa ses en el  mundo: los mismos Estadosá í  
Unidos de Am rica e Inglaterra. 7)é  Tambi n,  se  contrat  para  la  mismaé ó  
actividad,  a la  Dra.  Frederique  Berlot,  jefa  del  laboratorio de ADN de la 
polic a cient fica de Lille, Francia, con quien se gestion  la capacitaci n deí í ó ó  
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profesionales del Laboratorio del Servicio en su Centro, para el a o 1994. 8)ñ  
Con el fin de mejorar las t cnicas de investigaci n tanatol gicas, se contraté ó ó ó 
igualmente al doctor Joseph Davis, Director del Centro de Medicina Forense 
de Dade, Miami, y profesor de la Escuela de Medicina de la Universidad de 
Miami, relatando que con este profesional se gestion  y concret  un programaó ó  
de perfeccionamiento de los m dicos tanat logos de Santiago y provincias, coné ó  
una rotaci n de tres meses, en un programa financiado por dos a os, paraó ñ  
perfeccionarse, b sicamente, en t cnicas de identificaci n m dico legal. 9) Seá é ó é  
contrat  en el a o 1995, la realizaci n de ex menes  ó ñ ó á mediante aplicaci n deó  
t cnicas de ADN mitocondrial en la Universidad é de Glasgow, Escocia. 10) En 
marzo del 2003, se cre  la Unidad Especial de Identificaci n de Detenidosó ó  
Desaparecidos, con dependencia del Departamento de Tanatolog a. 11)í  Se 
dot  al Servicio de la m s actualizada tecnolog a en materia de identificaci n yó á í ó  
se capacit  al personal en la utilizaci n de estos nuevos equipos. 12) ó ó Se 
cre  el  laboratorio  de  ex menes  de  ADN. 13)  Se capacit  al  personal  enó á ó  
laboratorios del FBI y de la Armada norteamericana. 14) Se dio comienzo a 
un  programa  para  establecer  un  banco  de  muestras  biol gicas  de  l neaó í  
materna  de  detenidos  desaparecidos,  que  ten a  por  objeto  guardar  unaí  
muestra de tejido biol gico en el Servicio M dico Legal y otra, en algunaó é  
parte  que  diera  garant as  a  los  familiares,  para  lo  cual  se  eligi  a  laí ó  
Universidad de Granada. 15) Concretando lo anterior, a partir del a o 2001ñ  
se comenz  a elaborar en Chile un banco de ADN mitocondrial con dichasó  
muestras. 16)  Por otro lado, se reestructur  la Unidad de Identificaci n. 17)Seó ó  
contrat  a la Universidad de Granada, para revisar las ó metodolog as utilizadasí  
por el Servicio M dico Legal en los procesos identificatorios de osamentas. é 18) 
Se adquiri  un equipo de video superposici n ó ó computarizado, se alando queñ  
el re chequeo que se hizo del video de superposici n del Informe Glasgow seó  
efectu  en China, por el experto Yuwen Lan, quien es pionero en todos losó  
avances  en  equipos  de  viodeosuperposici n,  dado  lo  anterior,  se  decidió ó 
comprar el mismo equipo con el  cual se re chequean los casos en China, 
agregando  que  hasta  ese  entonces,  Chile  no  dispon a  de  equiposí  
computarizados para hacer la t cnica de videosuperposici n y s lo se utilizabaé ó ó  
la superposici n ó manual.

Indica  que  como  puede  observarse,  los  innumerables  esfuerzos 
desplegados a trav s del tiempo en el rea de los recursos é á humanos, t cnicos yé  
financieros  del  S.M.L.,  destinados  a  procurar  una  eficiente  prestaci n  deó  
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servicios  en  pos  de  una  finalidad  espec fica  y  nica,  cual  es,  laí ú  
individualizaci n de las  personas fallecidas  v ctimas  de la  violencia pol ticaó í í  
generada a partir del a o 1973, no pueden ser desconocidos ni minimizados.ñ

Bajo el p rrafo de ná ociones generales sobre el proceso identificatorio de 
restos humanos, indica lo siguiente respecto de:

A)  Mecanismos de identificaci n: ló a identificaci n de un cad ver oó á  
de restos de l, constituye una tarea important sima no s lo en el mbito de laé í ó á  
investigaci n criminal sino tambi n en el rea social del individuo, por lo queó é á  
en los casos en que se desconoce su identidad, se recurre al empleo de diversos 
m todos o t cnicas  de identificaci n,  las  que,  a fin  de llegar  a datos  m sé é ó á  
concluyentes, suelen usarse conjuntamente.

Agrega que esto se explica porque en el proceso de identificaci n, puedeó  
suceder que determinadas t cnicas sean m s efectivas que otras, dependiendoé á  
del estado del  cuerpo o de sus restos y de la data de muerte,  entre otros 
factores,  por  esta  raz n,  los  expertos  sostienen  que  ó ninguna  t cnica  debeé  
despreciarse,  pues  a  veces  el  resultado  de  una  identificaci n  plena  puedeó  
depender de la utilizaci n conjunta de varios de estos ó m todos,é  que a su vez, 
son complementados con otros antecedentes que se tengan del individuo, tales 
como  registros  dentales,  datos  hist ricos  y  sociales,  datos  morfol gicos,ó ó  
antropol gicos y dactilosc picos (registro dactilar).ó ó

Se ala  que  reafirmando  lo  anterior,  se  sostiene  que  el  proceso  deñ  
identificaci n, en cuanto a la metodolog a de actuaci n, no es f cil de ajustar aó í ó á  
normas  o  pautas  preestablecidas,  toda  vez  que  la  forma de  la  muerte,  la 
etiolog a (causa) de la misma, el estado de conservaci n de í ó un cad ver y otrasá  
circunstancias, son factores que influyen en el orden de los pasos a seguir, en 
los  m todos  de  identificaci n,  tanto  los  agentes  como  la  informaci né ó ó  
recopilada, es de la m s variada ndole, de esta forma, se consideran los datosá í  
entregados por familiares y amigos del difunto; los antecedentes que aportan 
distintos especialistas, tales como expertos en identificaci n gen tica, m dicosó é é  
forenses, peritos policiales y, por ltimo, el criterio del Juez que sustancia laú  
causa, entonces, frente al hallazgo de un cuerpo o de sus restos, cualquiera sea 
su  condici n,  se  desencadena  una  investigaci n  tendiente  a  lograr  laó ó  
identificaci n del individuo, las causas de su muerte, e incluso la identificaci nó ó  
de los victimarios.
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Afirma  que  en  este  contexto,  se  utilizan  las  distintas  t cnicas  deé  
identificaci n  forense,  las  cuales  se  dividen  b sicamente  en  las  siguientes:ó á  
identificaci n policial, m dico legal y odontolog a legal:ó é í

a) La identificaci n policial,  ló a t cnica policial  de  é identificaci n seó  
subdivide, a su vez, en el reconocimiento de la v ctima í por parte de familiares 
o  amigos,  y,  en  el  m todo  de  la  descripci n  f sica,  este  ltimo  aspectoé ó í ú  
considera: i) Antropometr a. Consiste en la medici n de la cabeza, orejas, pies,í ó  
t rax y talla. ii)ó Bertillonaje.  Medici n  y  registro  de  las  dimensiones  deló  
esqueleto, T cnica desarrollada por Alphonso Bertill n de la Polic a de Par sé ó í í  
en 1870.  iii)  Retrato Hablado.  Sistema de descripci n sistem tica de una  ó á

persona: color, morfolog a, marcas indelebles y caracter sticas  í í diversas. 
iv)  Fotograf a.  í y)  Dactiloscopia.  Identificaci n  mediante  el  an lisis  de  lasó á  
huellas dactilares. 

b) Identificaci n  odontogr fica  legal,  mó á todo  en  que  se  é utiliza 
principalmente el an lisis de las piezas dentales. á c)  Identificaci n  m dicoó é  
Legal, este sistema de identificaci n  ó consiste en el an lisis de los siguientesá  
antecedentes: i)  Serol gico, esto es, la determinaci n del grupo sangu neo yó ó í  
de los sistemas enzim ticos. ii) Radiol gico, que consiste en el estudio de losá ó  
senos frontales, de fracturas o deformaciones radiografiadas. iii)  
Patol gico. iv)ó Diagn stico de edad, el que se realiza a trav s del an lisisó é á  
de  los  puntos  de  osificaci n,  la  evaluaci n  dentaria  y  tablas  especiales.  v)ó ó  
Diagn stico de talla a trav s de la medici n por medio de tablas y formulasó é ó  
especiales. vi) Diagn stico de sexo, que se realiza a trav s del an lisis de laó é á  
pelvis sea; el cr neo y maxilar inferior; y los rganos sexuales. vii) Diagn sticoó á ó ó  
de raza, que considera los ndices craneales y p lvicos, el color de la piel y losí é  
ojos, el color y tipo de pelo, las gl ndulas sudor paras exilares. á í

Agrega  que  en  la  t cnica  de  identificaci n  m dico  legal  o  forense,é ó é  
trabajan conjuntamente m dicos y antrop logos f sicos forenses, la Medicinaé ó í  
legal  y forense,  puede ser definida como la  especialidad que engloba toda 
actividad m dica relacionada con elé  poder judicial,  por lo que los rganosó  
dedicados a esta actividad suelen depender de los Ministerios de Justicia, tal 
como sucede en Chile, por su parte, la antropolog a forense, que es parte de laí  
antropolog a  f sica  forense,  es  la  encargada  de  la  identificaci n  de  í í ó restos 
humanos  esqueletizados  dada  su  amplia  experiencia  con  la  biolog a  yí  
variabilidad  del  esqueleto  humano,  concluyendo  en  lo  que  interesa  a  este 
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juicio, debe afirma que el informe pericial de medicina legal y forense es tan 
solo uno de los varios elementos de convicci n que se entrega al Juez paraó  
individualizar a una persona fallecida.

B) Gen tica Forense,  dé entro de las t cnicas de investigaci n  é ó de  la 
medicina y antropolog a forense, cabe mencionar que m s recientemente se haí á  
incorporado  la  gen tica  forense,  é la  que  se  define  como  el  uso  de  ciertas 
t cnicas empleadas en gen tica para la identificaci n de los é é ó individuos en base 
al an lisis de los polimorfismos del ADN.á

Indica que este m todo, fue utilizado por primera vez en el a o 1985é ñ  
por Aleo Jeffreys de la Universidad de Leicester, dos a os m s tarde, en 1987,ñ á  
esta  t cnica  fue nuevamente  utilizada,  esta  vez  en Estados  Unidos,  y,  poré  
primera vez, para un fin judicial, afirmando que ambos casos citados fueron 
pioneros en el mundo, en este sentido, cabe destacar que tuvieron que pasar 
muchos  a os  para  que  en  Chile  reci n  pudiera  ser  accesible  tal  avanceñ é  
cient fico y rí especto al ADN mitocondrial, se ala que tiene ñ como caracter sticaí  
que su herencia es siempre materna, el ADN mitocondrial es una fuente m sá  
resistente de informaci n gen tica, por ó é lo que se utiliza justamente cuando el 
ADN nuclear est  da ado.á ñ

Agrega que el an lisis de ADN mitocondrial toma mucho m s tiempoá á  
que el nuclear; es tambi n m s complejo y costoso y se aplica, por lo general,é á  
en  muestras  forenses  de  cabello,  dientes,  huesos,  etc.,  agregando  que  este 
an lisis  de  ADN mitocondrial  fue  imposible  efectuarlo  en  las  pericias  queá  
actualmente se objetan por el actor, teniendo a la vista el estado y avance de 
la ciencia m dica al momento en que stas é é fueron efectuadas.

En  cuanto  a  las  t cnicas  de  identificaci n  utilizadas,  indica  que  lé ó os 
peritajes iniciados a partir del 20 de abril de 1992, con ocasi n de la ordenó  
emanada del 22  Juzgado del Crimen de Santiago, ° fueron realizados a trav sé  
de t cnicas de identificaci n cl sicas a dicha poca, esto es: huellas dactilares,é ó á é  
radiograf as  o  historial  odontol gico,  agregando  que  tí ó ambi n  se  utilizaroné  
t cnicas m s avanzadas, aunque con menor é á grado de certeza cient fico-forense,í  
como la superposici n fotogr fica, t cnica consistente en yuxtaponer fotograf asó á é í  
en  las  que  la  supuesta  v ctima  aparezca  mostrando  su  dentadura,  coní  
fotograf as de la osamenta en su parte craneal-maxilar, con los consiguientesí  
altos porcentajes de riesgo de error y de incerteza (a pesar de que en la pocaé  
en que se utiliz  esta t cnica era considerada v lida y con buena factibilidadó é á  
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identificatoria). 

Afirma que se  utilizaron asimismo,  datos  morfol gicos,  caracter sticasó í  
f sicas  y  antropol gicas,  entregadas  por  los  familiares  de  las  v ctimas,í ó í  
atribuibles  a  los  casos  en  comento,  el  resultado  de  estos  an lisis  entregá ó 
herramientas que, seg n el criterio de los jueces de las causas, en particular,ú  
del  episodio Patio  29,  eran suficientes  como para realizar  la  identificaci nó  
judicial de estas osamentas, y decidir la entrega posterior de los restos seos aó  
los familiares, para efectos de su sepultaci n.ó

Agrega que las pericias realizadas, se elaboraron con los medios t cnicosé  
existentes a la fecha, efectu ndose peritajes antropol gicos;  comparaci n deá ó ó  
datos  antemortem,  postmortem  y  de  caracter sticas  odontol gicas;í ó  
reconocimiento de elementos culturales asociados y  t cnica de superposici né ó  
facial, en tal sentido, s lo se realizaron ex menes de ADN mitocondrial (ADNó á  
mtc) a la ltima osamenta entregada antes de marzo del 2003, por cuantoú  
dicha t cnica a n estaba en ciernes y era absolutamente impracticable antes deé ú  
dicha  poca,  indicando  que  eé n  marzo  del  a o  2003,  se  produjo  lañ  
reestructuraci n del ó equipo encargado, hasta la fecha, de realizar los trabajos 
de identificaci n, cre ndose la Unidad Especial de Identificaci n de ó á ó Detenidos 
Desaparecidos (UEIDD.DD.) y al momento de asumir sus funciones la nueva 
Unidad, el estado de las pericias del patio 29 era el siguiente:  96 cuerpos 
periciados, identificados y entregados a sus familiares y/o Agrupaciones; 30 
osamentas periciadas y no identificadas, que permanec an en custodia en elí  
SML, todas ellas con ex menes de ADN mtc realizados.á

Afirma que durante el periodo 2003-2004, los miembros de la Unidad 
Especial de Identificaci n de Detenidos Desaparecidos realizaron repericias deó  
las  30  osamentas  nunca  identificadas,  cuyos  resultados  fueron  remitidos  al 
Ministro de la Causa a dicha fecha, Sr. Sergio Mu oz G.ñ

Destaca que en el proceso Rol 4449-AF, seguido en el 22  Juzgado del°  
Crimen de Santiago, antes aludido por orden del entonces Ministro en Visita 
Sr. Sergio Mu oz se realiz  la ratificaci n de identidad de las 95 osamentasñ ó ó  
identificadas  en el  Patio  29,  para  ello,  se  decidi  exhumar  ó completamente 
aquellas osamentas cuyo proceso identificatorio merec a dudas, y s lo realizarí ó  
exhumaciones parciales, consistentes en muestras sea y dental (en caso que laó  
hubiese) de los restantes casos.

Argumenta  que por  encontrarse  fuera  del  territorio  nacional,  no  fue 
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posible realizar las exhumaciones de 3 de los 95 casos, por lo cual el resumen 
final de las actividades de exhumaci n realizadas al Patio 29, fue el rescate deó  
30 cuerpos completos y 62 parciales, cada uno de ellos recibi  un n mero deó ú  
protocolo y, a la fecha, se mantienen debidamente rotulados y embalados con 
cadena de custodia ininterrumpida, agregando que las pericias realizadas a las 
30 osamentas completas, correspondieron  a  la  obtenci n  de  un  perfiló  
antropol gico, con la ó posterior selecci n y env o de muestras al Laboratorio deó í  
Gen tica é Forense, para los casos en que s lo se contaba con muestras sea y/oó ó  

dental, se procedi  a su selecci n y env o directo al mismo Laboratorio,ó ó í  
y como el env o de muestras al laboratorio se ve supeditado a í la 
existencia de muestras del familiar donante asociado a la osamenta, a la fecha, 
cuatro casos no han podido ser enviados por no cumplirse dicho requisito, lo 
que ha significado que hasta ahora se han obtenido secuencias de 89 de los 96 
protocolos identificados del caso Patio 29.

Se ala  que  para  efectos  ilustrativos,  es  del  caso  se alar  que  unañ ñ  
secuencia  corresponde  a  la  disposici n  de  una  posici n  espec fica  en  unaó ó í  
mol cula de ADN (loci), b sicamente, podr amos comparar una "secuencia"é á í  
con un "c digo de barras", de modo tal que para considerar ó dos  c digos  deó  
barras  id nticos  se  requiere  que  nuestro  patr n  y  la  muestra  a  compararé ó  
posean en la misma ubicaci n el mismo tipo y grosor de l neas, agregando queó í  
la igualdad entre la muestra de referencia (muestra del familiar) y la muestra a 
comparar (del DD.DD.) se denomina coincidencia (match), agregando que una 
misma muestra sea o dental  puede coincidir con m s de una muestra deó á  
familiar de DD.DD. consignados en la base de datos, esto en raz n a que eló  
ADN mtc (el nico ADN ú que en forma consistente puede ser extra do desdeí  
los huesos de larga data), posee una variabilidad mucho menor que el ADN 
nuclear (este ltimo otorga certezas cercanas al  100%),  estim ndose que elú á  
40% de la poblaci n chilena comparte exactamente la misma secuencia deó  
ADN  mtc,  por  lo  cual,  es  de  importancia  mencionar  que  el  poder 
identificatorio del ADN mt est  en su capacidad de exclusi n, es decir, en suá ó  
capacidad de indicar quienes no poseen linajes maternos comunes.

Indica que por otra parte, el proceso identificatorio que se lleva a cabo, 
consiste  b sicamente  en  una  comparaci n  entre  el  perfil  antropol gicoá ó ó  
obtenido de la osamenta, sus caracter sticas individualizadoras (particularidadesí  
de los dientes, traumatismos, etc.) y los antecedentes antropom rficos de losó  
individuos que poseen coincidencia de ADN mtc con la osamenta en estudio, 
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a adiendo que en este punto cobra vital importancia el contexto hist rico delñ ó  
individuo que se intenta identificar, agregando que  en forma paralela a este 
proceso, se llev  a cabo la recolecci n de muestras para completar la base deó ó  
datos de familiares donantes de ADN de los detenidos desaparecidos de la 
Regi n Metropolitana entre el a o 1973 y diciembre de 1974.ó ñ

Afirma que a la fecha, esta base a n no est  completa, estim ndose enú á á  
un n mero aproximado de 31 casos en los cuales no existe forma de acreditarú  
un linaje materno y por tanto no es posible obtener una muestra.

En cuanto a los cuestionamientos acerca de la correcta individualizaci nó  
de las osamentas,  indica que en el  a o 1994 surgieron las primeras dudasñ  
acerca del proceso de identificaci n, uno de los antrop logos del Grupo deó ó  
Antropolog a Forense que hab a participado en las exhumaciones y primerasí í  
pericias de los restos,  entreg  observaciones que difer an de aó í lgunas de las 
identificaciones  hechas  con  anterioridad  por  el  Servicio  M dico  Legal,é  
agregando que en la  causa  Rol  4449-AF del  22  Juzgado del  Crimen de°  
Santiago, antes referida, el tribunal, finalmente, desestim  el  ó planteamiento y 
ratific  las identificaciones ya realizadas.ó

Se ala  que  cñ on  la  permanente  preocupaci n  y  carencia  en  laó  
configuraci n de certeza final, tanto de los familiares de las v ctimas (sobreó í  
todo  de  la  Agrupaci n  de  Familiares  de  Detenidos  Desaparecidos),  de  lasó  
autoridades  de  Gobierno  y  de  los  propios  jueces  que  han  ido  asumiendo 
sucesivamente  las  causas  de  Derechos  Humanos,  a  partir  de  las  distintas 
presentaciones a los tribunales y la insistencia pol tica al respecto, relativa aí  
continuar aproxim ndose a la á certeza cient fica de estas identificaciones, ellasí  
se  fueron  complejizando  en  la  medida  que  se  han  ido  utilizando  nuevas 
t cnicas é cient ficas,  como  los  an lisis  gen ticos  de  las  muestras  seas,í á é ó  
a adiendo que en julio de 2003, se asign  la investigaci n judicial del Patio 29ñ ó ó  
en el aludido proceso, al Ministro en Visita Extraordinaria de la Iltma. Corte 
de Apelaciones de Santiago,  don Sergio Mu oz,  el  cual  solicit  a Servicioñ ó  
M dico Legal y a un perito ad-hoc realizar un an lisis documental y a ra z deé á í  
la conclusi n contradictoria respecto de la identificaci n de los restos de donó ó  
Patricio Duque Orellana, ordenada en el proceso que investigaba, se dispuso 
la exhumaci n de la mayor parte de los restos que hab an sido identificadosó í  
anteriormente.

Destaca  que  como ya  se  ha  dicho,  a  la  nueva  Unidad  Especial  de 
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Identificaci n  de  Detenidos  Desaparecidos  (UEIDD.DD),  equipo  deó  
profesionales peritos integrado por m dicos, odont logos y é ó antrop logos,  yó  
por requerimiento del aludido Ministro en Visita Extraordinaria, en 2005, le 
fue ordenada la exhumaci n y posterior ratificaci n de la identidad de lasó ó  
osamentas, utilizando todos los medios disponibles por el SML y el estado del 
arte de la ciencia actual, tanto en lo que corresponde al an lisis antropol gicoá ó  
como a  las  respectivas  pruebas  gen ticas  moleculares  de  tipo  mitocondrialé  
(averiguaci n de identidad a trav s de ADN que reside en las mitocondriasó é  
cuya transmisi n es v a materna, cuyo grado de ó í acercamiento a la identidad 
individual es ambiguo, ya que s lo puede configurar "inclusi n" con gruposó ó  
familiares pero no con personas individuales).

Indica que de este modo, el nuevo equipo de la UEIDD.DD, con la 
colaboraci n de la Unidad de Gen tica Molecular,  comenz  a realizar  ó é ó los 
estudios  que  condujeron  a  los  resultados  contradictorios  que  arrojaron  los 
an lisis antropol gicos sumados a los gen ticos, con respecto a los entregadosá ó é  
por la anterior Unidad de Identificaci n del SML que trabaj  desde 1991 aó ó  
febrero  de  2003,  a adiendo  que  tales  resultados  fueron  puestos  enñ  
conocimiento del Juez de la causa, como correspond a. í

Prosigue su relato se alando que eñ l 19 de abril de 2006, el Ministro Sr. 
Carlos Gajardo, quien reemplaz  al Ministro Sr. Mu oz en la investigaci n enó ñ ó  
la causa rol 4449-AF del 22  Juzgado del Crimen de Santiago dio a conocer, a°  
las directivas de las agrupaciones de familiares, los resultados de estos nuevos 
ex menes derivados de los an lisis de ADN practicados a las 89 v ctimas delá á í  
Patio 29 respecto de las cuales hab a muestras de sus familiares en el banco deí  
datos de ADN del Servicio, agregando que este Informe dio cuenta de que en 
48 casos, los resultados eran "Excluyentes" (la identificaci n efectuada antesó  
no correspond a a la v ctima identificada); en 37 casos los resultados fueroní í  
"No Excluyentes"  (no se puede descartar  el  linaje  materno con la  v ctimaí  
identificada,  pero  coincide  tambi n  con  otras  v ctimas)  y  en  4  casos  losé í  
resultados fueron Inconcluyentes" (no se puede afirmar o descartar el linaje“  
materno).

Concluye que en definitiva, y seg n puede constatarse, s lo por efectoú ó  
de  la  aplicaci n  de  nuevas  t cnicas  de  la  ciencia  de  la  tanatolog a  ó é í y  

antropolog a  forense,  de  relativa  reciente  aparici n,  en  todo  casoí ó  
posterior  a  la  poca  de  los  primeros  ex menes,  fue  posible  desvirtuar  ené á  
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determinados  casos,  las  anteriores  conclusiones  de  los  peritos  del  Servicio 
M dico Legal.é

En cuanto al grado de incertidumbre propio de la pericia; dificultades 
particulares en la individualizaci n de las osamentas; relaci n con el estadoó ó  
actual del avance de la ciencia o arte, indica que el peritaje M dico-Legal,é  
gen ricamente considerado, es un é medio que intenta dar respuesta objetiva 
a la duda cient fica que, en relaci n o con respecto al ser humano, determinaí ó  
al juez su requerimiento, dado que la medicina no es ciencia exacta y tiene un 
car cter esencialmente din mico en su desarrollo, se puede afirmar á á que lo real 
es que el perito no puede tener una obligaci n de ó resultado,  sino  de 
diligencia  o  prudencia, que  debe  concluir  con la  emisi n  de  una  opini nó ó  
acerca de c mo ocurri  un hecho del pasado, en este caso, una estimaci n deó ó ó  
la identidad de un cad ver de larga data, sin certeza absoluta e indubitada, deá  
hecho,  los  descubrimientos  y  avances  recientes  de  la  ciencia  han  hecho 
colapsar  muchos  indiscutidos  paradigmas,  por  ejemplo,  la  objetividad  y  la 
r gida  separaci n  entre  el  observador  y  lo  observado  que  por  a os  haí ó ñ  
constituido un supuesto del  conocimiento,  han sido relativizados, incluso la 
matem tica, ciencia exacta por excelencia, (en el sentido de corresponderseá  
con la verdad), ha devenido en estad stica, y la antigua concepci n de certeza,í ó  
en probabilidad,  as ,  en  la  actualidad,  el  mundo descrito  por  la  cienciaí  
mediante las leyes naturales se entiende s lo como uno ó de los mundos posibles, 
de esta forma, el anterior dogmatismo de la ciencia ha sido cambiado por el 
relativismo y  sus  conclusiones  se  basan  en  probabilidades  estad sticas,  queí  
incluso no se generalizan tan f cilmente, sino que se entiende que el ''patr n oá ó  
modelo"  encontrado  corresponde  a  un  contexto  determinado  en  la 
investigaci n,  al  cual tales resultados se adscriben;  s lo por comparaci n yó ó ó  
aproximaci n se ampl an al resto del universo no medido o experimentado,ó í  
por ello, hoy d a se sostiene que la ciencia est  "redescubriendo" la potenciaí á  
de lo subjetivo que, al colapsar el sistema anterior de creencias, se reafirma en 
todas las reas de la ciencia.á

Agrega  que en este  contexto,  reitera  que  s lo  por  efecto  de  nuevasó  
t cnicas y en virtud del estado actual de la ciencia, fue lo posible desvirtuar lasé  
anteriores conclusiones de los peritos del Servicio M dico Legal,é  que hab aní  
sido efectuadas en concordancia con el estado de la lex artis, de la t cnicaé  
existente en el pa s y en la mayor parte del mundo, en su momento hist rico,í ó  
m s de 10 a os antes,  reiterando que como en el  caso de la  especie,  uná ñ  
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peritaje  m dico  legal  puede  proporcionar  resultados  con  una  mayoré  
probabilidad de exactitud en la actualidad que hace una o dos d cadas, peroé  
igualmente involucra la correspondiente y necesaria probabilidad de error.

Argumenta que de este modo, la ausencia de un contexto hist rico de ó la 
desaparici n  de  un  individuo,  de  un  perfil  antropol gico  y/o  laó ó  

presencia  de  datos  antropom rficos  escasos  o  ambiguos  no  permiten  seró  
concluyentes respecto de atribuir una identidad y por ende una ratificaci nó  
absolutamente cierta de ella, muy especialmente el grado de certeza va a ser 
menor,  considerando  las  importantes  dificultades  t cnicas  inherentes  a  laé  
identificaci n de un grupo tan numeroso de osamentas antiguas, removidas yó  
disgregadas; todo lo anterior, sumado a los problemas propios de la escasa y 
contradictoria informaci n registrada.ó

Se ala que eñ s necesario precisar, que en el Patio 29 est n los restos deá  
v ctimas  ejecutadas  en  los  meses  inmediatos  despu s  de  ocurrido  el  golpeí é  
militar, se trata de cad veres que previamente se hab an acumulado a orillasá í  
del r o Mapocho, del canal San Carlos u otros lugares p blicos, cuyo procesoí ú  
de  descomposici n  generaba  problemas  de  salud  p blica,  se  trata  de  laó ú  
primera fase represiva, masiva e indiscriminada del r gimen militar, agregandoé  
que la mayor dificultad para conocer sus identidades estriba en la diferencia 
con los casos de muertes provocadas en las etapas posteriores, que afectaron a 
militantes de partidos pol ticos que, por su í condici n,  se  sab a  qui nesó í é  
eran, en este caso, se incluyen situaciones de ciudadanos sorprendidos por el 
toque  de  queda,  o  que  por  cualquier  otra  raz n  fueron  ultimados  yó  
abandonados en la v a p blica, por lo dem s, aun cuando se disponga, ení ú á  
algunos casos, de archivos en los que se podr a encontrar la causa de muerteí  
registrada, no siempre se sabe a qu  osamenta corresponde cada informe deé  
autopsia de cad ver no identificado.á

Indica que sumado a todo lo anterior,  los cuerpos depositados en el 
Patio 29 han sido varias veces removidos, en efecto, la Comisi n Nacional deó  
Verdad y Reconciliaci n pudo establecer que al menos en dos oportunidades yó  
en  a os  posteriores,  se  efectuaron  masivas  remociones  de  los  cuerposñ  
inhumados en el mencionado Patio 29, en una ocasi n para ser trasladados aó  
la fosa com n del Cementerio, y en la otra al Crematorio, ú incluso  despu s  deé  
la existencia de una orden judicial decretada en 1979, que lo imped a, siní  
embargo, no se ha podido verificar el universo y caracter sticas de los cuerposí  
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removidos.

Argumenta que a efectos  de ilustrar acerca del  alcance que tiene lo 
anteriormente expuesto, se ala que con fecha 24 de junio de ñ 2008,  el 
Gobierno de Chile anunci  el env o -v a canciller a- al ó í í í laboratorio  acreditado 
de la Universidad de North Texas, Estados Unidos,  de  126  restos  seos  deló  
Patio  29,  a  los  que  se  les  practicar n  pruebas  de  ADN,  para  hacer  laá  
comparaci n gen tica con el ADN extra do de la sangre de miembros de 96ó é í  
familias, labor que realiz  la ó instituci n forense desde agosto de 2007 a partiró  
de la  creaci n  del  Centro de Toma Muestras  de Familiares  de Detenidosó  
Desaparecidos,  que  ya  ha  registrado  a  693  personas,  residentes  de  108 
comunas de Chile, inform ndose al respecto que los an lisis de ADN de estosá á  
casos se realizar n sobre la base de tres marcadores gen ticos á é utilizados para 
identificaci n forense de restos antiguos (ADN ó mitocondrial,  ADN  nuclear  y 
Cromosoma Y), a fin de obtener los mayores grados de certeza en la pericia 
forense.

Afirma que al respecto, en esa poca, la entonces delegada del Gobiernoé  
para  asuntos  de  derechos  humanos,  Sra.  Mar a  Luisa  Sep lveda,  informí ú ó 
p blicamente que "Ha habido bastantes avances dentro de un proceso lento'',ú  
agregando que [...] las nuevas t cnicas permiten identificar restos humanos coné  
mucha mayor precisi n [ ]" y ó … que "Peritos internacionales terminar n a finesá  
del 2009 [...]" con dicha labor, [...] cuyo costo bordea los 500 millones de“  
pesos [...]".

Destaca que la Universidad de North Texas, es uno de los  centros  que 
desarrolla  el  proceso  de  identificaci n  de  restos  de  v ctimas  de  casos  tanó í  
complejos como las Torres Gemelas y del Hurac n Katrina, precisamente porá  
disponer  de  recursos  de  tecnolog a  forense  con  la  cual,  incluso  en  laí  
actualidad, no cuentan otros centros dedicados a esa rea de la ciencia, coná  
todo hace presente  que el  proceso de plena  identificaci n es  una cuesti nó ó  
compleja, que excede el mbito del mero peritaje, y que reconoce su fin con laá  
resoluci n judicial que identifica a un cuerpo humano con un nombre que seó  
presume o se tiene certeza sobre su idoneidad y compatibilidad.

Agrega que dentro de este proceso, uno, entre otros diversos elementos 
que posee el Juez en su investigaci n, son los informes periciales ó emitidos  por 
profesionales a su requerimiento,  cuyo valor y ponderaci n examinara m só á  
adelante, agregando que en ning n caso, desde la perspectiva m dico legal, losú é  

LWDRCAUKE



257

resultados  de  los  an lisis  periciales  cient fico-forenses  pueden  ser  cien  porá í  
ciento concluyentes o irrefutables, ya que el Juez de la causa, cuenta con otros 
elementos que emanan de la investigaci n criminal, elementos que son frutoó  
de su investigaci n personal y en la que ó coadyuvan las ciencias forenses u otras 
investigaciones periciales, siendo el Juez el llamado, finalmente, a ponderar los 
informes, elaborando presunciones judiciales para establecer los hechos, una 
vez obtenida la convicci n del caso.ó

En cuanto a la determinaci n de la identidad afirma que có onsecuencia 
de todo lo que se ha venido diciendo respecto de estos hechos e informes 
periciales efectuados, es que en el mes de diciembre de 1994, el Juez Titular 
del  22  Juzgado  del  Crimen  de  Santiago,  Magistrado  a  cargo  de  la°  
investigaci n en esa poca, dict  ó é ó una  resoluci n  mediante  la  cual  tuvo  poró  
asentado  que  los  restos  de  la  sepultura  correspondiente  pertenec an  a  laí  
identidad de don Arazat  í L pez  L pez,  luego de  dictada esta  resoluci n,  seó ó ó  
ofici  por el Tribunal al Servicio de Registro Civil a fin de que procediera a laó  
inscripci n de la defunci n, destacando que la identificaci n fue hecha por eló ó ó  
Juez de la causa, por medio de la correspondiente resoluci n judicial, de estaó  
forma, los  informes  emitidos  por  peritos  del  Servicio M dico Legal  fueroné  
valorados  como medios  de  prueba,  seg n la  sana cr tica  ú í del  Tribunal,  en 
conjunto con otros  antecedentes  de la  investigaci n,  como se  indica  en laó  
propia resoluci n.ó

Concluye que tales informes no son los que determinaron oficialmente 
las identidades de los restos exhumados del Patio 29, sino que constituyeron 
un elemento m s de convicci n tenido en cuenta por la autoridad llamada aá ó  
determinar oficialmente las identidades de tales restos.

En cuanto al informe de la Universidad de Granada, indica que durante 
en el mes de octubre de 2002, por encargo del Servicio M dico Lé egal y  a 
propuesta de la Agrupaci n de Familiares de Detenidosó  Desaparecidos,  el 
Ministro de Justicia instruy  al Director del Servicio M dico Legal pedir laó é  
autorizaci n de los jueces para la realizaci n de una auditor a ó ó í internacional en 
materia  de  pericias  del  Servicio  M dico  Legal,  a  cargo  del  Grupoé  
Internacional  de Expertos  en Identificaci n  Humana de la  Universidad deó  
Granada.

Se ala que eñ l 17 de octubre de 2002 se envi  un oficio reservado al juezó  
de la causa del Patio 29, por el cual se hace presente que el objetivo de la 
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estad a del grupo de expertos espa oles, es verificar las metodolog as utilizadasí ñ í  
por el Servicio M dico Legal en los procesos identificatorios de osamentas, queé  
en su parte pertinente  se se ala:  ñ "Con el  objeto de poder ejecutar  dichas 
verificaciones  y  validaciones  metodol gicas,  o  bien  generar  nuevasó  
metodolog as  que  permitan  la  realizaci n  de  los  procesos  identificatorios,í ó  
solicito a US autorizaci n para darles a conocer fichas antropom rficas, videosó ó  
de  superposici n,  an lisis  de  ADN  y,  en  general,  aquellos  antecedentesó á  
preliminares que han servido de base para incluir o excluir identidades, y en 
su caso, alg n resultado pericial identificatorio en muestras aleatorias.ú

Lo anterior no constituir  en ning n caso la ejecuci n de pericias, á ú ó sino 
s lo  un  aporte  metodol gico  y  de  cuyos  resultados  le  informaremos.  Elloó ó  
redundar  en beneficio de las pericias que a n no han sido evacuadas o biená ú  
en  la  eventual  obtenci n  de  nuevas  identidades  de  los  casos  de  derechosó  
humanos, que junto a otros magistrados son materia de investigaci n en suó  
tribunal."

Agrega que el   Magistrado, accedi  a lo solicitado ó estableciendo como 
condici n queó  los expertos no emitiesen pronunciamiento alguno acerca del 
proceso  de  identificaci n  de  una  personaó  determinada,  vale  decir,  el  juez 
autoriza que revisen la metodolog a, no las identificaciones, agregando que lí os 
expertos  espa oles  realizaron  cuatro  informes  (denominados  los  "Anexos"),ñ  
todos de fecha 31 de octubre de 2002, a saber: Anexo I, Revisi n ó del 
denominado "Informe Glasgow", Anexo  II, Informe Antropol gico Forense,ó  
Anexo  III,  Informe Gen tico  Forense,  y  Anexo  IV,  Informe Conjunto  deé  
Recomendaciones y Actuaciones Futuras.

Se ala que eñ n primer lugar,  al auditar el llamado "informe Glasgow", 
concluyen que ste adolece de fallas metodol gicas importantes y, por lo tanto,é ó  
no lo validan, en segundo lugar, al revisar la unidad de antropolog a  forense,í  
si bien no se pronuncian acerca de si las identificaciones han sido correctas o 
err neas, se alan diversas metodolog as a seguir, agregando que respecto deló ñ í  
laboratorio  de  ADN,  en  general,  salvo  algunas  observaciones,  es  bien 
evaluado, destacando que finalmente, hacen algunas propuestas  relacionadas 
con capacitacion, reestructuraci n y revisi n de algunas situaciones.ó ó

Afirma que a estos efectos se ala textualmente el Informe: ñ "Invitado por 
el  Servicio  M dico Legal  y a fin de colaborar  y  evaluar  las  metodolog asé í  
empleadas el Sr. J. Carlos lvarez tuvo la oportunidad de realizar durante elÁ  
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mes  de  Julio  de  2001  una  visita  al  Laboratorio  de  Biolog a  del  Servicioí  
M dico  Legal  donde  pudo  comprobar  personalmente  que  tanto  lasé  
instalaciones  (uno  de  los  Laboratorios  mejor  y  m s  equipado  deá  
Latinoam rica)  c mo el  protocolo  anal tico  en  el  proceso  de  extracci n  é ó í ó y 
amplificaci n as  como en la secuenciaci n segu an un proceso validado yó í ó í  
aceptado  internacionalmente",  en  cuanto  a  las  Conclusiones  Finales  se  
expresa: "En base a los Informes evaluados y por los conocimientos personales  
previos,  se  desprende  que  las  metodolog as  empleadas  siguen  las  pautasí  
internacionalmente recomendadas y validadas." 

Destaca que en cuanto a la revisi n del Informe Glasgow,  se se al  queó ñ ó  
los  estudios  de  videosuperposici n  facial  realizados  por  la  Universidad  deó  
Glasgow, junto con los de an lisis tridimensional, á "[...] tienen una validez muy 
discutible  y  no  pueden  en  modo  alguno  ser  considerados  como  definitivos",  
agregando  que  para  tal  contundente  afirmaci n,  se  formulan,  entre  otrasó  
razones, las siguientes: no hay datos que permitan analizar el proceso ni el 
resultado; no  se  expresa  cu l  fue  el  centro  de  referencia  utilizado  para  elá  
control de calidad ni los resultados que este centro obtuvo; existe discrepancia 
en las identificaciones entre el primer informe y el segundo, de un 70% de 
sujetos, lo que es una cifra demasiado alta.

Agrega que estos motivos, seg n afirman los cient ficos, obligan a ponerú í  
en cuesti n los resultados del denominado Informe Glasgow, por otra parte, enó  
relaci n con los estudios gen ticos forenses ó é relacionados  con  el  Informe 
Glasgow,  estiman  que  los  resultados  de  los  an lisis  de  á ADN mitocondrial 
realizados por Glasgow tienen un valor muy escaso  y  limitado  para  la 
identificaci n,  as  luego  de  ser  recibido  el  Informe  de  la  Universidad  deó í  
Granada, fue enviado por el Director del Servicio M dico Legal a todos losé  
jueces que tramitaban causas de Derechos Humanos, a su vez, a ra z de lasí  
cr ticas metodol gicas formuladas por el  Informe, el  Servicio M dico Legalí ó é  
reestructur  el equipo a cargo de la identificaci n de detenidos desaparecidos,ó ó  
contratando a personal nuevo, y el 31 de octubre de 2002 se entreg  unaó  
copia de ese informe al Ministro de Justicia de entonces y a la Agrupaci n deó  
Familiares de Detenidos Desaparecidos.

Estima importante se alar que actualmente se ñ encuentran en tramitaci nó  
los autos rol 4449-AF seguidos en el 22  Juzgado del Crimen de Santiago,°  
actualmente a cargo del Ministro en Visita Sr. Leopoldo Llanos, esto es, se 
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encuentra pendiente; en tramitaci n.ó

Concluye que luego de lo expuesto hasta aqu , no ha existido falta deí  
servicio  en  la  identificaci n  de  los  restos  exhumados  del  Patio  29,ó  
argumentando que los informes, finalmente, corresponden a opiniones de los 
peritos formuladas conforme al avance de la especialidad en el momento de 
emitirse, y la identificaci n fue efectuada por una resoluci n judicial dictadaó ó  
en  un  proceso  en  actual  tramitaci n,  que  debe  concluir  con  una  nuevaó  
determinaci n de las identidades, agregando que no cabe duda de que es unaó  
situaci n dolorosa y compleja, pero tampoco cabe duda en cuanto a que noó  
ha habido falta de servicio que amerite acoger la demanda de autos.

En  cuanto  a  las  argumentaciones  de  derecho  indica  que  previo  a 
analizar el contexto normativo que regula la controversia planteada en autos y 
su correlato jurisprudencial, se hace preciso expresar que  trat ndose de unaá  
pretensi n  fundada  en  la  responsabilidad  ó extracontractual  del  Estado,  los 
demandantes  deber n necesariamente probar un actuar que pugne con uná  
determinado deber jur dico, eí n concreto, acreditar el  actuar  il cito  de  losí  
funcionarios del Servicio M dico Legal, como un elemento indispensable paraé  
configurar la  responsabilidad civil  que  persiguen,  para lo anterior,  deber ná  
adem s, desvirtuar los medios probatorios que aportar  y que eximen de todaá á  
culpabilidad a los funcionarios de ese Servicio, as  y seg n lo expuesto, y dadoí ú  
que los actores no invocan, ni tampoco ofrece probar la ilegitimidad del actuar 
del  Estado o  de  sus  funcionarios,  necesariamente  deber  ser  desechada  laá  
demanda, por no configurarse la responsabilidad civil perseguida.

Argumenta que desde un punto de vista constitucional, los principios 
b sicos de la responsabilidad estatal se encuentran contenidos en el art culo 6  á í °
y 7  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, normas que lejos de constituir° ó í ú  
un reducto puramente constitucional  y  apartado  del  ordenamiento  jur dicoí  
general,  entregan  su  regulaci n  y  aplicaci n  al  legislador,  a adiendo  queó ó ñ  
absolutamente claros  resultan los  preceptos  citados,  en lo que se refiere  al 
punto,  se ala  al  respecto,  el  inciso  1  del  art culo  6  ñ ° í ° de  la  Constituci nó  
Pol tica: í "Los rganos del Estado deben someter su ó  acci n a la Constituci n yó ó  
a las normas dictadas conforme  a  ellas",  a su vez, dispone el inciso 3  del°  
mismo precepto: "La infracci n de esta norma generar  las responsabilidadesó á  
y  sanciones  que  determine  la  ley",  por  su  parte,  el  art culo  7  de  laí °  
Constituci n Pol tica dispone eó í n su inciso 1 :°  "Los rganos del estado act anó ú  
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v lidamente  previa  investidura  regular  de  sus  integrantes  dentro  de  suá  
competencia y en la forma que prescriba la ley". 

Concluye que resulta evidente entonces, que la responsabilidad que se 
origina y sanciona en los preceptos constitucionales citados, es "la que la ley 
se ala", pñ or otra parte, de la lectura de las citadas normas fluye con claridad 
que tal responsabilidad surge s lo cuando los rganos no someten su acci n aó ó ó  
la Constituci n y a las leyes o act an fuera de su competencia, atribuy ndoseó ú é  
autoridad o derechos que no le han sido conferidos  por  el  ordenamiento 
jur dico o contraviniendo las leyes.í

En cuanto  al  correcto  sentido  y  alcance  de  la  norma constitucional 
contenida en el art culo 38 inciso 2 , indica que estaí °  tiene s lo un alcance deó  
atribuci n de competencia a los Tribunales Ordinarios de Justicia, agregandoó  
que dicha norma, antes de la reforma del a o 1989, se alaba:  ñ ñ "Cualquier 
persona que sea lesionada en sus derechos por la Administraci n del Estado,ó  
de  sus  organismos  o  de  las  municipalidades,  podr  reclamar  ante  losá  
Tribunales contencioso administrativos que determine la ley, sin perjuicio de  
la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el  
da oñ ",  de  ello  resulta  que  el  Constituyente,  a  trav s  de  esa  norma,  é
originalmente estableci  una jurisdicci n especial para los asuntos contenciososó ó  
administrativos, considerando que, por su distinta naturaleza y caracter stica,í  
tales asuntos no quedaban comprendidos dentro las causas civiles, criminales y 
especiales cuyo conocimiento corresponde a los Tribunales Ordinarios.

Se ala que sñ eg n lo expresado, la norma transcrita s lo tuvo por objeto ú ó
la creaci n de los Tribunales Contencioso Administrativos,  y debido a queó  
nunca se dict  ley alguna destinada a la ó creaci n de tal judicatura, result  seró ó  
una disposici n program tica  incumplida,  generando con ello un problemaó á  
recurrente dentro de la judicatura, representado en la circunstancia que los 
tribunales ordinarios, en la mayor a de las veces, se declaraban incompetentesí  
para  conocer  de una controversia  de naturaleza  contencioso-administrativa, 
dejando  al  administrado  en  una  completa  indefensi n,  as  y  transcurridosó í  
algunos a os desde su vigencia, se estim  que era necesario prescindir  delñ ó  
imperativo de crear esa judicatura especial  y,  para  ello,  en  el  a o  1989  señ  
suprimi  la exigencia de los Tribunales Contencioso Administrativos, pero seó  
mantuvo  el  postulado  de  la  especialidad  de los  asuntos  contencioso 
administrativos  entregando  al  legislador  la  facultad  de  determinar 
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soberanamente  en  qu  Tribunales  -los  ordinarios  u  otros-  deb a  quedaré í  
radicada la competencia para conocer de los mismos, indicando que la norma 
qued  como ó sigue: "Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por  
la  Administraci n del  Estado,  de sus organismos o de las  municipalidades,ó  
podr  á reclamar  ante  los  Tribunales  contencioso   administrativos  que 
determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad   que pudiere afectar al  
funcionario que hubiere causado el da o" ñ

Afirma  que  de acuerdo  a  ello,  queda  claro  que  la  norma,  en  su  
redacci n final, contiene s lo una regla de jurisdicci n y competencia para losó ó ó  
asuntos contencioso administrativos, por una parte, define al mbito espec ficoá í  
u objeto propio de esos asuntos -versar sobre reclamaciones de las personas 
que sean lesionadas en sus derechos por la administraci n del Estado, de susó  
organismos o de las municipalidades- y, por la otra, establece que tales 
reclamaciones quedan comprendidas en la jurisdicci n, correspondiendo a laó  
ley determinar el Tribunal competente para conocer  de  ellas,  seg n  loú  
expuesto, resulta absolutamente indiscutible que el art culo 38, inciso 2 , de laí °  
Constituci n Pol tica de la Rep blica no es una norma sustantiva, destinada aó í ú  
regular  la  responsabilidad  del  Estado,  sino  que  su  funci n  es  meramenteó  
adjetiva,  en  cuanto  entrega  la  competencia  para  conocer  los  asuntos 
contencioso administrativos a los Tribunales Ordinarios de Justicia, agregando 
que tampoco es aceptable sostener que el precepto citado genere un estatuto 
de responsabilidad absolutamente extra o al  ñ general y en todo caso, y si se 
pudiera entender que dicha norma trata de materias de responsabilidad, ello 
s lo est  referido a actos ó á arbitrarios e ileg timos de la administraci n, como seí ó  
indica  en  la  propia  acta,  argumentando  que  otorgarle  un  sentido  distinto 
contraviene formalmente la intenci n que se tuvo al establecer el art culo 38ó í  
de la Constituci n.ó

En cuanto al sistema de responsabilidad extracontractual del Estado en 
Chile, indica que se encuentra establecido de manera general en el art culo 42í  
del D.F.L. N  1/19.653, publicado en el Diario Oficial con fecha 17/11/2001,°  
que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Org nicaá  
Constitucional de Bases Generales de la Administraci n del ó Estado,  la  que 
incorpora los conceptos de falta de servicio y falta personal, as  lí a falta de 
servicio, que para que opere requiere  "la culpa  del Servicio", es decir, debe 
darse el mal funcionamiento del servicio o el no funcionamiento del mismo, y 
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en este  caso,  se  tratar a  de la  responsabilidad de una persona jur dica,  elí í  
Estado de Chile,  y para que ella opere se requiere que el  acto u omisi nó  
da oso haya sido ejecutado por alguno de los rganos en los que resida lañ ó  
voluntad del Estado, que estos rganos hayan actuado dentro del ejercicio deó  
sus  funciones  y  que  se  configure  la  culpa  del  servicio,  t cnicamenteé  
denominada como falta de servicio,  a mayor abundamiento, en relaci n conó  
los hechos expuestos en la demanda, esta niega enf ticamente la existencia deá  
una eventual falta de servicio.

En cuanto a la responsabilidad extracontractual y su regulaci n en eló  
derecho com n, indica queú  en materia de responsabilidad extracontractual, se 
encuentra  contenido  en  nuestro  C digo  Civil  en  el  T tulo  XXXV,ó í  
denominado "De los Delitos y Cuasidelitos", art culo 2314 y í siguientes  y  de 
acuerdo con esta normativa, la responsabilidad extracontractual es de car cterá  
subjetiva, lo cual resulta ser absolutamente  consecuente  con  la  normativa 
contenida  en  el  art culo  42  de  la  Ley  de  Bases  que,  como ya  se  se al ,í ñ ó  
tambi n contempla un é sistema de responsabilidad subjetiva, fundada en la falta 
del servicio. 

En cuanto  a  la  jurisprudencia  de  nuestros  tribunales,  indica  que  de 
forma muy  especial,  la  emanada de  la  Excma.  Corte  Suprema,  ha  sido  
enf tica  y  reiterativa  al  determinar  las  caracter sticas  del  r gimen  deá í é  
responsabilidad  del  Estado,  en  efecto,  innumerables  son  las  sentencias 
pronunciadas en el sentido antes se alado, de las cuales cita a modo ejemplar:ñ  
a) Sentencia de la Ilma. Corte de Apelaciones de Santiago   de fecha 16 de 
Agosto de 2004,  en la causa caratulada "Mar a Paz Santib ez Viani  coní áñ  
Fisco", rol 2046-03: Considerando Decimoquinto: "Que aun cuando no forma 
parte del recurso que se revisa, este tribunal no puede dejar de hacer presente  
que no comparte los fundamentos de los jueces de la instancia en cuanto a la  
responsabilidad objetiva del Estado por actos realizados por sus agentes. En 
efecto, este Tribunal ha sentado como doctrina que la responsabilidad estatal y 
sus caracteres espec ficos no derivan de un determinado cuerpo constitucional,í  
sino  son  consecuencia  necesaria  de  la  naturaleza  del  Estado,  en  cuanto  
organizaci n jur dica y pol tica de la comunidad y ó í í de las variadas actividades  
que debe desarrollar en el amplio mbito de las funciones que le correspondeá  
llevar  a  cabo,  haciendo  uso  de  potestades  revestidas  de  imperio  y  
ejecutoriedad,  cuya  aplicaci n  est  enmarcada  y  regulada  por  normas  deó á  
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Derecho P blico, lo que hace que las distintas responsabilidades que puedanú  
causar  esas  acciones  se  sometan  a  normas  y  principios  de  esa  rama  del  
derecho.  Se ha sostenido tambi n que en nuestro ordenamiento jur dico noé í  
existe, por regla general, una responsabilidad estatal objetiva, por cuanto s loó  
las actuaciones que merecieran reproche por causar injustamente un da o, oñ  
por  haberse  ejecutado  de  manera   arbitraria,  podr an  trae  consigo  unaí  
reparaci n patrimonial,  en la medida que sean objeto de alg n reparo deó ú  
ilegitimidad",  agregando que esta  sentencia  fue  confirmada por  la  Excma. 
Corte Suprema, en fallo de casaci n de fecha 18 de mayo de 2006, autos Roló  
3.959-2005,  pronunciado  por  la  Tercera  Sala,  integrada  por  los  Ministros 
se ores  Ricardo  G lvez,  Domingo  Yurac,  Milton  Juica,  se orita  Mar añ á ñ í  
Antonia Morales, se or Adalis Oyarz n.ñ ú

 b) Sentencia de la Excma. Corte Suprema, de fecha 15 de mayo de 
2002, dictada en recurso de casaci n en el fondo, en causa "DOMIC conó  
FISCO", rol 4753-01, que expresa lo siguiente: "QUINTO: Que, ciertamente,  
la  responsabilidad  estatal  y  sus  caracteres  espec ficos  no  derivan  de  uní  
determinado  cuerpo  constitucional, sino  son  consecuencia  necesaria  de  la  
naturaleza del Estado [ ]… ”

"DECIMO:  Que,  a  este  respecto,  es  pertinente  apuntar  que  el 
ordenamiento  jur dico  no  encierra  disposiciones  de  car cter  general  queí á  
establezcan responsabilidades objetivas para los particulares y el Estado y que, 
por ende, esta clase  de responsabilidad requiere de una declaraci n expl citaó í  
del legislador que describa las circunstancias precisas que puedan generarla,  
como ocurre por excepci n [ ]ó … ”

Indica  que  se alan  los  considerandos  de  la  sentencia  de  reemplazo:ñ  
"PRIMERO: Que el car cter especial de la responsabilidad extracontractualá  
del Estado y la circunstancia de regirse por normas y principios de Derecho  
P blico,  ú no  es  bice  a  que  en  determinados  aspectos,  como  lo  es  laó  
indemnizaci n  de  los  da os  causados  injustamente  a  los  afectados  por  laó ñ  
actividad estatal, pueda quedar sujeta al derecho com n,ú  en ausencia de una 
regulaci n espec fica ó í diferente."

"SEXTO: Que de los preceptos del cuerpo constitucional de 1925 que 
se han relacionado en los considerandos precedentes resulta que al reglar el  
juicio pol tico para hacer efectiva la responsabilidad de las autoridades afectasí  
a este procedimiento en sus art culos 39 y 42, el constituyente se remiti  a laí ó  
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ley para determinar las otras responsabilidades que pudieran derivar de las  
situaciones descritas en esas disposiciones; 

SEPT1MO: Que en ese plano, durante la vigencia de la Constituci nó  
de  1925,  el  inciso  segundo  del  art culo  121  del  Estatuto  Administrativoí  
aprobado por el decreto con fuerza de ley  N 256, de 1953, dispuso que si el°  
Estado resultare pecuniariamente responsable ante terceros a consecuencia de  
un acto ejecutado por un funcionario en contravenci n de sus obligaciones,ó  
ste deber  enterar en arcas fiscales la cantidad que se fije a favor de ellos aé á  

t tulo  de  indemnizaci n  por  sentencia  judicial  ejecutoriada  y  que  estaí ó  
obligaci n subsiste,  aun despu s que dicho funcionario haya dejado de seró é  
funcionario  p blico,  reconociendo  as  expl citamente  la  ley  que  el  Estadoú í í  
pod a  ser  condenado  pecuniariamente  por  acciones  realizadas  por  uní  
funcionario con infracci n de sus deberes e imponiendo a ste la devoluci nó é ó  
de las sumas indemnizadas; 

Octavo:  Que tambi n bajo esa misma Constituci n Pol tica, el incisoé ó í  
segundo  del  art culo  67 de  la  Ley  N 10.336,  Org nica  de  la  Contralor aí ° á í  
General, modificado por la letra D) del art culo 1  de la ley N 14.832, deí ° °  
1962, facult  al Contralor para ordenar se descuenten de las remuneracionesó  
de los funcionarios de los Servicios que controla ese Organismo, las sumas que  
el Fisco u otra instituci n estatal deba pagar a terceros en virtud de sentenciaó  
judicial cuando se haga efectiva la responsabilidad civil por actos realizados en  
el ejercicio de las funciones respectivas, reiterando que  las acciones da inasñ  
ejecutadas  por  agentes  p blicos  en  el  desempe o  sus  cargos  puedenú ñ  
comprometer la responsabilidad del Estado o de la instituci n empleadora, sinó  
perjuicio del procedimiento administrativo previsto para lograr su reintegro; 

NOVENO: Que, con todo, de las disposiciones de los art culos 20 y 42í  
N 2  de  la  Constituci n  de  1925  mencionadas  en  los  motivos  anteriores,° ó  
aparece que la indemnizaci n que pod a reclamar un individuo absuelto oó í  
sobrese do definitivamente o la reclamaci n por un acto de un Ministro deí ó  
Estado, deb an corresponder í a perjuicios sufridos injustamente por el afectado  
y que las reclamaciones ante los Tribunales Administrativos se alados en elñ  
art culo 87 deb an interponerse respecto de actos o disposiciones í í arbitrarias de 
autoridades pol ticas o administrativas. De esta suerte, ninguna de esas normasí  
contempl  una ó responsabilidad estatal objetiva, por cuanto s lo las actuacionesó  
que merecieran reproche,  por  causar injustamente un da o o por haberseñ  
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ejecutado  de  manera   arbitraria,  pod an  traer  consigo  una  reparaci ní ó  
patrimonial, en la medida Que nicamente los actos o hechos que sean objetoú  
de alg n reparo de ilegitimidad dan lugar a responsabilidadesú ;

DECIMO:  Que,  a  este  respecto,  es  pertinente  apuntar  que  el  
ordenamiento  jur dico  no  encierra  disposiciones  í de  car cter  general  queá  
establezcan responsabilidades objetivas para los particulares o el Estado y que,  
por ende, esta clase de responsabilidad requiere de una declaraci n expl citaó í  
del legislador que describa las circunstancias precisas que pueden generarla,  
como ocurre, por excepci n, v. gr., en las situaciones descritas en los art culosó í  
2327 y 2328 del C digo Civil y 155 del C digo Aeron utico. En el caso deló ó á  
Estado y sus organismos, entre otras, en las se aladas en los art culos ñ í 21 del 
C digo de Miner a, 8  del decreto ley ó í ° N 3.557,  ° de 1981; 50 y 52 de la ley  
N 18.302, 17 de la Ley N 18.415 y 52 de la Ley N 19.300 y ° ° ° 174 de la ley 
N 18.390, modificado por el N 35 del art culo 1  de la ley ° ° í ° N 19. 495, si bien°  
esta  ltima  norma  de  la  Ley  del  Tr nsito  establece  propiamente  unaú á  
presunci n de responsabilidadó ."

Expone que la Excma. Corte Suprema, en estas y otras sentencias, ha 
establecido invariablemente  que  la  circunstancia  de  regirse  el  Estado  por 
normas de derecho p blico no es bice a que en determinados aspectos, comoú ó  
lo es la indemnizaci n de da os causados por la actividad estatal, pueda yó ñ  
deba quedar sujeto al derecho com n, en ausencia de una ú regulaci nó  
espec fica diferente.í

c)Sentencia  de  segunda  instancia  de  la  I.  Corte  de  Apelaciones  de 
Valdivia,  de fecha 12 de julio de 2005, autos Rol N  386-2005, en causa°  
caratulada "Jessica del Carmen D az Alfaro;í  Karen Andrea Duarte D az; coní  
Fisco de Chile",  que confirma la  sentencia en alzada, se alando al efecto lañ  
citada sentencia: "Tercero: Que, ni el  Fisco de Chile que act a como personaú  
jur dica, ni las personas naturales tienen, como regla general, responsabilidadí  
extracontractual  de  naturaleza  objetiva,  la  que  puede  darse  en   casos  de 
excepci n, cuando lo determina una ley.ó  La falta de servicio

contemplada en la Ley de Bases de la Administraci n es subjetiva,ó  pues  
exige un reproche en el actuar del ente p blico." ú

 d) Sentencia  de  segunda  instancia  de  la  I.  Corte  de 
Apelaciones de Santiago, de fecha 25 de septiembre de 2006, autos Rol  
4434-2000,  pronunciada  en  causa  caratulada  "Junta  de  vecinos  Plaza  
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R o  Tranquilo  con  Ministerio  de  Vivienda  y  Urbanismo  yí  
Municipalidad  de  Pudahuel",  por  los  Ministros  Haroldo  Brito  Cruz; 
Mar a Eugenia Campo Alcayaga; y Abogado Integrante Andrea Mu ozí ñ  
S nchez,  sá e alando  el  fallo  referido:  "ñ 9 .-°  Que  lo  que  se  acaba  de  
razonar dice  exclusiva  relaci n  con  la  inexistencia  de  relaci n  deó ó  
causalidad  entre  los  t rminos  de  los  convenios  celebrados  con  lasé  
agrupaciones  de  destinatarios  y  las  obligaciones  de  los  contratos  de  
construcci n  con los  da os  sufridos  por  las  viviendas,ó ñ  a  lo  cual  debe  
a adirse  que  la  situaci n  de  autos  tampoco  est  comprendida  en  lañ ó á  
falta  de  servicio  regulada  en  el  art culo  38  de  la  Ley  de  Basesí  
Generales  de  la  Administraci n  del  Estado,  porque  de  losó  
razonamientos  precedentes  deriva  claramente  que  la  actuaci n  deló  
Estado  no  caus  los  da os,  cual  es  el  fundamento  central  de  laó ñ  
obligaci n  de  indemnizar  establecida  enó  dicha  norma.  A este  preciso  
respecto adem s debe tenerse  presente  lo  que sigue:  á 1.-  Que  el  da oñ  
que deriva de la falta de servicio, o la u responsabilidad del Estado, ha  
de tener directa relaci n conó  alguna obligaci n, tanto por omisi n deló ó  
deber de actuar cuanto por un proceder defectuoso, porque la cuesti nó  
dice relaci n con el completo y cabal cumplimiento de aquello que laó  
Ley le ha mandado. 2.- Lo anterior determina que cuando se persigue  
la responsabilidad del Estado, necesariamente ha de vincularse el hecho  
que supuestamente la motiva con la norma que dispone una actuaci nó  
determinada, hecho lo cual habr  de verificarse si el deber o la formaá  
de  obrar  han  sido  observados.  3.  En  estas  condiciones  no  puede  
atribuirse  al  Estado  la  obligaci n  de  indemnizar  sino  cuando  suó  
actuaci n contrar a obligaciones legales, cual no es lo que ocurre en laó í  
especie porque estas,  como ya se ha dicho, se limitaban a otorgar en  
determinadas condiciones parte del financiamiento de las viviendas, las  
que fueron cumplidas." 

e) Sentencia  de  Casaci n  de  la  Excma.  Corte  Suprema  deó  
fecha  5  de  junio  de  2006,  autos  Rol  6118-2005,  en causa  caratulada 
"Ram n  Mu oz  Hermosilla;  Cecilia  Salinas  Meza;  Paula  Mu ozó ñ ñ  
Salinas; Patricio Mu oz Salinas; con Fisco de Chile",  ñ pronunciado por 
la  Tercera  Sala,  integrada  por  los  Ministros  se ores  Ricardo  G lvez,ñ á  
Milton Juica, se orita Mar a Antonia Morales y se or Adalis  ñ í ñ Oyarz n;ú  
y el Abogado Integrante se or Jos  Fern ndez., donde el  ñ é á fallo aludido 
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expresa:  "5 )  ° Que,  como  lo  ha  resuelto  reiteradamente  esta  Corte  
Suprema,  la  falta  de  servicio  se  produce  cuando  se  presenta  una  
deficiencia  o  mal  funcionamiento  del  servicio  en  relaci n  con  lo  queó  
deber a haber sido su comportamiento normal y que, naturalmente, deí  
ello se siga un da o.ñ  Se  ha precisado que esto ocurre con ocasi n deó  
las siguientes circunstancias: a) cuando el servicio no funcion  debiendoó  
hacerlo; b)   cuando el servicio funcion  irregularmente, y c) cuando eló  
servicio  funcion  tard amente  y  de  la  demora  se  han  seguidoó í  
perjuicios".

En  cuanto  al  concepto  de  "falta  de  servicio",  indica  que  en  el 
tratamiento  dogm tico  del  concepto  de  "falta  de  servicio",  se  haceá  
especial  menci n  a  que  la  valoraci n  que  se  realiza  al  Servicioó ó  
imputado de cometerla,  es una valoraci n que parte desde la realidadó  
misma de ese Servicio, en efecto, se ha dejado claramente establecido 
que tal valoraci n no puede hacerse a partir de una idea de un Servicioó  
"ideal", sino que debe ser necesariamente hecha a partir de la realidad  
del  Servicio: su misi n, su personal y sus recursos, la l gica detr s deó ó á  
ello est  en que siempre se puede á pensar que un Servicio funciona en 
concordancia  con  los  recursos  de  que  puede  disponer  el  Estado,  que  
pueden  aparecer  cuantiosos,  lo  que  no  es  aplicable  a  un  pa s  coní  
numerosas  necesidades que atender,  como el  nuestro,  en este  sentido,  
afirma  que  la  valoraci n  de  lo  obrado  ó por  los  peritos  del  Servicio 
M dico Legal,  é debe considerar el estado de la respectiva ciencia en el  
mundo y, en particular en el pa s, a la poca en que fueron elaboradosí é  
los informes, la realidad de que el  Servicio no contaba con elementos  
humanos y materiales suficientes y entrenados para tal tarea, desde que 
fue  debi  enfrentarse  paulatinamente  en  la  medida  que  se  fueronó  
descubriendo  los  restos  humanos  provenientes  de  la  violencia  pol ticaí  
habida en el r gimen militar, y especialmente, habr  de considerarse lasé á  
dificultades provenientes de la falta de informaci n u ocultamiento deó  
la misma, que provino de los organismos encargados de conservarla y  
proporcionarla, hasta el a o 1990 y, los efectos naturales que el tiempoñ  
transcurrido entre las muertes  y la realizaci n de las pericias provocó ó 
en tales restos humanos.

Argumenta que es este contexto real el que debe servir de base a 
la valoraci n de ó la imputaci n de haber incurrido en "falta de servicio",ó  
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de acuerdo a lo que se lleva dicho en este cap tulo, entonces, concluyeí  
que  en  este  estatuto  de  responsabilidad  debe  probarse  esa  falta  de 
servicio  en  cuanto  implica  una  "culpa  de  la  Administraci n"  y  laó  
relaci n de causa a efecto con el dallo producido yó , que para establecer 
el  alcance y gravedad de dicha falta,  en el  evento de existir,  se debe 
considerar el Servicio real, con todas sus circunstancias, m s all  de siá á  
se ajusta a no a una noci n del Servicio "ideal".ó

En cuanto a la inexistencia de falta de servicio y en particular al  
marco jur dico aplicable a los peritos judiciales, aí  estos efectos, indica 
que  es  importante  tener  en  cuenta  el  marco  jur dico  aplicables  a  losí  
peritos  judiciales,  como  primer  punto,  es  necesario  establecer 
claramente que mediante la demanda de autos,  se pretende establecer  
la  responsabilidad  civil  emanada  de  una  conducta  proveniente  de  la  
actuaci n de un perito judicial, en este sentido, no puede soslayarse laó  
circunstancia  esencial  consistente  en  que  la  actuaci n  de  los  peritosó  
pertenecientes  al  Servicio  M dico  Legal,  se  enmarca  dentro  de  unaé  
funci n de peritaje judicial.ó

Agrega que el informe de peritos constituye un medio probatorio, 
consistente  en  la  opini n  o  parecer  de  una  persona  especializada  enó  
una profesi n,  arte  u oficio,  acerca  de alg n objeto o hecho que caeó ú  
dentro de la esfera de su conocimiento,  con el  fin de que,  aportando  
sus m ximas de experiencia y conocimiento, el juez se ilustre y resuelvaá  
adecuadamente  el  litigio,  actualmente,  la  actuaci n  de  los  peritos  deló  
Servicio M dico Lé egal  se rige por su Ley Org nica,  la  Ley 20.065,  yá  
por las disposiciones  pertinentes  del  nuevo C digo Procesal  Penal,  só in 
embargo,  en  la  poca  que  ocurrieron  los  hechos  investigados,  talé  
Servicio se reg a por las normas contenidas en el  D.F.L.  í N  ° 196, que 
fij  el  Estatuto  Org nico  del  Servicio  M dico  Legal  y  por  lasó á é  
disposiciones pertinentes del C digo de Procedimiento Penal.ó

Rese a que bajo la vigencia del antiguo C digo de Procedimientoñ ó  
Penal,  la caracter stica central  sobre la cual se estructuraba la pruebaí  
pericial  en el  sistema procesal  inquisitivo,  radicaba en que los  peritos  
eran  concebidos  fundamentalmente  como "auxiliares  de  la 
administraci n de justicia",ó  vale decir, como expertos imparciales a los 
intereses  de  las  partes,  que  pon an  su  conocimiento  especializado  alí  
servicio  de  las  necesidades  de  convicci n  del  tribunal,  su  designaci nó ó  
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quedaba entregada b sicamente a dos hip tesis: a) casos en los que laá ó  
ley  expresamente  indicaba  la  necesidad  de  contar  con  una  opini nó  
experta,  y  b)  en  el  resto  de  los  casos,  la  decisi n  quedaba  entregadaó  
fundamentalmente a la decisi n discrecional del propio juez, asimismo,ó  
el  art culo 221 del  C digo de Procedimiento Penal,  establec a que,  alí ó í  
designar  un  perito,  el  juez  deb a  privilegiar  a  í los  integrantes  de 
servicios  p blicos  o  reparticiones  estatales  de  distinta  naturaleza,  sinú  
perjuicio de ello, el juez pod a designar a í alguien distinto, en la medida 
que  se  hubieren  acreditado  ante  los  tribunales,  y,  como  elemento 
esencial, que formaren parte de las listas confeccionadas por las Cortes 
de Apelaciones y aprobadas cada dos a os por la Corte Suprema, cñ on 
todo, el C digo tambi n permit a que el juez designara a otras personasó é í  
fuera de este sistema.

Agrega  que  junto  con  ello,  la  valoraci n  de  la  prueba  pericialó  
dentro de la l gica de la prueba legal o tasada,ó  era apreciada conforme 
a las reglas de la sana cr tica, a adiendo que lí ñ as normas del C digo deó  
Procedimiento  Penal,  atinentes  a  los  peritos  son  las  siguientes:  El  
art culo 221 que establece en sus incisos primero y  í segundo, que: "El  
juez pedir  informe de peritos en los casos determinados por la ley, yá  
siempre  que  para  apreciar  alg n  hecho  o  circunstancia  importante,ú  
fueren  necesarios  o  convenientes  conocimientos  especiales  de  alguna  
ciencia,  arte u oficio.  En las comunas o agrupaciones de comunas en  
que  exista  un  servicio  p blico  costeado  con  fondos,  fiscales  oú  
municipales destinado a practicar actuaciones o diligencias periciales de  
la naturaleza de las requeridas por el tribunal para el proceso, deberá  
encargarse  de  preferencia  a  dicho  servicio  evacuar  el  respectivo  
dictamen  pericial  y  en  caso  de  que  alguno  de  los  empleados  de  esa  
oficina sea designado nominativamente para efectuar la diligencia,  no  
tendr  remuneraci n especial por esta labor.á ó "

Indica que el segundo cuerpo legal que se aplicaba a los peritos  
del Servicio M dico Legal, era el é D.F.L. N  ° 196, que fija el texto de la 
ley org nica del Servicio, el art culo 2  del citado DFL vigente hasta elá í °  
a o 2002 (fue modificado por la ley ñ N  ° 19_806) establec a lo siguiente:í  
"Art culo  2.  El  Servicio  M dico  Legal  í é asesorar  á a  los  Tribunales  de 
Justicia  en  materias  m dico-legales  y  colaborar  con  las  C tedras  deé á á  
Medicina Legal de las Universidades del pa s.í ", por su parte, el art culoí  
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3  letra  a),  vigente  a  esa  poca  ° é se alaba:ñ  "Le  corresponder ,á  
especialmente,  al  Servicio  M dico  Legal:  a)  Emitir  informes  m dico-é é
legales a petici n de los Tribunales de Justicia;ó ", en el art culo 12 letrasí  
a y b) se establec a:í  "Las funciones del Director ser n las siguientes:á  a)  
Dirigir  y  administrar  el  Servicio;  b)  Velar  por  la  correcci n  en  eló  
cumplimiento de las rdenes judiciales y en la t cnica de los trabajosó é  
cient ficos y por el secreto de los procedimientos m dico-legalesí é ".

Agrega que finalmente,  el  ltimo cuerpo normativo aplicable,  esú  
el  reglamento  Org nico  del  Instituto  M dico  Legal,  "Doctor  Carlosá é  
lbar" y de los Servicios M dicos Legales del pa s, contenido en el D.S.é í  
N  427,  del  a o  1943,  donde  el  ° ñ art culo  6  de  este  reglamentoí °  
establece: "Los m dicos legistas y dem s personal t cnicoé á é  gozar n de laá  
m s absoluta autonom a á í en el estudio e interpretaci n de las cuestionesó  
que se sometan a su conocimiento, respondiendo personalmente de los  
informes que emitan.", se alando que eñ l precepto citado, se refiere a la 
autonom a  t cnica  de  los  í é  m dicos  legistas  en  las  cuestiones  que  seé  
someten  a  su conocimiento,  as  como  a  su  responsabilidad  personalí  
sobre los  informes que emitan  en  este sentido, por su parte el art culoí  
40  consagra  que: "Los  M dicos  Examinadores  emitir n  sus  informesé á  
con criterio personal y absoluto dentro de los plazos y de acuerdo con  
las  instrucciones  en  cuanto  a  la  forma  que  les  se ale  el  director  delñ  
Instituto.",  a adiendo que dñ e la  normativa  transcrita,  debemos inferir 
necesariamente  que  los  peritajes  efectuados  por  profesionales 
funcionarios  del  Servicio  M dico  Legal  en  nada  difieren  de  losé  
practicados por peritos independientes,  todos elaborados por orden de 
un tribunal de la Rep blica, para allegarlos como medio de prueba aú  
una investigaci n,  ó en este caso, criminal, y ser ponderados conforme a 
la sana cr tica,  í conjuntamente con las restantes probanzas reunidas en 
la  causa,  todas  las  cuales,  seg n  sus  respectivas  valoraciones  legales,ú  
permiten al juez tener por establecido en su sentencia un determinado  
hecho, en la especie la identidad de una persona. 

En cuanto a la actuaci n de los  peritos  judiciales  ó se ajust  a laó  
legalidad y a los est ndares vigentes a la poca, y cá é omo adelantaba en 
el  cap tulo  de  los  hechos,  las  pericias  cuestionadas  se  realizaron  porí  
rdenes de Tribunales,  de  ó acuerdo con los  medios  de que dispon a elí  

Servicio  M dico  Legal,  el  que  se  esmer  notablemente  ené ó  
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perfeccionarlos,  seg n los est ndares de la respectiva ciencia vigentes aú á  
la  poca de su realizaci n,  a adiendo que eé ó ñ n el  orden normal  de las 
cosas  y  concretamente  en  Chile,  no  resulta  admisible  exigir  a  un 
determinado  Servicio  contar  con  expertos  internacionales  para  la  
aplicaci n  de  t cnicas  de  ltima  generaci n,  t cnicas  que  como en  eló é ú ó é  
caso del ADN para la identificaci n de restos humanos, a la poca deó é  
los hechos estaba a n en ciernes, agregando que se ha dicho que, conú  
posterioridad,  esta  t cnica  fue  puesta  en  pr ctica  en  determinadosé á  
pa ses desarrollados como Inglaterra y EE.UU. de Norteam rica.í é

Se ala que consecuencia de lo anterior, es que los peritos que enñ  
el caso de la especie y el Servicio aludido, no pueden haber incurrido  
en falta de servicio, esto es haber actuado con culpa, pues colaboraron  
lo  m s  diligentemente  que  les  era  posible,  con  los  conocimientos  yá  
t cnicas de la poca, que pose an, no les era exigible un determinadoé é í  
resultado,  sino  tan  s lo  la  diligencia  y  prudencia  que  les  permitieraó  
emitir una opini n para ilustrar al Tribunal,  el  que deb a ponderarla,ó í  
as  fluye de todo lo anterior, que los peritos en cuesti n no actuaron alí ó  
margen  de  la  legalidad  ni  cometieron  acto  il cito  alguno,  elementosí  
indispensables  para  configurar una  responsabilidad  civil,  tanto 
constitucional como legalmente.

En cuanto al monto de la indemnizaci n demandada, se ala queó ñ  
los  actores  demandan  la  suma  total  de  $600.000.000.-  (seiscientos 
millones de pesos) por el da o moral sufrido, con costas, objetando enñ  
subsidio  de  lo  expuesto  en  los  cap tulos  anteriores,  el  montoí  
demandado, afirmando que corresponde que esta judicatura pondere lo 
que pudiera llegar a fijarse a t tulo de indemnizaci n de perjuicios coní ó  
criterios  de  prudencia  y  equidad,  y  para  los  efectos  de  determinar  el  
quantum indemnizatorio, tanto la doctrina como la jurisprudencia han  
establecido ciertos criterios generalmente aceptados.

En cuanto a los par metros utilizados para avaluar el da o moral,á ñ  
indica  que  el  monto  a  fijar,  deber  sujetarse  a  los  criterios  generalesá  
que  se  han  ido  delimitando  en  nuestro  derecho,  y  cuya  aplicaci nó  
pr ctica  ha sido  recogida por la  jurisprudencia,  en  este  sentido,  haceá  
presente que la suma demandada les  parece exagerada, en atenci n aó  
que  no  corresponde  a  las  cantidades  fijadas  por  los  Tribunales  de  
Justicia  a  t tulo  de  indemnizaci n  por  da o  moral,  motivos  por  losí ó ñ  
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cuales  objeta  formalmente  el  monto  de  la  indemnizaci n  demandadaó  
solicitando su reducci n a t rminos razonables.ó é

Afirma  que  es  v lida  la  advertencia  formulada  por  el  profesorá  
Alessandri  respecto  de  los  factores  que  el  Tribunal  debe  considerar 
para determinar la indemnizaci n pecuniaria en caso de da o moral, aló ñ  
efecto indica el  referido autor:  "En todo caso, el juez, al avaluar este  
da o, debe proceder con prudencia, tanto para evitar los abusos a queñ  
esta  reparaci n  puede  dar  origen  cuanto  para  impedir  que  seó  
transforme en pena o en un enriquecimiento sin causa  para quien la  
demanda".

A ade  que,  la  avaluaci n  del  da o  moral,  y,  en  general,  elñ ó ñ  
extrapatrimonial,  carece de una regulaci n positiva en lo cuanto a suó  
regulaci n  pecuniaria,  as  como  que  tampoco  existen  ó í par metrosá  
espec ficos en la materia, por este motivo, ha sido la jurisprudencia deí  
nuestros  Tribunales  la  que  ha  venido  estableciendo  criterios  de 
racionalidad y prudencia al respecto, labor respaldada ampliamente por  
la doctrina, se alando a modo ejemplar, de acuerdo a lo se alado porñ ñ  
el  distinguido profesor  Fernando Fueyo,  en su obra "Instituciones  del  
Derecho Civil Moderno", la determinaci n del da o moraló ñ  "constituye  
una  regulaci n  personal  e  incontestablemente  subjetiva;  pero  conó  
descartaci n de la arbitrariedad, el capricho, la abierta injusticia, o eló  
abuso  de  poder  por  parte  del  juzgador",  a adiendo  que  lñ a 
razonabilidad, ant tesis de arbitrariedad, impone al tribunal pautas queí  
le  impiden  incurrir  en  excesos  y  contradicciones  que  afecten  a  la  
seguridad  jur dica,  agregando  que  la  extensi n  de  la  reparaci n  delí ó ó  
da o moral debe guardar relaci n con nuestra realidad jur dica, socialñ ó í  
y econ mica.ó

Se ala  que  para  facilitar  esta  delicada  tarea,  los  autores  y  lañ  
jurisprudencia, han delineado cierta pauta de apoyo para el Juzgador, y  
que  se  puede  resumir  en  los  siguientes  elementos:  An lisisá  
jurisprudencial; ii) Gravedad  objetiva  del  da o,  su  entidad  yñ  
naturaleza y el bien jur dico lesionado. iii)í  Consecuencias  f sicas,í  
s quicas  o  morales  que  producto  de  los  hechos  se  proyectan hacia  elí  
futuro. iv) Condiciones  personales  del  ofensor,  como  patrimonio,  
educaci n, edad, etc. v)ó  Circunstancias en las cuales se produjo el 
da o vi) ñ Condiciones  personales  de  demandante  y  v ctima.  Edad,í  
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educaci n, nivel social, n cleo familiar perjudicado, etc. ó ú vii)  Grado de 
aflicci n que los hechos producen en el demandante y sus v nculos conó í  
la v ctima.í

En cuanto a la  jurisprudencia  referida a  la  avaluaci n del  da oó ñ  
moral,  indica  que  teniendo  presente  los  elementos  se alados,  que  ñ

contribuyen a la determinaci n del  quantum indemnizatorio,  la  ó
Jurisprudencia  ha  establecido  a  trav s  de  diversos  fallos  uné  

criterio que,  si  bien  es  cierto,  no  puede  aplicarse  sino  con  las  
limitaciones  propias  del  efecto relativo de las  sentencias  judiciales,  ha  
servido  para  establecer  ciertos  par metros  en  lo  que  respecta  a  laá  
indemnizaci n  de  da o  moral,  a adiendo  que  có ñ ñ onceder 
indemnizaciones  por  da o  moral  superiores  a  las  que  los  Tribunalesñ  
otorgan ordinariamente para casos m s o menos á an logos,  o  m sá á  
graves a n, significar a una vulneraci n del principio constitucional deú í ó  
la  igualdad,  agregando que el  Tribunal  debe sentar  las  circunstancias  
que  determinan  la  existencia  de  ese  da o,  y  deber  considerar  losñ á  
factores que adoptar  para su fijaci n, apoy ndose siempre en la ideaá ó á  
de justicia y equidad, a su vez,  en  el  ejercicio  de esta  potestad,  el 
Tribunal no est  libre ni á podr  ser  arbitrario,  sino  que  tendr  losá á  
l mites de la razonabilidad y í proporcionalidad.

En  cuanto  a  la  estricta  sujeci n  a  los  hechos  y  a  la  pruebaó  
rendida en el proceso, indica que no puede considerarse que el dolor o 
el sufrimiento constituyan por s  solos un da o moral, si no van unidosí ñ  
al  detrimento,  real  y  probado,  de  alguno  de  aquellos  atributos  o  
derechos inherentes a la personalidad, citando al efecto a la tratadista  
Carmen Dom nguez í Hidalgo y su obra "El Da o Moral", quien exponeñ  
al efecto: "Consecuencias directas de una recta aplicaci n del principioó  
referido son todas las propuestas  ideadas y aun implementadas en los  
pa ses m s evolucionados en el punto: rechazar las indemnizaciones ení á  
globo y exigir una evaluaci n separada de cada una de las partidas queó  
se  est n  indemnizando;  exigir  una  detallada  fundamentaci n  de  laá ó  
evaluaci n efectuada por los  rganos  jurisdiccionales  con precisi n  deó ó ó  
los  criterios  tenidos  en  cuenta,  de  las  distintas  clases  de  da oñ  
indemnizadas y de los m todos de c lculo empleados para llegar a lasé á  
sumas  que  fijan.  Esas  medidas  no  deben  ser  consideradas  como  una  
limitaci n  a  las  facultades  judiciales  en  la  materia,  sino,  por  eló  
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contrario, como un auxilio a una tarea que todos reconocen m s queá  
ardua.  Ellas  constituyen  el  nico  modo  posible  de  armonizar  laú  
doctrina  jurisprudencial  y  de  reducir  los  posibles  excesos  a  que  una  
aplicaci n incorrecta de la discrecionalidad judicial conduce y que, conó  
toda raz n, son fuente de permanente cr tica."ó í

En cuanto a la capacidad econ mica del demandado, indica queó  
esta  no autoriza para aumentar indiscriminadamente la indemnizaci n,ó  
la doctrina chilena as  lo ha í establecido  (Alessandri,  Arturo.  "La 
Responsabilidad  Extracontractual",  p g.  565)  y  la  Excma.  Corteá  
Suprema (Revista de Derecho y Jurisprudencia, T. LXV, secc. 4a, p g.á  
323),  afirmando  que  otro  criterio  quebrantar a  la  igualdad,  as  lasí í  
v ctimas de hechos il citos causados por personas de fortuna obtendr an,í í í  
por  da os  ñ semejantes,  indemnizaciones  superiores  a  las  v ctimas  deí  
da os iguales, causados por personas de menos fortuna, a adiendo queñ ñ  
la  aflicci n  y  dolor  deben  compensarse  con  una  suma  razonable  yó  
prudente para lograr la finalidad de la indemnizaci n, que no es laó  
sanci n ni el lucro, sino ó puramente  satisfactiva,  ello,  con  entera 
prescindencia de la fortuna del victimario o de quien responde por ste,é  
agregando que en el caso del Estado, se afectar a  el  patrimonioí  
p blico, siempre insuficiente para atender ú las necesidades p blicas.ú

En  cuanto  a  la  naturaleza  del  da o  moral  y  el  car cterñ á  
satisfactivo  de  la  indemnizaci n,  indica  que  entre  los  factores  queó  
influyen en la exagerada cuantificaci n del da o moral, cabe agregar eló ñ  
concepto,  poco  claro  o  err neo,  que  se  tiene  sobre  la  verdaderaó  
naturaleza  de  la  indemnizaci n  a  que  da  lugar,  a adiendo  que  enó ñ  
t rminos generales, la indemnizaci n de perjuicios tiene é ó por objeto 
restablecer el  equilibrio destruido por el  hecho il cito,  otorgando a laí  
v ctima un valor equivalente a la cuant a del da o sufrido, para ponerlaí í ñ  
en el mismo estado que ten a antes del acto da oso, a adiendo que laí ñ ñ  
indemnizaci n no debe, pues, exceder del monto del ó perjuicio,  esto 
es, no puede ser fuente del lucro o ganancia para quien la demanda, y  
cuando se trata del  da o material  o pecuniario, la aplicaci n  ñ ó de estos 
principios  no ofrece mayor dificultad,  ya  que la determinaci n dó e los 
perjuicios  puede  hacerse  con  relativa  precisi n,  destacando  que  noó  
ocurre  lo  mismo,  en  cambio,  trat ndose  del  da o  puramente  moral,á ñ  
puesto  que,  por  afectar  a  bienes  extrapatrimoniales  o  inmateriales  y,  
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por  lo  mismo,  no  apreciables  en  dinero,  la  indemnizaci n  no  haceó  
desaparecer el da o, ni tampoco lo compensa en t rminos de poner a lañ é  
v ctima  en  situaci n  equivalente  a  la  que  ten a  antes  de  producirseí ó í  
aqu l,  en  consecuencia,  el  da o  moral  no  se  borra  por  obra  de  laé ñ  
indemnizaci n,  a adiendo  que  la  p rdida  o  lesi n  producida  por  l,ó ñ é ó é  
permanece, a pesar de la indemnizaci n, si a la indemnizaci n del da oó ó ñ  
moral no cabe atribuir, entonces, un car cter propiamente reparatorio,á  
quiere  decir  que  su  funci n  es  otra,  est  dirigida  a  dar,  a  quien  haó á  
sufrido el da o, s lo una satisfacci n de reemplazo.ñ ó ó

Concluye se alando que como se advierte, la indemnizaci n del da oñ ó ñ  
puramente moral no se determina cuantificando, en t rminos econ micos, elé ó  
valor de la p rdida o lesi n experimentada, sino s lo otorgando a la v ctima é ó ó í
una satisfacci n, ayuda o auxilio que le permita atenuar el da o, mó ñ origerarlo o 
hacerlo m s soportable, mediante una cantidad de dinero á u otro medio, que 
en su monto o valor sea compatible con esa finalidad meramente satisfactiva, 
en consecuencia, la actual tendencia a reclamar desmedidas indemnizaciones, 
que en el hecho, m s que dar á satisfacciones,  significan producir  desmesurados 
incrementos  patrimoniales  a  favor  del  o  de  los  demandantes,  se  aparta 
enteramente  de  la  finalidad  meramente  satisfactiva  que  debe  tener  la 
indemnizaci n del da o moral.ó ñ

Afirma que en estas condiciones,  por el  hecho de ser demandado el 
Estado (Fisco), no se puede aspirar que ste sea tratado en forma é diferente  a 
cualquiera otra persona responsable de da os, se alando que la Excma. Corteñ ñ  
Suprema ha se alado lo siguiente: "ñ Por definici n, el perjuicio moral no es deó  
naturaleza pecuniaria.  Esa fisonom a inmaterial  que tiene hace decir  a losí  
doctos que no se trata de calcular la suma necesaria para borrar lo imborrable  
sino que procura que el afectado obtenga algunas satisfacciones equivalentes al  
valor moral destruido". (R. T. LXX, Sec. 4, P g. 61).á

Concluye que de lo expresado le asiste el convencimiento de que en su 
oportunidad, los profesionales a cargo de las  identificaciones  efectuaron  un 
trabajo conforme a sus posibilidades y de acuerdo al estado de la ciencia a esa 
poca, en el marco de la é estructura  que  ten a  el  Servicio  M dico  Legal,í é  

realizando  su  labor  en  un  rgano  del  Estado  determinado,  dentro  de  susó  
competencias  legales,  con  su  realidad  propia  y  determinada  seg n  lasú  
circunstancias  de  ese  momento,  junto  con  ello,  los  antecedentes  -de  suyo 
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complejos-  que  se  fueron  recabando,  fueron  siendo  tratados  en  la  debida 
forma que las circunstancias  impon an,  precisamente  en  raz n  de  ellas,  seí ó  
arbitraron  todas  las  medidas  para  tratar  de  entregar  el  tratamiento 
correspondiente, teniendo como nico norte el establecer de la manera ú m sá  
fidedigna posible las identidades de las v ctima, y en este contexto, no se puedeí  
dejar de se alar que, las identidades fueron determinadas por una resoluci nñ ó  
judicial, lo que fue revisada y objeto de una nueva decisi n de la judicatura,ó  
en consecuencia, la demanda deber  ser rechazada.á

A fojas 109, la actora evacua la r plica, se alando que la demandadaé ñ  
argumenta que son innumerables los factores, como el transcurso del tiempo, 
la remoci n de osamentas que se realizaron durante la dictadura militar en eló  
patio 29 del Cementerio General, las circunstancias f cticas que rodearon laá  
labor del servicio M dico Legal, etc., que generaron un situaci n an mala yé ó ó  
distorsionada  de  la  labor  pericial  de  individualizaci n  de  las  personasó  
enterradas en el mencionado patio 29, por lo tanto, el Servicio M dico Legalé  
se ala que no es posible exigir resultados prescindiendo de las circunstanciasñ  
t cticas de la poca, en el rea de los recursos humanos, t cnicos y financierosá é á é  
de dicha entidad, adem s de lo anterior, argumenta que fueron innumerablesá  
los esfuerzos desplegados a trav s del tiempo en el rea t cnica, financiera yé á é  
humana,  con  la  finalidad  nica  y  especifica  de  individualizar  las  personasú  
fallecidas v ctimas de la violencia pol tica generada a partir de 1973.í í

Indica  que  la  demandada  tambi n  hace  presente  que  los  peritajesé  
realizados, fueron realizados con las t cnicas de identificaci n cl sica de laé ó á  
poca,  destacando  los  peritajes  antropol gicos,  comparaci n  de  datosé ó ó  

antemortem, postmortem y caracter sticas odontol gicas, destacando que seg ní ó ú  
la propia definici n de la demandada, los peritajes antropom rficos consistenó ó  
en  "la obtenci n de un perfil antropol gico de cada una de las osamentas,ó ó  
incluyendo  el  sexo,  la  edad,  la  estatura...",  sin  embargo,  llama 
considerablemente  la  atenci n  que  a  un  grupo  de  peritos  especializados,ó  
quienes dedicaron innumerables esfuerzos y horas de trabajo para identificar a 
las v ctimas de la dictadura militar provocadas desde septiembre de 1973, noí  
se  hayan percatado al  contrarrestar  las  diferencias  de  estatura  que existen 
entre  los  protocolos  3035.91,  3497.73  y  F.A.  Sr.  L pez  L.,  todo  esto  deó  
acuerdo a la simple lectura de los dotados del Informe de Estudio N 3035.91,°  
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del Servicio M dico Legal, de 10 de noviembre de 1994.é

Por otro lado, afirma que la demandada arguye que toda pericia cuenta 
con un grado de incertidumbre, se alando ñ "dado que la medicina no es una 
ciencia exacta y tiene un car cter esencialmente din mico en su desarrollo, seá á  
puede afirmar que lo real es que el perito no puede tener una obligaci n deó  
resultado, sino de diligencia o prudencia...", pero estima importante tener en 
consideraci n, que la sociedad entera necesita tener certeza de los hechos yó  
acontecimientos  hist ricos;  de  sus  causas  y  consecuencias,  en  especial  losó  
familiares de los miles de detenidos desaparecidos, por esta raz n, es que eló  
Servicio M dico Legal,  tuvo,  tiene  y tendr  una mayor responsabilidad yé á  
obligaci n en la identificaci n de todas las v ctimas del golpe militar, teniendoó ó í  
el  deber  para  con nuestra  sociedad de una mayor seriedad,  acuciosidad y 
resguardo en el cumplimiento de su labor, sin que debamos olvidar que el 
Servicio M dico Legal es un rgano que emite certificados de defunciones oé ó  
pericias que pueden determinar la prisi n de un ciudadano, raz n por la cual,ó ó  
no puede indicar que su obligaci n es de medio, en la actualidad su misi n esó ó  
"Otorgar  un  servicio  altamente  calificado  en  materias  m dico  legales  yé  
forenses  a los  rganos de la  administraci n  ó ó de  justicia  y la  ciudadan a ení  
general,  a  trav s  de la  realizaci n de pericias  m dico-legales,  garantizandoé ó é  
calidad, confiabilidad, oportunidad, imparcialidad y trato digno a mujeres y  
hombres", de acuerdo a lo informado en su propia p gina web.á

Debido  a  lo  anterior,  argumenta  que  no  posible  prescindir  de  la 
responsabilidad que le corresponde al mencionado servicio al omitir el env oí  
del informe de la Universidad de Glasgow, de Escocia al Vig simo Segundoé  
Juzgado del Crimen de Santiago en el proceso Rol N  4449-AF, debiendo°  
tener presente que, tal como se dijo en los hechos de la demanda, el Servicio 
M dico  Legal  perici  los  restos  de  don  Arazat ,  identific ndolos  yé ó í á  
entreg ndolos posteriormente a sus seres queridos, luego, producto de nuevasá  
investigaciones se determin  que hab a existido un error en la identificaci nó í ó  
del Sr. L pez por lo tanto sus restos no correspond an al cuerpo que hab aó í í  
sido entregado a su familia, en relaci n a este punto, cabe tener presente, queó  
el Servicio M dico Legal utiliz  para la identificaci n de los restos de Arazaté ó ó í 
L pez  t cnicas  antropol gicas,  odontol gicas  y  la  superposici n  fotogr fica,ó é ó ó ó á  
"utilizando todos los medios disponibles por el SML y el estado del arte de la  
ciencia actuar, seg n lo indica la propia demandada.ú
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Argumenta  que  debido  a  la  necesidad  de  completar  las  pericias 
realizadas, el Ministerio de Justicia y la Universidad de Glasgow celebraron un 
convenio por la suma de 23 mil libras esterlinas, con el objeto de realizar 
ex menes con aplicaci n del ADN mitocondrial, el cual adem s fue aprobadoá ó á  
por el Director del Servicio M dico Legal, y en este contexto, el resultadoé  
parcial del estudio determin  que hab a problemas en relaci n a las muestrasó í ó  
recibidas, contradicci n de datos e inconsistencias en los par metros de edadó á  
incompatibles con la identidad encontrada, luego se emiti  el informe final enó  
el  cual  se  determin  que  algunas  identificaciones  personales  difer an  deló í  
informe preliminar, se alando que aquellas diferentes quedaban nulas y da añ  
conocer las definitivas, concluyendo que de un total de 19 muestras fue posible 
identificar 16.

Afirma que seg n la sentencia de 16 de mayo de 2013 de la Excma.ú  
Corte Suprema se se ala los siguiente: ñ "Como consecuencia de estos informes  
y las denuncias de irregularidades en los peritajes practicados por el Servicio  
M dico Legal, espec ficamente respecto de los restos humanos encontrados ené í  
el Patio 29, se inici  una investigaci n por la Fiscal a de la Corte Suprema laó ó í  
que se al  que aquella instituci n omiti  el  env o del  informe Glasgow alñ ó ó ó í  
tribunal que instru a la investigaci n."í ó

Hace  presente  que  el  Servicio  M dico  Legal  actu  con  negligenciaé ó  
inexcusable, toda vez que no inform  al rgano competente los resultados deló ó  
Informe Glasgow, arrog ndose facultades que exceden sus atribuciones legales,á  
ya que no le correspond a estimar o desestimar el informe mencionado, todaí  
vez que esa tarea ata e a los tribunales de justicia, en este sentido el art culoñ í  
segundo del DFL 196  de 1960, vigente a la poca de los hechos materia delé  
presente  juicio,  se ala:  ñ "El  Servicio  M dico  Legal  asesorar  al  é á Ministerio 
P blico y a los Tribunales de Justicia en materias m dico-legales y colaborarú é á 
con las C tedras de Medicina Legal de las Universidades del pa s.á í

Se ala que añ s  las cosas, y respecto a un caso de similares caracter sticas,í í  
la  Excma.  Corte  Suprema  se al :  ñ ó "No es  que  al  Servicio  se  le  exija  un  
est ndar extraordinario  de conducta,  sino que la labor se realizara con elá  
m nimo de diligencia y cuidado, actuaci n que no s lo implicaba reconocer laí ó ó  
existencia de las propias falencias sino que llevar a, cabo una labor coordinada  
y planificada,  desarrollando las  pericias  cient ficas  y  t cnicas  disponibles  alí é  
efecto", así en sentencia de 16 de mayo de 2013, autos rol 7930-2012.
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Afirma que es un hecho hist rico las violaciones a los derechos humanosó  
cometidos  durante  la  dictadura  militar,  as  como  tambi n  el  error  en  laí é  
identificaci n de restos de dichas violaciones por parte del Servicio M dicoó é  
Legal,  por  lo  tanto,  es  importante  tener  certeza  de  los  hechos  y 
acontecimientos  que  todos  conocemos;  de  sus  causas  y  consecuencias,  en 
especial los familiares de los miles de detenidos desaparecidos, por esta raz n,ó  
es que el Servicio, tuvo, tiene y tendr  que actuar con mayor diligencia yá  
acuciosidad en este tipo tareas.

Se ala  que  en  este  mismo  sentido  se  pronunci  la  Excma.  Corteñ ó  
Suprema en la sentencia ya citada, indicando: "En este contexto, la obligaci nó  
y responsabilidad del Servicio M dico Legal resulta trascendente y relevanteé  
por lo que deb a emplear la mayor acuciosidad, seriedad y resguardo en elí  
cumplimiento de esta tarea. Sin embargo, la referida instituci n entreg  unó ó  
servicio defectuoso,  al  omitir  informar sobre los  resultados de pericias  que  
hab an sido encomendadas a rganos extranjeros y por las cuales se hab aí ó í  
efectuado una costosa inversi n, al no exigir la entrega oportuna del referidoó  
informe, que fue recepcionado con retardo por las autoridades de nuestro pa sí  
y haber continuado el trabajo de identificaci n sin considerarlo para ning nó ú  
efecto.

Adem s,  el  Servicio  no  fue  lo  suficientemente  acucioso,  riguroso  niá  
adopt  los  resguardos  suficientes  en  el  env o  de  muestras  aptas  para  laó í  
pretendida  identificaci n  a  la  Universidad  de  Glasgow  que  permitiera  deó  
manera id nea la pr ctica de la pericia que se hab a encomendado, aspectosó á í  
todos que trajeron como consecuencia una apresurada y err nea identificaci nó ó  
de los restos del Patio 29".

Destaca que a lo largo de su presentaci n,  la  demandada se al  enó ñ ó  
reiterada  ocasiones  que  el  Servicio  M dico  Legal  despleg  innumerablesé ó  
esfuerzos, ya sea t cnicos, humanos y financieros, con el objeto de entregaré  
una  eficiente  prestaci n  de  servicios  para  individualizar  a  las  personasó  
fallecidas en la dictadura militar, sin embargo, lo se alado por la demandadañ  
no se condice con lo mencionado a lo largo de esta presentaci n y de losó  
resultados obtenidos en los  procesos  de identificaci n,  ya que es  un hechoó  
p blico y notorio los m ltiples errores en la identificaci n de los restos deú ú ó  

LWDRCAUKE



281

personadas vulneradas por la dictadura militar, de este modo, lo que alega, no 
es que el Servicio M dico Legal no haya utilizado las t cnicas y medios deé é  
ltima generaci n existente en la poca como el ADN mitocondrial, hacer estoú ó é  

ser a  desconocer  la  realidad  nacional  vivida  por  nuestro  pa s  en  los  a osí í ñ  
posteriores al r gimen militar, sino que por el contrario, lo que pretende dejaré  
en  claro  es  que  el  Servicio  M dico  Legal,  no  aplic  o  no  actu  con  laé ó ó  
diligencia necesaria a lo largo de todo el proceso de identificaci n de los restosó  
de don Arazat  L pez L pez, ocultando, dando muestras al menos de unaí ó ó  
negligencia inexcusable, informaci n relevante para los tribunales de justicia,ó  
debido  a  que  los  resultados  obtenidos  en  el  Informe  Glasgow  eran 
contradictorios seg n el  propio Servicio,  es decir,  no exige que el  Servicioú  
M dico Legal haya actuado con un est ndar extraordinario en su conducta, sié á  
no que tan solo hubiese llevado a cabo las acciones m nimas de diligencias,í  
cuya  "actuaci n  no  solo  implicaba  reconocer  la  existencia  de  las  propiasó  
falencias  sino  que  llevar  a  cabo  una  labor  coordinada  y  planificada,  
desarrollando las pericias cient ficas y t cnicas disponibles al efecto", í é seg n lasú  
propias  palabra  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  en  la  sentencia  ya 
individualizada.

Concluye que as  la falta de servicio:í  "incluye la actividad jur dica ilegalí  
de la Administraci n, su mala organizaci n, el funcionamiento defectuoso, lasó ó  
omisiones  o  silencios  cuando  debi  actuar,  todo  lo  que  debe  originar  laó  
afectaci n de un bien de los administrados, sin desconocer que se agrega laó  
responsabilidad por riesgo e incluso la que origina la actividad il cita en que seí  
ocasiona igualmente da o al administrado", ñ de acuerdo a sentencia 4 de junio 
de 2012 de la Ilustre Corte de Apelaciones de Santiago, ROL N  7154-2007.°

En cuanto al Derecho, indica que la demandada se ala que esta no hañ  
invocado, as  como tampoco ofrece probar la ilegitimidad del actuar de losí  
funcionarios del Estado, ergo, deber a rechazarse la demanda toda vez que noí  
se configurar a la responsabilidad civil perseguida, argumentando que í una de 
las premisas b sicas del concepto de falta de servicio es que solamente se exigeá  
que "acreditando  el  afectado  que  un  servicio  p blico  no  ha  funcionado,ú  
debiendo hacerlo, o que ha funcionado de modo tard o o deficiente, y probarí  
que a ra z de lo anterior se le ha causado da o, est  en situaci n de exigirí ñ á ó  
indemnizaci n por parte del Estado", ó de acuerdo a lo se alado por el Ministroñ  
Mu oz en sentencia 4 de junio de 2012 de la Ilustre Corte de Apelaciones deñ  
Santiago.
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Por otro lado, afirma que la contraria se ala expresamente, en relaci nñ ó  
al rango constitucional y al principio de juricidad lo siguiente: "Por otra parte,  
de la lectura de las citadas normas fluye con claridad que tal responsabilidad  
surge s lo cuando los rganos no someten su acci n a la Constituci n y a lasó ó ó ó  
leyes o act an fuera de su competencia,  ú atribuy ndose autoridad o derechosé  
que no le han sido conferidos por el ordenamiento jur dico o contraviniendoí  
las leyes.", subrayando que justamente esto es lo que ha ocurrido en la especie, 
toda vez que el Servicio M dico Legal entreg  un servicio defectuoso, al omitiré ó  
informar sobre los resultados de pericias  que hab an sido encomendadas aí  
rganos extranjeros y por las cuales se hab a efectuado una costosa inversi n,ó í ó  

adem s  no  exigi  la  entrega  oportuna  del  Informe  Glasgow,  el  que  fueá ó  
recepcionado  con  retardo  por  las  autoridades  de  nuestro  pa s  y  haberí  
continuado el trabajo de identificaci n sin considerarlo para ning n efecto, poró ú  
lo que se ha atribuido facultades que exceden sus atribuciones legales, ya que 
no le correspond a estimar o desestimar el informe mencionado, toda vez queí  
esa tarea ata e a los tribunales de justicia.ñ

Agrega  que  en  cuanto  al  sistema  legal  de  responsabilidad 
extracontractual del Estado cabe se alar que esta responsabilidad deriva de lasñ  
bases  de  la  institucionalidad  consagrado  en  el  art culo  5,  6  y  7  de  laí  
Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  para  ello  cabe  tener  presente  eló í ú  
argumento del Ministro Mu oz seg n su considerando d cimo de la sentenciañ ú é  
de  fecha  4  de  junio  de  2012  de  la  Ilustr sima  Corte  de  Apelaciones  deí  
Santiago, ya citada, la cual se ala lo siguiente:ñ  "10.- Que para quien suscribe  
este  parecer  la  responsabilidad  del  Estado y  del  Estado Administrativo  en  
particular arranca de los art culo 1 ,2 , 4 , 5 , 6 , 7 , 38  de la Constituci ní ° ° ° ° ° ° ° ó  
Pol tica de la Rep blica, 4  y 42  de la Ley 18.575. El an lisis queda radicadoí ú ° ° á  
en  las  normas  legales,  puesto  que  el  an lisis  de  cualquier  falta  deá  
correspondencia o antinomia con las normas constitucionales, en el concreto,  
escapa a la competencia y an lisis del derecho aplicable por cuanto la Leyá  
18.575  fue  dictada  con  posterioridad  a  la  entrada  en  vigencia  de  la  
Constituci n 1980. Es as  como el art culo 1  de la mencionada ley estableceó í í °  
el mbito de aplicaci n y luego dispone el art culo 4  que el "Estado será ó í ° á  
responsable por los da os que causen los rganos de la Administraci n en elñ ó ó  
ejercicio  de  sus  funciones".  Quien  suscribe  este  voto  particular,  por  la  
enunciaci n de los p rrafos 1  y 2  del T tulo ll de la Ley 18.575, como poró á ° ° í  
las materias de que se trata, entiende que igualmente se aplica el art culo 42 aí  
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las reparticiones excluidas en el inciso segundo del art culo 21, seg n se haí ú  
indicado con anterioridad. Es as  como el art culo 42, en correspondencia coní í  
el  art culo  4 ,  dispone  que  los  " rganos  de  los  Administraci n  ser ní ° ó ó á  
responsables del  da o que causen por falta de servicio". En todo caso, deñ  
estimarse excluido de aplicaci n de esta norma, debe regirse por el art culo 4 ,ó í °  
el que singularmente, sin el complemento del art culo 42, podr a entenderseí í  
que  establecer a  una  responsabilidad  objetiva  derivada  nicamente  deí ú  
constatar  un  derecho  lesionado  que  ocasione  da os  al  administrado,ñ  
circunstancia que corresponde descartar.

Estas  disposiciones  son las  que regulan legalmente  la  responsabilidad  
general del Estado Administrador."

En cuanto a la falta de servicio afirma que la demandada se ala que lañ  
valoraci n del servicio no puede ser en base a un servicio ideal, sino que debeó  
ser considerado en raz n de su misi n, su personal y sus recursos y en esteó ó  
sentido, cabe destacar que no se ha configurado la falta del Servicio M dicoé  
Legal por no utilizar los m todos cient ficos m s avanzados como el  ADNé í á  
mitocondrial una actuaci n ideal, sino lo que se cuestiona es la negligencia,ó  
inoperancia y desidia al  llevar a cabo una labor tan importante,  teniendo 
conocimiento adem s que los m todos de identificaci n utilizados carec an deá é ó í  
rigor cient fico, al  conocerse los resultados del Informe Glasgow, resultadosí  
que  no  fueron  considerados,  no  informados  al  tribunal  respectivo,  y 
continuaron  con  las  labores  de  identificaci n,  desatendiendo  los  reparosó  
mencionados en dichos informes.

Agrega  que  de  acuerdo  a  lo  se alado  anteriormente,  queda  deñ  
manifiesto la falta de Servicio M dico Legal, debido a la falta de diligencia yé  
acuciosidad de dicha instituci n sumado a que su actuaci n fue defectuosa aló ó  
no considerar el informe elaborado por la Universidad de Glasgow, el cual 
manifestaba reparo al proceso de identificaci n y adem s que omiti  informaró á ó  
dichos antecedentes al tribunal correspondiente, sin exigir la entrega adecuada 
del informe a la Universidad de Glasgow, a pesar del retraso en los plazos de 
entrega,  teniendo en cuenta la  inversi n efectuada para dicho informe,  enó  
otras  palabras  podemos  calificar  la  actuaci n  de  la  instituci n  en  cuesti nó ó ó  
califica "como una falta de servicio al incurrir en incumplimientos a la t cnicaé  
y metodolog a vigentes, lo cual es constitutivo de una deficiente prestaci n deí ó  
la  funci n  p blica  confiada  a  la  Administraci n  que  existi  una  falta  deó ú ó ó  
servicio de la instituci n en cuesti n toda vez", ó ó de acuerdo a lo se alado en lañ  
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sentencia de la Excma. Corte Suprema de fecha 16 de mayo de 2013 Rol 
N 7930-2012.°

Se ala que por ltimo y en relaci n al monto de la indemnizaci n, esñ ú ó ó  
dable tener presente todos los da os emocionales que ha experimentado lañ  
familia los cuales fueron ampliamente detallados en la demanda, no tienen 
otro origen, sino que el procedimiento irresponsable y negligente del Servicio 
M dico  Legal,  al  identificar  err neamente  el  cuerpo  de  don  Arazat ,é ó í  
caus ndoles un grave da o moral y traumas psicol gicos, debido a que se haná ñ ó  
visto sujetos a una situaci n, amarga, dif cil y llena de dolor.ó í

Finalmente se ala que la indemnizaci n tiene por objeto compensar losñ ó  
da os producidos, dando a la v ctima una posible satisfacci n que ponga a suñ í ó  
alcance otros medios, otras satisfacciones que aten en la p rdida sentida y queú é  
importan algo que el Derecho no puede desconocer nunca, cual es, que un 
bien extrapatrimonial que ha sido conculcado debe ser indemnizado, por lo 
tanto, considerando que el monto demandado no es suficiente para resarcir en 
angustia,  traumas  psicol gicos  y  vej menes  emocionales  que  han  debidoó á  
soportar los familiares de don Arazat , raz n por la cual se ha determinadoí ó  
demandar por la suma $600.000.000 (seiscientos millones de pesos),  o la suma 
que esta judicatura estime pertinente conforme a derecho.

A fojas 82 rola la d plica, en que la demandada junto con reiterar losú  
antecedentes de hecho y de derecho expuestos en su contestaci n de demanda,ó  
agreg  que la actora  ó solo formula una cr tica general y vaga invocando laí  
necesidad de certeza que tiene para los familiares de las v ctimas de derechosí  
humanos,  identificar  a  los  restos  de  sus  seres  queridos,  sin  embargo 
precisamente ese deseo y necesidad es el que ha llevado al Estado de Chile a 
desplegar los esfuerzos que su escrito de demanda detall  pormenorizadamenteó  
a fin de cumplir con el mismo objetivo que el demandante expone, por lo 
tanto no parece l gico ni coherente que esos antecedentes puedan servir paraó  
pretender establecer la responsabilidad del Estado por falta de servicio, que es 
la que invoca en esta causa.

Se ala que por otro lado, se observa que el actor resume sus argumentosñ  
en el simple expediente de citar reiteradamente diversos considerandos de un 
fallo de la Excma. Corte Suprema, olvidando que en virtud de lo establecido 
en el art culo 3 del C digo Civil, ese fallo es aplicable solo al caso concreto,í ó  
producto del  efecto relativo de las sentencias judiciales,  y por lo tanto ese 
criterio no resulta vinculante para otros casos, a diferencia de lo que ocurre 
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con la jurisprudencia administrativa, que tiene efectos generales y obligatorios 
para la Administraci n.ó

Afirma que de lo anterior se desprende que el relato cronol gico queó  
expusieron al contestar la demanda tuvo como finalidad aclarar los diversos 
actores  que,  en  su  conjunto,  "generaron  una  situaci n  absolutamenteó  
distorsionadora  y  atentatoria  contra  una  normal  labor  pericial  de  
individualizaci n de las personas que fueron enterradas en el Patio 29",  ó por 
eso concluyeron y reiteran  que no puede demandarse del  Servicio M dicoé  
Legal  una  exigencia  de  resultado,  prescindiendo  absolutamente  de  las 
circunstancias f cticas que rodearon su labor, en la poca y con los mediosá é  
que se realizaron.

En cuanto  al informe Glasgow, indica que en el mes de mayo del a oñ  
1994 se cre , dentro del Servicio M dico  ó é Legal, un equipo de identificaci nó  
para  solucionar  los  casos  del  Patio  29,  argumentando  que  dicho  equipo, 
concluy  que los m todos tradicionales de identificaci n utilizados hasta eseó é ó  
entonces,  requer an  de  un  complemento  seg n  los  avances  cient ficos  yí ú í  
t cnicos experimentados durante el tiempo intermedio.é

De esta forma  se determin  que, en el largo plazo, lo que dar a unaó í  
respuesta m s certera, era la investigaci n mediante la determinaci n de ADN,á ó ó  
hecho que qued  pendiente  mientras  no se  contara  con las  t cnicas  y losó é  
desarrollos cient fico-tecnol gicos suficientes para ello, en dicho momento, ení ó  
el  mundo se hab a empezado a realizar pruebas de ADN mitocondrial  ení  
huesos, sin embargo, en Chile, no exist a ninguna posibilidad real de efectuarí  
tal examen, por este motivo, se llev  a cabo un Convenio entre el Ministerioó  
de  Justicia  y  la  Universidad  de  Glasgow,  a  trav s  del  Doctor  de  dichaé  
Universidad, Sr. Vanezis, encarg ndosele el examen de ADN mitocondrial deá  
los casos que se iban a seleccionar y que no superar an los 25, a adiendo queí ñ  
en dicho entonces el Director del Servicio M dico Legal, Sr. Alfonso Clapsé  
Gallo,  emiti  la Resoluci n Exenta N  554/94, en cuyo numeral 1 se leeó ó °  
textualmente:  "Apru bese  el  gasto  por  concepto  de  é realizaci n  ex menesó á  
mediante aplicaci n de t cnica de ADN mitocondrial  no disponible enó é  
Chile,  que  realizar  la  Universidad  Glasgow de  Escocia,  para  el  Servicioá  
M dico Legal."é

Destaca que para lograr los resultados esperados, se remitieron a dicha 
Universidad,  en  el  a o  1994,  restos  seos  encontrados  en  el  Patio  29  yñ ó  
muestras de sangre y de cejas, de supuestos familiares de l nea materna, deí  
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modo  que  efectivamente  pudiera  establecerse  la  adecuada  comparaci n,ó  
asimismo, se enviaron moldes de yeso de los cr neos respecto de los cualesá  
exist an eventuales acercamientos de identificaci n y de cuyas muestras seasí ó ó  
se estaban haciendo los estudios de ADN mitocondrial, haciendo presente que 
se decidi  no enviar las osamentas originales, por la ó vulnerabilidad que podr aí  
significar  la  p rdida  de  una  evidencia  tan  é importante,  agregando  que  las 
copias de yeso de esos cr neos se hicieron sobre la base de lá os originales que 
hab an sido "reparados"  por los  peritos,  dado que algunos  í se  encontraban 
fracturados en m ltiples partes y otros con grandes p rdidas  ú é seas, productoó  
de impactos de bala y del transcurso del tiempo. 

En cuanto a las contradicciones del Informe y deficiencias del mismo, 
se ala que en primer lugar con fecha 7 de julio de 1995, se ñ elabor  un preó  
informe emitido desde el Departamento de Medicina Forense y Ciencia de la 
Universidad  de  Glasgow,  dirigido  al  Se or  Jorge  Rodr guez,  Director  delñ í  
Servicio  M dico  Legal,  seg n  el  cual  se  determinan  13  posibles  é ú

identidades,  alcanzadas,  agregando  que  en  este  primer  informe  se 
se alaba que las identificaciones realizadas en esta  ñ primera etapa se hab aní  
establecido  realizando:  1.-  Estudio  comparativo  entre  las  fichas 
antropom rficas e informe emitido por los m dicos legistas que participaron enó é  
el  estudio  antropol gico-forense  de  las  osamentas,  realizado  en  1991.  2.-ó  
Nueva determinaci n de Estatura, utilizando la f rmula de Trotter & Glesse,ó ó  
de  acuerdo  a  ecuaci n  de  regresi n,  aceptada  internacionalmente  paraó ó  
determinaci n  de  estatura,  en  estudio  de  osamentas  y  3.-  Aplicaci n  deó ó  
T cnicas  de  video-superposici n  y  reconstrucci n  facial  computacional,é ó ó  
utilizando el sistema tridimensional gr fico asociado al rayo l ser.á á

Arguye que no obstante las conclusiones obtenidas, de las cuales daba 
cuenta ese primer Informe, con fecha 13 de octubre de 1995, se elabor  eló  
denominado "Informe final del estudio de identificaci n de las osamentas deló  
Patio 29", enviado por la Universidad de Glasgow, agregando que en este 
nuevo Informe se expresa que el peritaje de Video-Superposici n hab a sidoó í  
"rechequeado", en los casos de mayor dificultad, por expertos de otro Centro 
de Video Superposici n, independiente -el que no se individualizabaó - l deresí  
en esta t cnica, a manera de tener un "control doble ciego", agregando que eé l 
mismo  informe  se ala  que,  "Con  ñ respecto  al  reporte  preliminar  de 
identificaciones de fecha 7 de julio de 1995, se reitera que, las identificaciones  
personales, remitidas antes de concluir el estudio, quedan nulas, ya que fueron  
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enviadas en car cter preliminar, s lo a manera de informar lo realizado hastaá ó  
ese momento, con las limitaciones correspondientes."

Concluye que resulta evidente entonces, que el estudio, a n a esa fecha,ú  
no estaba concluido,  de  modo que sus  resultados  deb an ser  tratados  s loí ó  
como preliminares y que se envi  en el contexto de informar lo avanzadoó  
hasta  ese  momento,  posteriormente,  con fecha  23 de  octubre  de  1995,  el 
doctor  Peter  Vanezis,  profesional  a  cargo  de  la  investigaci n,  remiti  unó ó  
informe  a  la  entonces  Ministra  de  Justicia,  Sra.  Mar a  Soledad  Alvear,í  
indicando que este  reporte reemplazaba al  hom nimo del mes de julio deó  
1995.

Destaca que ahora bien, entre el informe preliminar y el final, se habr aí  
realizado  en  China  un  chequeo  con  t cnicas  de  video-superposici n;é ó  
precisamente,  en  raz n  de  la  intervenci n  de  este  segundo  centro  deó ó  
investigaci n, apareci  ó ó manifiesta  una  discordancia  entre  en  el  informe 
preliminar y el informe final de la Universidad de Glasgow, respecto de las 
trece identidades iniciales enviadas, sin perjuicio de lo cual, en Informe de 
fecha 25 de julio de 1996, emitido por el doctor Peter Vanezis y dirigido al 
Director del Servicio M dico Legal, se se alaba que daba por concluido elé ñ  
trabajo que se le hab a encomendado.í

Se ala que pñ or los motivos expresados, con fecha 2 de febrero de 1996, 
mediante  Oficio  Reservado  N  ° 14,  el  Servicio  M dico  Legal  envi  a  laé ó  
Ministra de Justicia de la poca, un completo informe sobre lo acontecidoé  
hasta ese momento, en cuyas 14 p ginas daba cuenta, seg n se ala el propioá ú ñ  
t tulo del í informe, de los "M todos y t cnicas de la identificaci n m dico legal,é é ó é  
s ntesis  í  cronol gica  de  los  peritajes  de  identificaci n  de  las  osamentasó ó  
exhumadas  en el patio 29 del Cementerio General de Santiago, relaciones del  
Servicio M dico Legal con la Universidad de Glasgow y compromiso legal delé  
Servicio M dico Legal y sus peritos en los peritajes encargados por los jueces",é  
en dicho documento, elaborado sobre la base de las conclusiones de los peritos 
del Servicio M dico Legal, se analizaban con detalle todos y cada uno de losé  
aspectos mencionados en el "Informe Glasgow", de este modo, son diversos los 
factores  que  condujeron  a  las  autoridades  del  Servicio  M dico  Legal  aé  
desestimar el Informe Glasgow, entre los cuales cabe mencionar el hecho que 
las diecis is identificaciones que ese informe dice afirmar, era contradictorioé  
con su propio informe preliminar, emitido tan s lo un mes antes, de maneraó  
que no se pudo admitir que el trabajo encargado a la Universidad de Glasgow 
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hubiese cumplido con la finalidad para la cual se encomend , por lo tanto, noó  
cabe atribuirle alg n grado de negligencia al SML ú en relaci n al tratamiento yó  
atenci n que se dio al denominado Informe Glasgow. ó

Afirma  que  de  hecho  y  seg n  demostrar  en  la  cap tulo  siguiente,ú á í  
acogiendo  precisamente  una  propuesta  de  los  familiares  de  los  detenidos 
desaparecidos se encarg  un nuevo informe a la Universidad de Granada, a suó  
vez y tal como expuso latamente en el escrito de contestaci n de la demandaó  
de los resultados de este ltimo informe, se desprende que no puede atribuirseú  
alg n grado de negligencia en relaci n a la entrega del denominado Informeú ó  
Glasgow,  sino  que  por  el  contrario,  se  hicieron  todos  los  esfuerzos  por 
chequear el valor y trascendencia que ten a, en conclusi n, no puede atribuirseí ó  
responsabilidad al Servicio M dico Legal a prop sito del valor del informeé ó  
Glasgow.

A fojas 131, se recibi  la causa a prueba.ó

A fojas 225, se cit  a las partes  a o r sentencia.ó í

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que do a Yacqueline Alicia L pez Cardillo, do a Stellañ ó ñ  
Beatriz  L pez  Cardillo,  do a  Margarita  Eulog a  Cardillo  Hern ndez  do aó ñ í á ñ  
Yamand  Montiel y don Ari Montiel jubilado, en sus calidades de c nyuge,ú ó  
hijas  y  hermanos,  del  detenido  desaparecido  don  Arazat  L pez  L pez,í ó ó  
demandan al Fisco de Chile para que les indemnice los perjuicios causados 
con ocasi n de la err nea identificaci n que el Estado a trav s de uno de susó ó ó é  
rganos, espec ficamente el  Servicio M dico Legal, hizo de los restos de suó í é  

familiar fallecido, perjuicios que aval an en la suma total de $600.000.000.- oú  
la suma que el tribunal determine conforme a derecho, m s las costas de laá  
causa. 

SEGUNDO: Que contestando la demanda el Fisco de Chile solicit  suó  
rechazo fundado principalmente  y  en  s ntesis  en  que  los  profesionales  delí  
Servicio  M dico  Legal  a  cargo  de  la  identificaci n  efectuaron  un  trabajoé ó  
conforme a sus  posibilidades y de acuerdo al estado de la ciencia a esa poca,é  
en el marco de la estructura que ten a el Servicio, realizando su labor en uní  
rgano  del  estado  espec fico,  dentro  de  sus  competencias  legales,  con  suó í  

realidad propia y determinada seg n las circunstancias de ese momento y queú  
en ese contexto no se puede desconocer que las identidades que resultaron 

LWDRCAUKE



289

err neas fueron determinadas por una resoluci n judicial, que en la actualidadó ó  
est  en revisi n.       á ó

TERCERO: Que los art culos 6 y 7 de la Constituci n Pol tica de laí ó í  
Rep blica establecen que ú “los rganos del Estado deben someter su acci n aó ó  
la Constituci n y a las normas dictadas conforme a ella y que los preceptos deó  
la Constituci n obligan  tanto a los titulares o integrantes de dichos rganosó ó  
como a toda persona instituci n o grupo. La infracci n a esta norma generaró ó á 
las responsabilidades y sanciones que determine la ley ;  y que ” “los rganosó  
del Estado act an v lidamente previa investidura regular de sus integrantesú á  
dentro de su competencia y en la forma que prescribe la ley ,  mencionando”  
en forma  expresa que “todo acto en contravenci n a este art culo es nulo yó í  
originar  las responsabilidades y sanciones que determine la leyá .”

CUARTO: Que  a  su  turno   la  Ley  Org nica  Constitucional  sobreá  
Bases Generales de la Administraci n N  18.575 se ala que la administraci nó ° ñ ó  
del Estado est  al servicio de la persona humana; el Estado ser  responsableá á  
por los da os que causen los rganos de la administraci n en el ejercicio deñ ó ó  
sus funciones y que los rganos del Estado ser n responsables  del da o queó á ñ  
causen por falta de servicio.

QUINTO: Que la parte demandada no ha negado la existencia de los 
hechos  en  que  se  sustenta  la  demanda,  sino  que  ha  arg ido  diversasü  
alegaciones para excluir su responsabilidad en los mismos, estimando que no 
se trata de un supuesto de falta de servicio. 

SEXTO: Que la falta de servicio ha sido entendida como el no haber 
actuado debiendo hacerlo, actuar tard amente o funcionar defectuosamente yí  
en este sentido no basta acreditar que el da o fue causado por una acci n uñ ó  
omisi n de la Administraci n, sino supone un juicio de valor o calificaci nó ó ó  
acerca del nivel y calidad del servicio exigible para un rgano del Estado.ó

SEPTIMO:  Que  conforme  al  Reglamento  Org nico  del  Servicioá  
M dico legal, contenido en el  Decreto Supremo 427 de 1943, este organismoé  
tendr  autoridad  para  velar  porque  los  procedimientos  periciales  que  seá  
practiquen se ci an a la ciencia o ramo y a las normas generales que dicte elñ  
Instituto que ser  tambi n consultor t cnico en casos que se ofrezcan  a losá é é  
tribunales de Justicia o a los m dicos legistas.é
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OCTAVO: Que por su parte el  art culo 2  de la  ley 20.065 sobreí °  
Modernizaci n,  Regulaci n  Org nica  y  Planta  del  Personal  del  Servicioó ó á  
M dico  Legal  se ala  que  el  objeto  de  este  servicio  es  asesorar  t cnica  yé ñ é  
cient ficamente a los rganos jurisdiccionales y de investigaci n en lo relativo aí ó ó  
medicina legal, ciencias forenses y dem s propias de su mbito. A su vez elá á  
Estatuto  Org nico  del  Servicio  M dico  legal  contenido  en  el  D.F.L  196á é  
modificado por la ley 20.065 reci n se alada dispon a que el Director de esteé ñ í  
organismo tendr a como obligaci n velar por la correcci n en el cumplimientoí ó ó  
de las rdenes judiciales y en la t cnica de los trabajos cient ficos y adoptar lasó é í  
medidas  que  sean  necesarias  para  la  buena  marcha  del  servicio  y  dar 
cumplimiento a las leyes y reglamentos que digan relaci n con ste.ó é

NOVENO: Que en s ntesis el Estado tiene una obligaci n de servicioí ó  
estricto  y  la  falta  de  este  en  los  t rminos  antes  expresados  conlleva  laé  
obligaci n de indemnizar los da os causados a consecuencia de ello y estaó ñ  
responsabilidad  patrimonial extracontractual que asume el  Estado, lo es por 
el actuar de sus rganos o funcionarios que han ejercido defectuosamente unaó  
funci n, es decir, el Estado responde de manera personal y directa como sió  
fuesen hechos propios.

DECIMO:  Que  para  acreditar  su  pretensi n  el  demandante  rindió ó 
prueba documental consistente en: a) certificado de defunci n de fecha 23 deó  
enero de 1995, emitido por el Servicio Registro Civil e Identificaci n de Chileó  
de  don  Arazat  Ram n  L pez  L pez;  certificado  m dico  de  defunci n  yí ó ó ó é ó  
estad stica de mortalidad fetal y tard a de don Arazat  Ram n L pez L pez; b)í í í ó ó ó  
inscripci n de matrimonio entre do a Stella Beatriz L pez Cardillo y  donó ñ ó  
Arazat  Ram n L pez L pez; c) acta de nacimiento de don Arazat  Ram ní ó ó ó í ó  
L pez L pez; acta de nacimiento de don Ari Montiel; d) acta de nacimientoó ó  
de  don Yamand  Montiel;  acta  de  nacimiento  de  do a  Yacqueline  Aliciaú ñ  
L pez Cardillo; e) acta de nacimiento de do a Stella Beatriz L pez Cardillo; f)ó ñ ó  
copia del Informe sobre Calificaci n de V ctimas de Violaciones de Derechosó í  
Humanos  y  de  Violencia  Pol tica,  Corporaci n  Nacional  de  Reparaci n  yí ó ó  
Reconciliaci n referida a Arazat  L pez L pez. P g. 661; g) copia simple deló í ó ó á  
Registro de Defunci n, circunscripci n Independencia, inscripci n N  3850,ó ó ó °  
del Registro 52, de fecha 16 de diciembre de 2994, del Servicio Registro Civil 
e Identificaci n de Chile; g) copia de ordinario N-2 5970, de 4 de abril deó  
2012,  del  Director  Nacional  del  Servicio  M dico  Legal,  que  determina  laé  
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exclusi n identificatoria de don Arazat  L pez L pez; i) copia de la sentenciaó í ó ó  
del Ministro en Visita don Alejandro Sol s Mu oz, de 13 de enero de 2012,í ñ  
caula ROL N2 4.449-22, caratulados "Patio 29"; j) copia simple de informe 
emitido con fecha 17 de junio de 1995, por el departamento de tanatolog a deí  
la Universidad de Glasgow. 

UNDECIMO: Que a instancias de la actora se pidi  oficiar al Servicioó  
M dico Legal a fin de que remitiese una serie de documentos, cuya respuestaé  
rola a fojas 158, esto es, por ORD N  9594 remitiendo copia de ordinario N° ° 
5970 de 4 de abril del a o 2012 del Director Nacional del Servicio M dicoñ é  
Legal y respecto al informe de fecha 17 de junio de 1995 emitido por el 
departamento de tanatolog a de la Universidad de Glasgow, se ala que no seí ñ  
encuentra  la  fecha  solicitada,  pero  remite  los  2  informes  con  que  dicha 
instituci n constaba: a) con fecha 25 de julio de 1996; b) con fecha 23 deó  
octubre de 1995, ambos con su traducci n autentica.ó

DUODECIMO: Que, por su parte, la demandada no rindi  pruebaó  
alguna durante el transcurso del juicio. 

DECIMO TERCERO: Que de lo expuesto por las partes, la prueba 
rendida en autos y los dem s antecedentes que obran en el proceso, se tieneá  
por acreditado que entre las personas fallecidas y desaparecidas luego del 11 
de septiembre de 1973 se encontraba el detenido desaparecido, padre, c nyugeó  
y hermano de las demandantes don Arazat  L pez L pez, cuyos restos y luegoí ó ó  
de las pericias pertinentes  practicadas por el  Servicio M dico Legal fueroné  
entregados a sus familiares en el a o 1994.ñ

 Y  que,  posteriormente,  en  el  a o  2012  se  determin  la  exclusi nñ ó ó  
identificatoria  del  Sr.  Arazati  Ram n L pez L pez respecto de los  restosó ó ó  
mortales del protocolo N 3035-91, con los que se le identific  en los a os° ó ñ  
noventa, por medio de t cnicas antropol gicas, seg n detalla ordinario 5970é ó ú  
referido a informe excluyente de identidad  de fecha 4 de abril del a o 2012“ ” ñ  
emitido  por  el  Director  Nacional  del  Servicio  M dico  Legal  dirigido  a  laé  
Secretaria  de  Seguimiento  de  la  Comisi n  para  la  Paz  Presidencia  de  laó  
Rep blica, donde se informa y se pone a su disposici n dicho decreto judicial.ú ó

Que dicho  ordinario  efecto  se al  que  realizados  los  an lisis  en  losñ ó á  
marcadores gen ticos STRs autos micos y mitocondrial por el laboratorio deé ó  
la Universidad de North Texas, se determin  que dichos restos seos no leó ó  
pertenec an;  se  adjunt  a  dicha  presentaci n  8  fojas  en  que  consta  laí ó ó  
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notificaci n  de  la  exclusi n  para  que,  por  su  intermedio,  se  informe a  laó ó  
familia involucrada, y se dijo que el Servicio M dico Legal de Chile prosigueé  
con los an lisis para lograr la identificaci n del Sr. Arazat  L pez L pez. á ó í ó ó

DECIMO CUARTO: Que seguidamente, de los dichos de la parte 
demandada,  aparece  que  para  identificar  los  cuerpos  de  los  detenidos 
desaparecidos  el  Servicio  M dico  Legal  utiliz  tres  enfoques  para  asignaré ó  
identidades:  a)  an lisis  comparativo  morfol gico  entre  la  informaci n  postá ó ó  
mortem recogida en la osamenta, como su perfil biol gico b sico, esto es, sexo,ó á  
edad, estatura, etc., y signos caracter sticos individualizantes ante mortem, porí  
ejemplo fracturas  con callos seos  y esta informaci n aportada en la fichaó ó  
antropom rfica  del  detenido  desaparecido,  generalmente  aportada  por  laó  
Vicar a de la Solidaridad, b) superposici n fotogr fica del cr neo con una fotoí ó á á  
del detenido desaparecido, y  c) comparaci n entre la causa de muerte inferidaó  
por el estudio y la atribuida en el protocolo de autopsia del a o 1973.ñ

Que afirma que estas  eran las  t cnicas  que exist an en la poca,  laé í é  
metodolog a  empleada  fue  comparativa  y  basada  en  concordancias  oí  
similitudes, que muchas veces las concordancias fueron m nimas y b sicas, siní á  
gran poder de discriminaci n individualizante, y no se usaron an lisis gen ticosó á é  
porque no se contaba con tal tecnolog a.í

DECIMO QUINTO: Que del relato de los hechos realizado por las 
partes  -en  t rminos  generales  contestes-  y  adem s  de  los  documentosé á  
aparejados, en particular sentencia del Ministro en Visita don Alejandro Sol sí  
Mu oz, de 13 de enero de 2012, causa Rol N  4449-22, caratulados Patioñ ° “  
29  y copia de ordinario 0742 de fecha 16 de junio de 2015, por medio del”  
cual se acompa  copia del informe de fecha 17 de junio de 1995 evacuadoñó  
por la Universidad de Glasgow, fluye que ante la necesidad de complementar 
las pericias efectuadas con nueva tecnolog a la que entonces correspond a a laí í  
utilizaci n  del  ADN,  t cnica  impracticable  a  la  poca  de  los  hechos,  seó é é  
suscribi  un convenio entre  el  Servicio  M dico Legal  y  la  Universidad deó é  
Glasgow  para  la  realizaci n  de  ex menes  con  aplicaci n  del  ADNó á ó  
Mitocondrial, y para efectos de  llevar a cabo este informe se remitieron a la 
Universidad de Glasgow el  a o 1994 restos seos del  Patio 29 y muestrasñ ó  
sangu neas y de cejas de supuestos familiares de l nea materna, moldes de yesoí í  
de  los  cr neos  originales  de  cuyas  muestras  seas  se  estaban haciendo losá ó  
an lisis de ADN mitocondrial correspondientes a 21 muestras.á
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DECIMO SEXTO: Que el trabajo conocido como Informe Glasgow, 
se desarroll  en el  tiempo, entregando un informe preliminar y luego unoó  
final, contenido en las comunicaciones remitidas por el Dr. Meter Vanezis, 
apreci ndose diferencias entre uno y otro, puesto que el primero arroj  queá ó  
parte  de  los  duplicados  de  cr neos  enviados  presentaban  distorsionesá  
anat micas, algunos estaban en rango aceptable pero en otros era imposibleó  
posicionar,  punto  que  era  de  suma  importancia  por  ser  nicos  en  cadaú  
individuo, el material fotogr fico no era de buena calidad y no exist a respectoá í  
de  algunos  desaparecidos,  parte  de  las  fichas  antropom rficas  estabanó  
incompletas, en algunos con contradicci n de datos, tambi n present  granó é ó  
dificultad  el  par metro  de  la  edad   muchas  veces  incompatible  con  laá  
identidad encontrada,  y pese a ello se al  que el  n mero real  a periciarñ ó ú  
ser an 19 y en 13 se  logr  determinar  posible  identidad;  en tanto que elí ó  
segundo, estableci  que algunas identificaciones personales difer an del informeó í  
preliminar, se alando que aquellas diferentes quedaban nulas y da a conocerñ  
las  definitivas,  concluyendo  finalmente  que  de  un  total  de  19  muestras  a 
periciar fue posible la identificaci n de16.ó

DECIMO SEPTIMO: Que como consecuencia de estos informes y las 
denuncias  respecto  de  irregularidades  en  los  peritajes  practicados  por  el 
Servicio  M dico  Legal  espec ficamente  respecto  de  los  restos  humanosé í  
encontrados en  el Patio 29, se inici  una investigaci n por la Fiscal a de laó ó í  
Corte Suprema la que entre sus conclusiones se al  que el Servicio M dicoñ ó é  
Legal  omiti  el  env o  del  informe  Glasgow  al  Tribunal  que  instru a  laó í í  
investigaci n,  se alando  como  raz n  de  fondo  que  el  ó ñ ó referido  informe 
Glasgow se recibi  de manera tard aó í  en nuestro pa s en relaci n a la fecha ení ó  
que  se  habr a  acordado  entregar,  lo  que  no  habr a  permitido  incluir  susí í  
conclusiones en la identificaci n entregada al tribunal que instru a la causaó í  
Patio 29 , informe que adem s  -seg n el Servicio M dico legal - ten a una° á ú é í  
validez discutible por carecer de datos que analizaran el proceso y el resultado, 
los an lisis de ADN Mitocondrial ten an un valor escaso y limitado y  por laá í  
discrepancia existente entre el  primer y segundo informe,  lo que oblig  aló  
Servicio M dico legal a seguir adelante con sus  identificaciones. é

Que pese  a  ello,  la  Sra.  Fiscal  de  la  Corte  Suprema se al  que  elñ ó  
Servicio no fue diligente ni cuidadoso en exigir a la Universidad de Glasgow la 
oportuna y debida entrega de los ex menes solicitados pese a que en el oficioá  
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que autoriz  el gasto de las 23.000 libras esterlinas aproximadamente se hac aó í  
menci n a la urgente necesidad de dar soluci n al problema de identificaci nó ó ó  
de las osamentas del patio 29.

DECIMO  OCTAVO:  Que  resulta  un  hecho  p blico  y  notorio  laú  
necesidad de la ciudadan a, autoridades y por sobre todo de los familiares deí  
v ctimas detenidas desaparecidas de obtener certeza, no solo de su paradero ení  
algunos  casos,  sino  tambi n  de  su  identificaci n  en  el  caso  de  los  restosé ó  
encontrados en el  Patio 29 y que tal  importancia y trascendencia  ha sido 
expresada por el Estado en los distintos mbitos y etapas de este proceso, loá  
que se ha podido apreciar por ejemplo en la resoluci n  Exenta N  554 deló °  
propio  Servicio  M dico  Legal  en  el  que  se  hace  menci n  a  la  urgenteé ó  
necesidad de  solucionar el problema de identificaci n, en la valiosa inversi nó ó  
econ mica  que  el  informe  Glasgow  signific ,  y  en  los  restantes  esfuerzosó ó  
econ micos efectuados por el Ministerio de Justicia para implementar a esteó  
servicio de modernos equipos y capacitaci n para su personal.ó

DECIMO  NOVENO:  Que  en  este  contexto  la  obligaci n  yó  
responsabilidad  del  Servicio  M dico  Legal  resulta  trascendente  y  relevanteé  
toda vez que deb a emplear la mayor acuciosidad, seriedad y resguardo en elí  
cumplimiento de esta tarea, advirti ndose no solo la impericia de sus peritos yé  
procedimientos  aplicados,  sino  que  adem s  debi  haber  desplegado  susá ó  
esfuerzos precisamente para refutar las conclusiones que se conten an en elí  
denominado Informe Glasgow, omitiendo dar a conocer ntegramente dichosí  
cuestionamientos, tanto a los tribunales que conoc an de los diversos procesosí  
como a los destinatarios de tal informaci n.ó

VIGESIMO:  Que  tal  conducta,  descarta  la  defensa  del  servicio  en 
orden a pretender eximirse de responsabilidad en los yerros, haci ndola recaeré  
en la autoridad judicial,  puesto que precisamente es dable razonar que de 
haber  transparentado  el  desarrollo  de  las  pericias,  sus  metodolog as  yí  
cuestionamientos, as  como las probabilidades y margen de error, cada juezí  
pudo haber tomado un camino distinto en la declaraci n de identidad de lasó  
v ctimas, tanto m s si dicho Servicio no remiti  a los Tribunales de justicia elí á ó  
informe Glasgow, cuando al menos la prudencia aconsejaba hacerlo, puesto 
que eran documentos  que claramente  cuestionaban el  trabajo realizado en 
Chile por la Unidad de Identificaci n del Servicio M dico Legal, aunado a suó é  
proceder  imprudente  y  contradictorio  de  cursar  la  entrega  de  restos  de 
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detenidos desaparecidos a su familia y a la vez encargar estudios al respecto, 
sin  la  certeza  necesaria  de  que  se  correspond an,  todo lo  cual  conlleva  aí  
afirmar que se trata de falta de diligencia en el procedimiento empleado y una 
falta  a  su  deber  legal,  responsabilizando  a  terceros  de  una  labor  que  le 
corresponde por su pericia.

VIGESIMO PRIMERO: Que valga consignar que si bien es cierto 
que  el  avance  de  los  conocimientos  y  de  las  t cnicas  de  la  ciencia,  esé  
permanente y en constante desarrollo, ello no exim a al Servicio M dico Legalí é  
de su deber de proporcionar un servicio de calidad y excelencia, debiendo 
estar al tanto de la ciencia a nivel internacional, sin que sea excusa para ello la 
falta de dotaci n o de implementaci n de la misma, puesto que el reprocheó ó  
que se le hace por esta sentencia no es carecer de ello, sino haber ocultado 
que exist an reparos en su trabajo y en haber omitido en forma negligente, alí  
parecer  de  esta  juzgadora,  que  lo  concluido  tenia  precisamente  las 
caracter sticas  ya  dichas,  esto  es,  que  estaba  sujeto  a  los  conocimientos  yí  
t cnicas de que en ese momento se dispon a, y m s aun, que ya a esa data seé í á  
contaba  en el  contexto  internacional  con otros  medios  de verificaci n.  Loó  
esperable, era que al igual que en otros informes se consigne las salvedades, los 
porcentajes de certeza o margen de error.

VIGESIMO SEGUNDO: Que seg n se viene razonando, se tiene porú  
establecido  que  el  Servicio  M dico  Legal,  en  cuanto  rgano  de  laé ó  
Administraci n del Estado, entreg  un servicio defectuoso, ocasionando unaó ó  
apresurada y err nea identificaci n de los restos del patio 29, que de generaró ó  
da os obliga al Estado a su resarcimiento.ñ

VIGESIMO TERCERO: Que resulta inconcuso que del error descrito 
se deriv  un perjuicio o da o moral a los familiares del fallecido L pez L pez,ó ñ ó ó  
al haber permanecido por un importante periodo de tiempo convencidos de 
que  los  restos  de  su  pariente  eran  efectivamente  los  que  les  hab an  sidoí  
entregados en el  a o 1994, con el  consiguiente dolor provocado al  asumirñ  
como propias las causas de fallecimiento que se consignaron en el certificado 
de defunci n del occiso, dolor y sufrimiento que vivieron doblemente al tomaró  
conocimiento que la identificaci n hab a sido err nea, circunstancia que sinó í ó  
duda para una familia implica perder un pariente dos veces y respecto del cual 
todav a se desconoce su verdadero paradero y causa de muerte en su caso. í

LWDRCAUKE



296

VIG SIMO  CUARTOÉ : Que  en  cuanto  a  la  avaluaci n  de  losó  
perjuicios  morales,  si  bien  la  doctrina  y  jurisprudencia  mayoritarias  han 
expresado  que  atendida  la  naturaleza  subjetiva  que  lo  caracteriza  resulta 
imposible fijar una cantidad de dinero a t tulo de reparaci n de da o moral,í ó ñ  
existen razones de justicia y equidad que obligan a su reparaci n y regulaci nó ó  
prudencial  por  parte  del  juez,  atendidas  las  condiciones  y  caracter sticasí  
personales de la v ctima y las circunstancias de producci n y magnitud delí ó  
da o sufrido por esta, y en todo caso teniendo presente que la indemnizaci nñ ó  
no puede transformarse en una fuente de lucro para v ctima, como pide laí  
defensa fiscal.

VIGESIMO QUINTO: Que reconociendo desde luego las falencias y 
dificultades  para  regular  un dolor  como el  descrito,  y  advirtiendo que los 
actores no precisan a la luz de las modernas clases de da o moral que se– ñ  
reconocen en doctrina- solo cabe colegir que reclaman el da o como dolorñ  
espiritual, sin perjuicio de reconocerles las p rdidas de goce derivadas de laé  
ausencia del  ser querido,  esto es,  haber tenido las vivencias  que se espera 
compartir con el pater familia, y aun de beneficiarse de esa figura filial, que 
incida en su crecimiento y educaci n, que no es aventurado suponer que hanó  
echado en falta a lo largo de su formaci n.ó

Que no obstante ello, es posible afirmar que los montos demandados 
por dicho rubro por los hijos, c nyuge y hermanos del fallecido ó L pez L pez,ó ó  
detenido desaparecido, resultan alejadas de lo fijado jurisprudencialmente en 
casos similares, siendo menester que esta juez regule de manera prudencial.

Que as  las cosas, acerca del qu ntum, considerando las calidades de losí á  
actores, sus relaciones familiares, sus capacidades econ micas y situaciones deó  
vida, esta juez estima prudente fijarles como indemnizaci n una suma que poró  
v a de compensaci n les resarza, la que se regula en $10.000.000.- para cadaí ó  
uno de los actores.-

VIGESIMO  SEXTO:  Que  atendido  el  car cter  declarativo  delá  
proceso, la suma ordenada pagar lo ser  con los reajustes que se devenguená  
s lo desde que se encuentre firme o ejecutoriada y hasta su pago efectivo.ó

Por estas consideraciones y, visto, adem s lo dispuesto en los art culos 6,á í  
7 y 38 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, art culos 1698 del C digoó í ú í ó  
Civil,144, 160,  170, 346 y7 pertinentes del C digo de Procedimiento Civil,ó  
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art culos 4 y 44 de la Ley 18.575 sobre Bases Generales de la Administraci ní ó  
del Estado, D.F.L N  196 de 1960, Ley Org nica Constitucional del Servicio° á  
M dico Legal, y reglamento Org nico del Servicio M dico legal contenido ené á é  
el Decreto Supremo N  427  de 1943, se declara:°

I.- Que se acoge la demanda interpuesta en contra del Fisco de Chile 
s lo  en  cuanto  se  condena  a  pagar  por  concepto  de  da o  moral  a  losó ñ  
demandantes la suma de $50.000.000.-, esto es, $10.000.000.- para cada uno 
de los actores, debidamente reajustada en la forma dicha en el motivo 26°

II.- Que no se condena en costas al Fisco de Chile por estimar que tuvo 
motivo plausible para litigar.

Reg strese, notif quese, y í í cons ltese sino se apelareú .

DICTADA  POR  DO A  ROCIO  PEREZ  GAMBOA,  JUEZÑ  
TITULAR. AUTORIZA DO A MARIELLA RISOPATRON CERNA,Ñ  
SECRETARIA SUBROGANTE.

           

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 del 
C.P.C. en  Santiago,  veintiocho de Julio de dos mil diecis isé
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